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Estuve presente el día de ayer en la sesión de la Comisión de Amparo de la BMA.

No pude participar en la sesión de preguntas, dado que por el tiempo me fue imposible.

Antes que nada una felicitación a la Comisión por tan interesante trabajo y tan concisa exposición del tema. 

Dos preguntas:

1. El amparo adhesivo previsto en el artículo 180 del proyecto, ¿será también procedente cuando se trate de un procedimiento contencioso administrativo y la autoridad interponga recurso de revisión fiscal? De la lectura del precepto parecería que sólo procede el adhesivo cuando la contraparte haya promovido amparo, pero no cuando la contraparte interponga un recurso de revisión, ya sea RF o RCA.. 

2. Si no se contempló la posibilidad anterior, ¿sería viable crear una revisión fiscal o contenciosa administrativa adhesiva? Ello a efecto de seguir las reglas del recurso de revisión en amparo directo, tal como lo señala el artículo 104, fracción I-B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Evidentemente ello podría ser materia de reforma al Código Fiscal de la Federación, pero de todas formas, al ser una nueva Ley de Amparo, se podría prever ese supuesto. 

Mucho agradecería una respuesta al particular. 

Atentamente

Diego Armida

González Luna y Pérez de Acha, S.C.

Politización del Derecho Agrario.

Los problemas agrarios de México tienen hondas raíces en el pasado. En el tiempo de los aztecas las desigualdades y la dominación española provocó la distribución de las tierras de forma  desigual entre los habitantes del país; la tierra se repartió entre los conquistadores y sus descendientes (criollos), el clero y los indígenas. A los primeros se les otorgaron grandes y las mejores extensiones de terreno,  mismas que el clero  fue adquiriendo a lo largo de tres siglos. Los indígenas y sus pueblos sólo pudieron poseer pequeñas propiedades, y por lo regular bajo un  régimen comunal.

El reparto de la tierra en esta época fue desproporcionado e injusto, esto si se contempla la extensión y la calidad de las otorgadas a los colonizadores, por una parte, y a los indígenas, por otra; además, su explotación no se hizo adecuadamente, pues el trabajo agrícola recayó sobre el indio encomendado
 y a pesar de legislación indiana, creada bajo un  modelo humanitario, la explotación llevada a cabo por los conquistadores sobre los vencidos fue un hecho importante y trascendente.

Los problemas agrarios durante los años de 1900 - 1917, han sido materia de opiniones para darle solución a un problema de mucho más trascendencia que el solo hecho de otorgar un pedazo de tierra a un grupo de personas con determinadas características e idiosincrasia. El problema que buscó solucionar el gobierno en estas fechas fue mantener el control y poder del gobierno mediante la creación de mecanismos para tener contenta a la gente que por su misma situación económica, política y cultural han sido motivo de manipulaciones y falsas promesas que a la fecha siguen significando una problemática por solucionar; Chiapas es un ejemplo.  De ahí que surja la necesidad de seguir consecuentando y tratando de sostener situaciones que desde esas fechas no se ha podido resolver, creando el paternalismo famoso y subsistente  hasta nuestros días.

Como antecedente de lo anterior durante la Independencia, además de las razones de índole política, existió un fondo económico de carácter agrario. Por eso no es de extrañar que ya iniciada la Revolución de 1810 el gobierno español dictara algunas medidas para remediar la situación injusta que se había creado sobre la tenencia y explotación de la tierra y se dictasen leyes precursoras de la reforma agraria.

En la historia de México, durante la  Independencia, y a lo largo del siglo XIX, la situación del agro lejos de mejorar, se fue agravando. Desde luego quedó establecido el respeto a la propiedad, pues nadie podía ser privado de ella sino por causa de interés público y mediante una justa indemnización (artículo 116 de la Ley Federal de Reforma Agraria).

La principal medida que tomaron los gobiernos independientes entre 1821 y 1856 para resolver el problema agrario fue la colonización de las tierras baldías. En ese período, y como consecuencia de un proceso que abarcó los tres siglos de vida colonial, el clero había adquirido enormes propiedades, a tal grado que en 1856 era el terrateniente más poderoso. 

“Ponciano Arriaga el 23 de junio de 1856, se pronunció en el Congreso Constituyente por la expedición de una ley agraria que consolidara el derecho de propiedad rural. Allí dijo, adelantándose a su época, el diputado liberal: “El sistema económico actual de la sociedad mexicana no satisface las condiciones de vida material de los pueblos” y “cuando un mecanismo económico es insuficiente para su objeto preciso, debe perecer. La reforma para ser verdadera debe ser una fórmula de la era nueva, una traducción de la nueva faz del trabajo, un nuevo código del mecanismo económico de la sociedad futura”.
 Pero la ideología imperante en la asamblea impidió que se iniciara entonces la reforma propuesta.

En el período comprendido entre 1856 y 1910 el problema agrario se agudizó. El clero había dejado ya de ser poseedor de la tierra, en virtud de la Ley de Desamortización de Fincas Rústica y Urbanas, pertenecientes a corporaciones civiles o eclesiásticas (25 de junio de 1856) y, posteriormente, la Ley de Nacionalización de Bienes Eclesiásticos (12 de julio de 1859); pero cuantiosos bienes no beneficiaron al campesino. Por el contrario, aumentaron la extensión territorial de las haciendas convirtiéndolas en latifundios. Además, “la propiedad indígena comunal, insuficiente, pero hasta entonces respetada, al perder los pueblos la capacidad jurídica para poseer, se convirtió en propiedad particular y pronto fue absorbida por los grandes terratenientes.”

Por otra parte, el problema agrario fue causa principal del movimiento revolucionario de 1910, pues la situación económica, cultural y social del campesino llegó a límites de explotación con características inhumanas, de ahí el apoyo total del trabajador de la tierra en este acontecimiento de la historia de México.

El aspecto político en el gobierno mexicano, siempre ha sido un motivo para tratar de tener contenta a la gente por gobernar; un ejemplo de esto es lo establecido en el plan se San Luis, por Madero el 5 de octubre de 1910 en el artículo 3°, en el cual estableció la restitución de tierras a los campesinos desposeídos de éstas, lo cual trajo como consecuencia política el apoyo de ese contingente para la revolución que se iniciaba.

Es muy importante establecer que todos los movimientos y planes que se han tratado de llevar a cabo en México, tienen hondas raíces en el afán de conseguir el poder. Zapata por ejemplo, al proclamar el Plan de Ayala, también basó su lucha apoyando al campesino, pues el contenido del mencionado plan es de carácter agrario. En sus puntos básicos se propuso:

a.
La restitución de los ejidos.

b.
El fraccionamiento de latifundios; y 

c. 
La confiscación de propiedades de todos aquellos que se opusieran a la realización de la reforma contenida en el plan. 

Por lo anterior, la Revolución adquiría un nuevo matiz. No sólo trataba de proponer cambios políticos, sino luchó con un propósito: el de dignificar la existencia del hombre y de transformar sus condiciones de vida desde la base; de ahí el grito: “ Tierra y libertad”, frase que en mi opinión  sintetiza los anhelos de justicia basados en la lucha por el poder.

Madero también tiene que ver en esa lucha por manipular los derechos sociales del pueblo; de ahí el decreto del 18 de diciembre de 1911, donde reforma con el objeto de estimular la pequeña propiedad. 

Permítaseme hacer un paréntesis.  El motivo de este capítulo no es exponer las bases de la lucha por el poder en México, sino el establecer un criterio adecuado para el buen planteamiento de la hipótesis de esta tesis, a pesar de la gran manipulación que se ha venido manejando en el transcurso de tantos años por un gobierno con intereses mezquinos y para beneficio de unos cuantos.

Por otra parte, también los intelectuales mexicanos percibieron el aspecto político y la magnitud del problema agrario. Entre ellos cabe destacar a Luis Cabrera, quien el 3 de diciembre de 1912, en la Cámara de Diputados, pronunció un memorable discurso donde se subrayó la necesidad de dotar y restituir tierras al campesino. Otro aspecto donde notablemente se vuelve a determinar un apoyo a un grupo de mexicanos que de acuerdo a las necesidades y circunstancias del país, debía tratarse y procurar tierras a estos grupos. Estoy consciente de que la clase desprotegida de México debe tener ciertos privilegios para que obtenga un crecimiento y desarrollo adecuado de sus familias; sin embargo, ese constante y enfermizo afán de proteger, trae como consecuencia el  paternalismo conocido y al cual ya he hecho referencia anteriormente. 

Este Diputado revolucionario mencionó: “Dos factores hay que tener en consideración: la tierra y el hombre, la tierra de cuya posesión vamos a tratar, y los hombres a quienes debemos procurar dar tierras”. Y por lo anterior propuso: “tomar la tierra en donde la haya para reconstruir los ejidos de los pueblos”.
 Nadie hasta este discurso había tocado y planteado el problema agrario tan adecuadamente. Así, fue el origen y antecedente de la Ley promulgada por Carranza el 6 de enero de 1915; antecedente del artículo 27 constitucional y de la reforma agraria, creando en México  la aparente inexistencia de lo que se denomina como latifundio. 

Se crearon así tres tipos de tenencia de la tierra: la pequeña propiedad, el ejido y la propiedad comunal, instituciones que son la síntesis del movimiento revolucionario; trayendo como consecuencia que políticamente Venustiano Carranza las tomara como estandarte para iniciar su gobierno.  Sin embargo, el hecho de tomar como bandera política el apoyo al campo, dejó en desventaja a los campesinos que no tenían la cultura de fomento a la industria agrícola, lo cual trajo como consecuencia que el apoyo fuera poco productivo al no ser manejado adecuadamente, y aprovechado por los grupos de mayores posibilidades económicas. Pero ese apoyo al campo Mexicano, en todas las ocasiones ha traído el mayor problema que para mi entender es un paternalismo de nunca acabar; y todo motivado por los gobiernos que siempre han buscado un beneficio en lo particular y nunca tomando en cuenta las consecuencias de esos apoyos incondicionados a grupos que por su falta de preparación no dieron el curso adecuado a los apoyos recibidos, en todos los sentidos, tierra, apoyos económicos, etc. 

Estos artículos, 27 y 123, significan dos de las máximas aportaciones de la Revolución mexicana para tratar de acabar con las grandes “desigualdades” económicas, sociales y culturales, mediante la idea de dar a la propiedad o al empleo de la tierra una función de beneficio social y, al trabajo, un sistema de protección. Sin embargo, ¿cuáles han sido los resultados de estas medidas gubernamentales?.

Quiero hacer referencia al lo establecido en el Congreso de Querétaro, por parte de los diputados Constituyentes de 1917, cuando establecieron como uno de los principios del artículo 27 de la Constitución de esa fecha el de “afirmar que la propiedad de las tierras y de las aguas, comprendidas dentro del territorio nacional, corresponden originalmente a la nación. De él se derivan dos consecuencias importantísimas: una es que el Estado- a través de leyes ordinarias- puede imponer a la propiedad privada las modalidades que ordene el interés público, o sea, se abandonó el criterio que sostenía que la propiedad era un derecho absoluto establecido exclusivamente en beneficio del propietario, para concluir que, con su ejercicio, si por una parte debe reportar el dueño cierto provecho, por encima de éste se halla el interés de los  demás hombres, es decir de la sociedad, al que fundamentalmente se debe atender cuando se trate de reglamentar la extensión y límites del derecho de propiedad. O sea, este nuevo concepto de propiedad establece que su ejercicio debe redundar en provecho de todos. Con tal objeto, el derecho de usar, disfrutar y disponer de un pedazo de tierra tiene como condición, ante todo, atender a las necesidades humanas, buscando el beneficio social por encima del interés particular de cada persona.”

El principio antes mencionado deja materia para un análisis conciente de la verdadera situación del agro mexicano, pues en cualquier momento por una supuesta utilidad pública, el gobierno federal o estatal pueden disponer de la tierra sin dejar de existir el hecho de quitarle a unos para darle a otros. esta figura no es materia de este estudio, sin embargo toca el aspecto del paternalismo a que ya he hecho referencia.

Otra consecuencia a lo establecido por el constituyente de Querétaro es la de fijar qué bienes pertenecen directamente a la nación. Y así, el Congreso sostuvo que aquélla tenía el dominio directo sobre determinadas zonas, entre ellas el subsuelo, y por lo tanto, de todas las riquezas que encierra. Con fundamento en dicho principio, México pudo reivindicar para sí la riqueza petrolera, hasta entonces en manos de particulares - en su mayoría compañías extranjeras- y nacionalizar, por decreto de 18 de marzo de 1938, esa importante fuente de riqueza nacional. Asimismo, volvió a la nación la propiedad de todos los recursos mineros explotados anteriormente por sus dueños exclusivamente en beneficio propio. 

El grupo de diputados constituyentes que redactaron el proyecto de este artículo, apartándose de la tradición jurídica nacional y de las doctrinas liberales, asentaron un nuevo concepto de la propiedad- aunque subsista la propiedad privada como derivada de la originaria- y otorgaron a la nación el domino directo de aquellos bienes cuya explotación estimaron que debía hacerse a favor de todo el pueblo de México, en forma tal que el aprovechamiento, conservación y distribución equitativa de la riqueza pública son regulados por el Estado, situación ventajosa por parte de quien siempre tiene el poder inalienable de disponer del territorio conforme a sus intereses, justificándolo con el concepto de utilidad pública.

La reforma al artículo 27 recoge los principios fundamentales de la Revolución, en el aspecto agrario: suprime los latifundios (situación un tanto cuestionable), la protección del ejidatario y del pequeño propietario. La tendencia posterior ha sido la de lograr un desarrollo rural integral; donde se concluye el reparto de tierras, y se dota al campesino de los medios para explotarlas adecuadamente, dándoles la posibilidad de que los ejidos se conviertan en empresas agrícolas integradas por las mismas familias de los campesinos.

La filosofía esencial que sustenta la nueva reforma agraria es la modernidad nacionalista, esto es, dar al campo el cambio apremiante que el desarrollo actual y futuro de la nación demandan a fin de impulsar la productividad, la iniciativa y la creatividad de los campesinos y el bienestar de sus familias. Este propósito no se contrapone a la experiencia histórica en materia agraria, especialmente al sello agrario de la Revolución. Se aspira a liquidar la inseguridad y la desorganización prevaleciente en el medio rural.

En resumen, la exposición de motivos de la reforma del 6 de enero de 1992, menciona los siguientes aspectos, mismos que comento y analizo.

“La reforma agraria ha sido un proceso dinámico que ha transitado por diversas etapas, acordes con su tiempo y distancia”,  y añade “desde el inicio de la gesta revolucionaria de la que surgió la reforma agraria, las características demográficas y económicas de nuestro país han cambiado radicalmente”. Es hora, por tanto, de crear el régimen jurídico moderno y adecuado para el México rural que estará presente en el siglo XXI.

El aspecto social de la reforma al 27, configura los términos de justicia y libertad que, manteniendo la actitud, protección al campesino mexicano de la Constitución de Querétaro, quizá permita una mayor producción y productividad y más bienestar al campesino. Para lograr lo anterior, es indispensable dar certidumbre jurídica en el medio rural que, además del finiquit o del reparto, aparentemente se obtiene por medio del Tribunal Agrario, organismo creado a partir de esta reforma.

Esta reforma faculta a terceros a invertir en el campo, no estrictamente ejidatarios o  pequeños propietarios, pues en la mayoría de las ocasiones las ayudas financieras al campo mexicano pocas veces se recupera, de ahí que se adopten y alienten nuevas formas de asociación que permitan a diferentes inversionistas contribuir al desarrollo del campo; sin embargo, esta situación es el motivo del presente trabajo, pues, es una realidad que el agro mexicano se encuentra en una situación muy precaria, dejando en desventaja a ciertos grupos, conformados por  campesinos - empresarios. Así existe la posibilidad de que los ejidos se conviertan en empresas agrícolas integradas por las mismas familias de los campesinos en asociación con grandes capitales. Esta figura crea en cierta forma indirecta el acaparamiento de la producción agrícola (latifundios disfrazados).  Desde luego, la reforma en sí se presenta bien manejada pues su finalidad es buena, provocar que el campo mexicano sea redituable y productivo, ya que el flujo de capital hacia la producción agropecuaria y la organización suficiente de la producción constituyen también objetivos centrales de la modernización en el campo de México.

Sin embargo, siguen existiendo campesinos que no tienen acceso a recursos como los que comento. Esta situación es un tanto compleja, pues siempre se ve por la conveniencia del que invierte y no el beneficio del más necesitado. Yo considero que la inversión en el campo, dentro del ejido o la pequeña propiedad, es buena; sin embargo, la finalidad de crear el ejido es un aspecto totalmente político y social, de ahí que estos grupos se vean beneficiados, en muchos aspectos, por su situación económica y social; por otra parte, la reforma origina que también el campo existan desventajas para los mismos campesinos, pues unos tienen más que otros y su situación económica y capacidad de producir es en ocasiones, por la misma facultad otorgada, un motivo para que los derechos sociales planteados sean limitados a estos grupos con diferente situación. Por ejemplo, la situación de suspender de oficio el acto reclamado en materia de amparo agrario sin antes considerar aspectos como el análisis de la verdadera situación de la propiedad ejidal, o la situación económica del ejidatario asociado,  pues este simple hecho debería ser contemplado por las autoridades para otorgar la suspensión referida. El aspecto social, es importante, pero así como tienen ciertos beneficios los que menos tienen, los que ya tienen otra situación motivada por la reforma deben también tener los mismos derechos que los demás ciudadanos mexicanos, como el hecho de garantizar para que sea otorgada dicha suspensión.

Es una realidad social que la propiedad ejidal y comunal continuarán protegidas por la Constitución, así como la integridad territorial de los pueblos indígenas. En resumen, la politización del campo mexicano trae como consecuencias muchas irregularidades que deben ser subsanadas por el legislador. Una de ellas es a mi criterio la que comento en el párrafo anterior.

Por muchos factores esta reforma es el inicio de las nuevas realidades que demandan  un cambio de fondo en a legislación mexicana por lo que se refiere al agro mexicano. Pues se da así por concluido el reparto agrario por no existir más tierra por repartir, con el fin de otorgar certidumbre jurídica en el campo, se considera que hay que poner fin a prácticas de usufructo parcelario y de renta, de medieros e inclusive de venta de tierras ejidales.  Esta situación se considera ya superada, haciendo más movible y atractiva la inversión en la propiedad rural. Los daños ecológicos originados por la explotación irracional y egoísta deben terminar, dotando al campo del avance tecnológico de nuestros días. La reforma al artículo 27 constitucional, da el inicio para el cambio en el campo mexicano, para poder estar en condiciones de competir y cumplir con lo establecido en la firma del Tratado de Libre Comercio entre Canadá, Estados Unidos y México.

Para sentar una base en el estudio de esta tesis y para establecer que el campo mexicano ha sido y seguirá siendo un motivo para que el gobierno mexicano encuentre motivos de naturalaza política, y quizá de intereses de unos cuantos, es de gran importancia por los cambios que han existido en nuestro país, en virtud del nacimiento de los tratados comerciales y de los mismos intereses económicos ya existentes en el país, una reestructuración por lo que ve al libro segundo de la ley de amparo; en específico a su artículo 233, pues los aspectos políticos motivo de reforma y la evidente y disfrazada monopolización por medio de la industria agrícola (quizá no visualizada en estos días), o la capitalización de algunos cuantos por motivo de esta reforma al artículo de referido, es realmente importante y fundamental para establecer en la conciencia de los legisladores y juristas en la ametría de amparo, que también el cambio en un artículo de esta índole, trae como consecuencia o reforma a los aspectos menos significativos de la ley, como lo puede ser el hecho de la suspensión a petición de parte en el amparo agrario.

Considero que el aspecto político de la iniciativa debe considerar la participación de los gobiernos de los estados, de las autoridades municipales, de la sociedad en general y del Estado Federal para que, mediante un esfuerzo decidido y de unidad, lograr una acción necesaria para una reforma integral que merece y necesita el campo mexicano, de una forma equitativa y conforme a la realidad planteada en esta capítulo.
Suspensión en Materia Agraria.

Para dar inicio con el análisis y propuesta quiero hacer referencia a la opinión del Jurista Ignacio Burgoa, en relación a la suspensión en materia agraria, y menciona: “Una de las modalidades más aberrativas y desquiciantes que en esta materia establecen  las adiciones a la Ley de Amparo es la que consiste en hacer procedente la suspensión de oficio” cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva, de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su sustracción del régimen jurídico ejidal” (artículo 233)”.
 

Así, con el simple hecho de que dicha comunidad sostenga en su demanda de amparo que se le trata de privar de alguno de sus bienes (tierras, aguas, montes, pastos o bosques), el Juez de Distrito deberá decretar oficiosamente la suspensión de los actos que pudiesen causar perjuicio al interés del quejoso amparado y así obtener la suspensión de inmediato, sin tomar en cuenta ni el interés social que los inspire ni la contravención que con tal medida se pudiese producir a normas de orden público.

El aspecto de otorgar la suspensión del acto reclamado de manera oficiosa, trae aparejadas muchas circunstancias que de inicio no se tomaron en cuenta y por el simple hecho de tratarse del interés de un pequeño grupo, debe estarse a lo que establecido en la ley y considerar que todos los derechos expropiatorios de bienes agrarios pertenecientes a un núcleo de población y que reconozcan una verdadera causa de utilidad pública, consagrada tanto en la ley de la materia como en la legislación agraria, quedarían sin ejecutarse, permaneciendo sin resolverse, por ende, el problema social que los haya originado o sin satisfacer la necesidad que constituya su motivación, pues para los autores de este supuesto jurídico, es más importante el interés de una comunidad agraria que el de la sociedad mexicana o de un importante sector de la población del país y esto sin agregar que con la reforma al artículo 27 de nuestra Constitución, se le ha otorgado al grupo social o quejoso agrario la posibilidad de incrementar el patrimonio ejidal al poder asociarse con capitales que inviertan en el desarrollo agrícola del país o del ejido; circunstancia que en consecuencia no deja desprotegido al grupo social involucrado en el problema, beneficiándolo totalmente.

Este supuesto jurídico que encierra la procedencia de la suspensión oficiosa en favor de los núcleos de población se acrecienta si se toma en cuenta que cualquier ejidatario o comunero, como representante supletorio de él, puede paralizar la realización de actos de interés público como en el caso de expropiación, ya que basta la personalidad que le confiere el artículo 213, fracción II, de la Ley de Amparo, y así puede ejercitar la acción constitucional sin necesidad de solicitar la suspensión  y sin que el Juez de Distrito tenga otro camino más que concederla, circunstancia que a mi criterio debería ser motivo de reforma.

Por otra parte, la suspensión de oficio es única y se decreta de plano en el mismo auto en que el Juez admite la demanda (artículo 233), o sea, que no existe la posibilidad procesal de que este funcionario determine mediante estudio minucioso de la situación económica y jurídica del ejido, lo cual considero debería tomarse en cuenta pues los tiempos actuales ameritan mayor atención y por supuesto el enfoque que a este aspecto debería considerar el mismo juez para el otorgamiento de dicha suspensión; de lo contrario su concesión no lesiona el interés social, no se violan disposiciones de orden público, como sucede contrariamente en los casos de la suspensión a petición de parte, cuya suspensión provisional y la definitiva se otorgan o se niegan conforme a la veracidad de lo reclamado en juicio y bajo la libre determinación y condiciones del juzgador que garanticen los aspectos jurídico-sociales del caso en concreto.

La concesión oficiosa de la suspensión es imperativa para el juez de amparo, quien únicamente debe constatar si el caso concreto de que se trate encuadro dentro de alguna de las hipótesis previstas en el artículo 233 de la Ley, decretando esa medida sin ulterior investigación y sin que la comunidad agraria quejosa deba otorgar garantía alguna (Artículo 234). Al solo impulso del interés particular de un núcleo de población o uno solo de sus miembros individuales con la representación que le confiere el artículo 213, en su fracción II de la ley de amparo; la actuación del Juzgado de Distrito o Tribunal Colegiado se sujeta preponderantemente a cualquier beneficio social en específico al de un grupo que en la mayoría de las ocasiones es minoritario, y no se verá en riesgo de ser detenida por un funcionario judicial que no hará sino obedecer un absurdo mandamiento legal que ha sido, como lo comento en el capítulo de politización del derecho agrario, un mero medio para tener contento al grupo de personas que por sus grandes necesidades deben seguir siendo consecuentadas por el papá gobierno. Este aspecto de la vida política de México es y seguirá siendo el mayor problema social que nos caracteriza y si no se le da un adecuado enfoque y solución,  considero que no dejaremos de seguir siendo un país del montón; pues yo creo que la mejor forma de provocar un cambio profundo en las personas es haciéndole ver a la sociedad en general y en específico a estos grupos que la realidad es del que mejor se desenvuelva y  se prepare.

Quizá me salga un poco del tema, pero quiero establecer que mi opinión no es una medida radical en contra del campesino, del pequeño propietario o del comunero, pues estoy consciente de que estos grupos siguen siendo la clase más desprotegida de nuestro país, pero por eso es necesario el estudio por parte del Juzgador, para que éste a su vez en su calidad de juez pueda determinar si realmente el quejoso social (ejidatario) amerita la suspensión oficiosa. De ser así,  creo que ningún miembro de la sociedad se opondría. Por otra parte, debido a la reforma del artículo 27 de nuestra Constitución y por las circunstancias actuales de nuestro país en materia de comercio exterior, aquellos grupos que por sus capacidades, experiencia, situación financiera, asociación con algún empresario o industrial, en lugar de ser perjudicados, son beneficiados, y a mi criterio tienen como soporte un socio o un capital, deben ser tratados como cualquier otro miembro de la sociedad mexicana; y al que tenga esta situación de hecho visible y factible al criterio del juez, debe seguir gozando de dichos privilegios.  

Ahora bien, concediéndose de plano la suspensión de oficio, ésta subsistirá hasta que se resuelva el amparo en cuanto la fondo, y mientras exista una sentencia que ha quedado firme, es decir que ha quedado ejecutoriada. En estas condiciones, durante la tramitación del juicio constitucional en ambas instancias los actos reclamados permanecen estáticos, sin ejecutarse, no obstante que persigan una finalidad social o que pretendan resolver un problema colectivo o satisfacer una necesidad pública, como en los casos de expropiación.

Para hacer un poco más de referencia al caso, menciono lo establecido por el jurista Juventino V. Castro quien menciona: 

“Al menos para mí todo ello me causa simplemente estupor, por las siguientes razones, cualquiera de las cuales es válida para afirmar que es una providencia cautelar magnificada:

a)
Se aplica no sólo oficiosamente sino oficialmente por un juez de Distrito cuando aún no tiene algún fundamento en derecho la intromisión de un -hasta ese momento- extraño a una controversia que todavía no existe, y a la que tampoco el propio juez puede dar vida; 

b)
Por ello la autonomía de la providencia cautelar está de manifiesto, y nadie podrá asegurar aún que la suspensión provisional es incidental, pues el necesario principal no se inicia, ni se sabe si se va iniciar;

c)
Estamos en presencia de una suspensión provisional que no existe estructurada en ninguna disposición constitucional, y es fuente en sí misma de un  nacimiento no explicado por nadie, puesto que no tiene pertenencia a un juicio concreto, no tiene substanciación, y de hecho es de oficio- de plano- a petición de parte no legitimada- vía juez de amparo; 

d)
No requiere de afianzamiento, no sólo porque el artículo 234 de la Ley precisa: la “suspensión concedida a los núcleos de población no requerirá de garantía para que surta sus efectos”, sino porque no podría exigirse- como condición- a un promovente que no acredita su pertenencia a un núcleo, que garantice los daños que pudiere causar con una gestión que aún no se acepta, ni siquiera en principio, ni exigir al propio núcleo que otorgue fianza o caución para la suspensión de un acto con el cual la representación legal del propio núcleo se ha conformado. Así todo resulta sumamente confuso y antijurídico.”

Así, en el caso de suspensión a que nos referimos queda inadvertido el hecho de que el núcleo de población quejoso queda en aptitud de obviar cualquier recurso o medio de defensa legal ordinario contra las resoluciones que afecten sus bienes agrarios, pudiendo impugnarlas directamente en la vía de amparo. Es importante mencionar que tanto la Constitución como la Ley y la Jurisprudencia preceptúan que en materia administrativa el agraviado no tiene la obligación de agotar previamente al ejercicio de la acción constitucional ningún medio común de defensa que la ley establezca, si su interposición no suspende la ejecución o los efectos de los actos de autoridad agraviantes o produce la suspensión mediante mayores requisitos que los que exige la Ley de Amparo para conceder esta medida cautelar, circunstancia donde se establece el paternalismo a que he hecho referencia. Este antecedente queda esclarecido en la Exposición de Motivos del 29 de junio de 1976 donde todo el documento hace clara referencia al término antes mencionado (anexo 2), y transcribo un párrafo de la misma en la que se determina claramente el apapacho constante a este grupo social:  “Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal, a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina (?), se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo...” . 

En consecuencia, contra actos que priven o tiendan a privar de sus bienes agrarios, los núcleos de población pueden sin condición alguna obtener la suspensión de oficio; toda resolución administrativa que importe la privación potencial, actual o inminente, puede ser combatida en amparo aunque contra ella la ley correspondiente brinde algún recurso o medio de defensa, si la promoción de éste se encuentra en los supuestos anteriormente señalados. 

En fin, son tantas las divergencias que por el simple hecho de tener contento y tranquilo a un sector de la población se acude a medidas que en corto o mediano plazo tienden a salirse del carril, pues es definitivo que esta medida debe ser motivo de modificación y/o reforma. Yo considero que todo mexicano es capaz de desarrollar sus capacidades, estoy consciente de que unos tienen mejores oportunidades que otros, pero sin embargo todos debemos tener los mismos derechos, y considerar que cuando realmente sea necesaria la intervención del juzgador en un problema que definitivamente por los hechos, circunstancias y por la realidad del grupo social o quejoso, se da el subsanamiento del procedimiento para poder lograr una mejor impartición de justicia con equidad para todos.  No es materia de este trabajo, pero otra modalidad que en materia de suspensión implantan las adiciones a la Ley de Amparo (29 de junio de 1976), es la que menciona el artículo 135 al disponer que los núcleos de población comuneros o ejidatarios, no están obligados a garantizar el interés fiscal para que se les conceda dicha medida cautelar, y es aquí donde me pregunto por qué los demás grupos de la sociedad sí tienen que hacerlo y en dónde debemos considerar que como mexicanos, tenemos y debemos tener los mismos derechos, sin confundirnos por la diferencias sociales que la misma sociedad establece.

Para concluir lo anterior, quiero dejar claro que mi propuesta es para establecer una modificación sustentada en la reforma del artículo 27 de nuestra Constitución y que sólo aquellos que se ven beneficiados por esta disposición deben sujetarse a la propuesta motivo de este trabajo; por otra parte, considero definitivamente que los grupos que tienen injerencia en mi trabajo viven en  modestas y raquíticas condiciones económicas, siendo justa la medida, sólo para los sujetos que no se encuentren en el supuesto y basándonos en el estudio adecuado del juzgador, para así poder determinar la realidad del quejoso y en consecuencia el otorgamiento de la medida provisional que garantiza los derechos de todos y cada uno de los mexicanos. También debe considerarse que todo individuo en México al solicitar la protección de la justicia  federal, deberá observar el principio de equidad para todos, sujetándonos a lo establecido en nuestra legislación, pues lo contrario resultaría in equitativo.

11.1
Concepto.

Importancia del precepto:


“La suspensión de los actos reclamados constituye una providencia cautelar, por cuanto significa una apreciación preliminar de la existencia de un derecho con el objeto de anticipar provisionalmente algunos efectos de la protección definitiva y por este motivo,  no sólo tiene eficacia puramente conservativa, sino que también puede asumir el carácter de una providencia constitutiva, o parcial y provisionalmente restitutoria, cuando tales efectos sean necesarios para conservar la materia del litigio o impedir perjuicios irreparables a los interesados.” 

 Dr. Héctor Fix Zamudio

“... La suspensión produce efectos más restringidos que los del amparo, pues en tanto  que éste obra sobre el acto mismo nulificándolo, en sí y en sus consecuencias, aquélla sólo opera con relación a éstas. Sin embargo, el individuo se encuentra bajo la protección de la ley desde que obtiene la suspensión, ya que, por virtud de ella, sigue gozando de la garantía que pretendía arrebatarle el acto violatorio, y la sentencia que en el amparo se pronuncie viene sólo a consolidar tal protección; en este sentido puede decirse que la suspensión anticipa los efectos protectores del amparo.” 


Dr. Ricardo Couto.

Es importante para hacer referencia a la propuesta de este trabajo establecer que  existen tres formas de suspensión en materia agraria, esto conforme a lo establecido en el libro editado por la SCJN, denominado “Manual del Juicio de Amparo”:

1)     Prejudicial.

a)   Cuando alguno de los titulares de la acción de amparo en materia agraria no justifica su personalidad, entre tanto se acredita, el juez puede conceder la suspensión provisional de los actos recamados (artículo 215).

b)  Cuando la demanda se presente ante un juez de primera instancia, en jurisdicción auxiliar, está facultado para suspender provisionalmente el acto reclamado (artículo 220).

2)    Dentro del juicio de Amparo Indirecto.

a)    Suspensión de oficio. Procede contra actos que tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios de un núcleo de población, o su substracción del régimen jurídico ejidal (artículo 233).

b)    Incidente de suspensión. Se rige por las disposiciones relativas de la ley de Amparo, con la única salvedad de que los núcleos de población están relevados de la obligación de constituir garantías.



3)      En el Amparo Directo.

a)    La decreta el tribunal agrario que tenga el carácter de autoridad responsable.

Por lo anterior, el análisis y estudio de este trabajo es por lo que ve a la suspensión del acto reclamado dentro del juicio de amparo indirecto, en específico, la modificación de los artículos 233 y 234 de la Ley de Amparo vigente. Transcribo los artículos motivo de mi propuesta:
Art. 233.- Suspensión de oficio.

“Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.”

Art. 234.- Garantía.

“La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos.” 

11.2
Antecedentes de la Suspensión en Materia Agraria.

El origen de la suspensión en materia agraria la encontramos claramente especificada en el decreto que modifica la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de fecha 29 de junio de 1976; y para establecer dichos antecedentes anexo al presente trabajo todo el proceso legislativo para la elaboración de la ley en los siguientes documentos cuya fuente es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Dirección General de Documentación y Análisis:

1.-
Extracto del decreto por el que se reforma y adiciona la Ley de Amparo, reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Fecha de publicación:  29 de junio de 1976.

Entidad: SECRETARIA DE GOBERNACIÓN.

Periódico oficial: 41. (Anexo 1.)

2.-
Exposición de Motivos. Cámara de Origen: Senadores Exposición de Motivos México, D.F. a 9 de abril de 1976 Iniciativa del Ejecutivo decreto que reforma y adiciona la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Anexo 2.)

3.-
Dictamen / Origen. Cámara de Senadores. Dictamen. México D.F. a 25 de mayo de 1976. Disposición legal: DECRETO. (Anexo 3.)
4.-
Minuta / Proyecto de Decreto. Minuta Cámara de Diputados. México D.F. a 26 de mayo de 
1976. Minutas del Senado. (Anexo 4.)

5.-
Dictamen / Revisora. Cámara de Diputados. Dictamen y discusión. México D.F. a 28 de mayo de 1976. (Anexo 5.)

La discusión que da origen a los artículos 233 y 234 es el extracto que a continuación transcribo por considerarlo el principal antecedente que da origen al nacimiento de la suspensión de oficio en materia agraria.

“...El C. Luis del Toro Calero: Señor presidente, respetuosamente le pediría al señor orador que nos entregara su proposición para estudiarla. - El C. Presidente: Pasa a Comisiones la proposición hecha por el diputado Vicencio Tovar. Tiene la palabra el diputado Fernández de Cevallos, en relación al artículo 233. - El C. Álvaro Fernández de Cevallos: Señor Presidente: Señores diputados: Las reformas y adiciones a la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentan innovaciones benéficas que son la separación de textos, término de 10 días para rendir informe justificado en materia agraria, así como su sanción, suplencia de la queja, notificaciones personales, etc., etc., pero en el artículo 233 de la Iniciativa que nos ocupa contiene algo que lejos de ayudar a los campesinos los perjudicará necesariamente. Las invasiones en México han sido preocupación constante de autoridades honestas, ya que son causantes en buena medida, del desastre agrario mexicano, tomando en cuenta que los campesinos, en su mayoría son gente ignorante, presa frágil de agitadores para llevarlos a invadir todo tipo de propiedad, con el único fin de causar un desastre de inseguridad, las injusticia, y los agitadores, desde luego, serán los que obtengan beneficios personales y políticos. Señores, contra esto se acaba de pronunciar el Presidente de la República. Con la redacción del mencionado artículo 233, que dice: Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo acto en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta Ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia, la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal. Ahora bien, en el artículo 23 de la Ley de Amparo procede la suspensión de oficio: primero, cuando se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal que habla de la mutilación, infamia, azotes, etc. Segundo: cuando se trate de algún otro acto que si llegara a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso de su garantía individual reclamada, etc., etc. Creo, señores diputados, que es muy claro el artículo 123 de la Ley de Amparo cuando nos habla en qué momento procede la suspensión de oficio, la suspensión de plano perjudicará irremediablemente a muchísimos mexicanos que sean auténticos propietarios que no se habla en la iniciativa de suspensión provisional que como todos sabemos, tiene objeto de dejar las cosas en el estado en que se encuentren en el momento en que se dicte la suspensión. Por otra parte, la suspensión de plano se concede sin audiencia del tercero perjudicado puesto que no lo hay y no se puede modificar sino por el Tribunal de alzada al resolver el recurso de revisión. Recurso que puede durar un año en materia de penas prohibidas como habla la Constitución la suspensión de plano sí procede en materia agraria que es la que nos ocupa hay terceros perjudicados y éste será el interesado el que subsista la orden de la autoridad que se combate en dicho amparo. Por eso es muy importante mencionar que sea el propio Juez o el Actuario los que acudan para que se dé fe de cómo están las cosas al momento de que una de las partes solicite el amparo. De esta forma se evitarán engaños a la autoridad y daños y perjuicios a terceros perjudicados. Se restablecerá el orden en el campo con la suspensión provisional que propongo. Que garantiza plenamente los derechos agrarios y permite que en la audiencia se sepa y esto es muy importante, señores diputados si realmente existen tales derechos o es un engaño ante el Juez de Distrito para invadir posteriormente terrenos amparados por una suspensión fraudulenta. Ya hemos dicho y esto es muy importante, que la suspensión de plano cuando hay terceros perjudicados cuyos derechos pueden ser afectados resulta contraria al artículo 14 constitucional, párrafo 2o., que dice: "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos sino mediante juicio seguido por Tribunales previamente establecidos en que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a leyes expedidas con anterioridad al hecho, pues al decretarse la suspensión de plano no habrá audiencia de terceros perjudicados, lo cual es una gran injusticia y una manifiesta violación de derechos para miles de mexicanos. El ejemplo actual que les mencionaré es tan sólo para demostrar lo perjudicial que puede ser este artículo si llega a aprobarse por ustedes. Un grupo de campesinos acuden ante un Juez de Distrito de cualquier lugar, le manifiestan que son poseedores de un terreno sin serlo realmente, agregando que son y que se los quieren quitar señalando falsas autoridades que en un momento ante la actitud de esos campesinos con el Juez puede ser sorprendido, y el Juez decretará en el mismo momento la suspensión; y una vez con ella en la mano los campesinos, invaden el terreno. Y yo pregunto señores diputados: ¿Qué acción tendrá el verdadero dueño y poseedor de ese terreno para combatir esa invasión? ¿Acudir al Ministerio Público? ¿Acusar a los invasores de despojo? Creo que el Ministerio Publico no podrá actuar porque se encontrará maniatado por la suspensión que ya tienen los invasores. Aquí no se está discutiendo si tienen ellos derecho o lo tiene le pequeño propietario, y dicha suspensión tiene solamente un recurso: que es el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado que, forzosamente será en un término no menor de ocho meses a un año. Deberán de tomarse en cuenta los daños y perjuicios que ocasione la invasión, puesto que normalmente se cometen dichas invasiones cuando se va a levantar la cosecha. Y que yo sepa jamás, señores diputados, nunca se han pagado daños y perjuicios al momento de sacar a unos invasores de una propiedad. Tomando en cuenta también que para ser ejidatario se necesita tener un capital menor a diez mil pesos, y lo cierto y desgraciadamente, dolorosamente, nuestros campesinos en la mayoría carecen de ese capital y además de lo más elemental para subsistir. Mi proposición en concreto es que se suprima en el artículo 233 el párrafo donde se habla que se "decretará de plano la suspensión", debiendo ser en todo momento suspensión provisional para no cometer injusticias a terceros perjudicados. Para terminar solamente me resta pedirles que ya que vamos a tratar un asunto tan serio como el que nos ocupa con frases demagógicas ni tampoco pedirle y darle siempre la razón al campesino aunque no la tenga, porque creo que debe acabarse con ese tutelaje nocivo que por muchos años ha practicado el gobierno para unos cuantos sin ver en esto a los pequeños propietarios como latifundistas. Se necesita, señores diputados, justicia en el campo y tanto para campesinos como para pequeños propietarios que también son campesinos, no los pequeños propietarios en México son necesariamente latifundistas. Deberá protegérseles y no cometerles injusticias y así se logrará todo lo que se espera del campo que es mucho y muy necesario, de otra forma en muy poco tiempo estallará la violencia en el agro mexicano. Señores, mi proposición a las Comisiones creo que es muy concreta, como esté, señores diputados de esta Legislatura es la última, sólo me resta a todos ustedes mandarles un abrazo muy cariñoso. Muchas gracias. - El C. Presidente: El diputado Martínez Báez por las Comisiones. - El C. Antonio Martínez Báez: Señor Presidente. CC. diputados. En nombre de las comisiones dictaminadoras, me permito expresar que las mismas consideran absolutamente improcedente la proposición de modificaciones que ha hecho el señor diputado de Cevallos y se permiten al efecto las Comisiones llamar la atención de que en el artículo segundo transitorio se deroga, entre otros preceptos, la fracción III del artículo 123 de la Ley de Amparo que es exactamente, dentro de la estructura actual de la Ley de Amparo, contiene la misma disposición que ahora se está pasando a formar parte del libro segundo del amparo agrario. En efecto, dice el artículo 123 que procede la suspensión de oficio, fracción tercera, que se deroga para pasar a ser el artículo 233, procede la suspensión de oficio, fracción tercera actual, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso, o su sustracción del régimen jurídico ejidal. Nada se cambia con este traslado topográfico de la norma jurídica de la fracción tercera del actual artículo 123 de la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucional para integrar uno de los artículos finales de este libro segundo de la Ley de Amparo que tratará del amparo en materia agraria. Yo quisiera expresar al distinguido señor diputado Fernández de Cevallos que en realidad, según lo dispone el artículo 122 de la Ley de Amparo, en los casos de la competencia de los jueces de Distrito en la suspensión del acto reclamado, se decretará de oficio, y esto es lo que estamos diciendo, y creo que el señor diputado ha confundido la suspensión mediante la tramitación de un incidente en donde puede haber la suspensión provisional y la suspensión definitiva. En los casos de suspensión de oficio, como se consigna ya en la fracción tercera del actual artículo 123 que de aprobarse por vuestra soberanía la proposición del artículo 233 será una misma disposición, no hay incidente de suspensión, no hay por lo tanto ni suspensión provisional ni suspensión definitiva, ni habrá el informe previo correspondiente al incidente de suspensión. Así pues, la suspensión es de oficio por la extrema gravedad de que un pueblo pierda sus derechos o pasen los ejidos a formar parte de otro régimen inconveniente para el poblado. Por lo tanto, señores diputados, en realidad el precepto propuesto en el artículo 233 de esta Iniciativa, conforme a este dictamen, no es sino la reiteración de la regla vigente que está contenida en la fracción tercera del actual artículo 123 y por lo tanto es impertinente o improcedente señalar que habrá una suspensión de plano, no, es suspensión de oficio sin la tramitación de ningún incidente. Por lo tanto, señores diputados, yo pido a ustedes se sirvan aprobar en sus términos el artículo 233 que, repito, es un precepto que ya está en vigor y tan sólo se hace un acomodamiento de la actual fracción tercera del 123 para integrar un artículo aislado, propio, exclusivo del amparo en materia agraria. Muchas gracias. (Aplausos.) - El C. Presidente: Tiene la palabra el diputado Luis del Toro Calero. - El C. Luis del Toro Calero: Con la venia de la Presidencia, habiendo revisado con todo interés la proposición del diputado Vicencio Tovar, las Comisiones estiman desde luego muy plausible el interés de nuestro querido colega, y pensamos que efectivamente tanto el desistimiento como el consentimiento de los actos reclamados en un amparo, producen la misma consecuencia que es el sobreseimiento y en esa virtud, si en uno de los casos, en una de las hipótesis, en el caso de la fracción IV se sujeta a la aprobación de la Asamblea, estimamos que ahí donde existe la misma razón debe haber la misma disposición y consecuentemente es factible que la Comisión de Estilo siga el mismo procedimiento. Muchas gracias. - El C. Presidente: Consulte la Secretaría a la Asamblea si considera suficientemente discutidos tanto el artículo 231 como el 233. - El C. secretario Rogelio García González: Por instrucciones de la Presidencia y en votación económica, se pregunta a la Asamblea si considera suficientemente discutidos los artículos 231 y 233. Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo... Suficientemente discutidos, señor Presidente. En consecuencia se va a proceder a tomar la votación nominal en lo particular de los artículos 231 y 233 en un solo acto. (Votación.) - El C. Abel Vicencio Tovar: Solicito se pongan a votación por separado. - El C. Presidente: La Secretaría deberá tomar votación en lo que se refiere al artículo 233 en la inteligencia que el 231, como lo apuntó el Diputado del toro Calero, pasa a Comisiones para corrección de estilo. - El C. secretario Rogelio García González: Por instrucciones de la Presidencia se va a proceder a recoger la votación nominal en lo particular del artículo 233. (Votación.) Fue aprobado el artículo 233 en lo particular por 151 votos en pro y 16 en contra. - El C. Presidente: Proceda la Secretaría a recoger la votación de los artículos no impugnados agregándose también el 231. - El C. secretario Rogelio García González: Por instrucciones de la Presidencia se va a proceder a recoger la votación nominal en lo particular de los artículos no impugnados, entre los que se incluye el artículo 231. (Votación.) Fueron aprobados los artículos no impugnados por unanimidad de 167 votos. Aprobado el proyecto de Decreto en lo general y en lo particular. Pasa al Ejecutivo para sus efectos constitucionales.(Aplausos.)”

Considero que para tener un análisis concreto sobre la temática de este trabajo hay que considerar la necesidad del legislador por resolver un problema de carácter social que a fin de cuentas no ha dejado más que un sinnúmero de inconformidades y de irregularidades por parte de los representantes de estos núcleos de población, mismos que a su conveniencia acuden al procedimiento de amparo para disponer conforme a intereses que pudieran considerarse ventajosos, una protección de la justicia federal sin antes considerar y respetar los derechos de los demás miembros de nuestra sociedad; pues considero que la situación económica del núcleo de población quejoso, puede fundar y motivar su causa por la que solicita el paro provisional del acto que reclama dentro del juicio de amparo; y mediante un incidente de suspensión en el cual a petición de la parte agraviada haga valer tal derecho. 

De ahí que sea necesario el estudio minucioso por parte del juzgador para otorgar de plano dicha medida precautoria. Una vez hecho este análisis, al igual que los demás requisitos que la misma ley establece, se podrá estar en la posibilidad de gozar de dicha garantía que restituye definitivamente o provisionalmente el acto que se pretende ejecutar en la materia, hasta en tanto no exista una sentencia definitiva en el procedimiento de amparo solicitado que determine la situación legal y jurídica de las partes en conflicto.

11.3
Jurisprudencia.

Debido a que no existe la solicitud a petición de parte dentro de la suspensión en materia agraria, y en el transcurso de mi análisis y estudio en este trabajo manifiesto que si se llegase a modificar o reformar la Ley de Amparo, en concreto dentro de los artículos especificados en esta tesis, deberá tomarse en cuenta lo establecido en las únicas tesis jurisprudencias que encontré y que hacen referencia a la suspensión solicitada a petición de parte, las cuales transcribo como norma de criterio jurídico.

Octava Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: XI - Marzo
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SUSPENSIÓN CONTRA RESOLUCIONES AGRARIAS. EL QUEJOSO DEBE ACREDITAR QUE CUENTA CON CERTIFICADO DE INAFECTABILIDAD O QUE SE ENCUENTRA DENTRO DE ALGUNA DE LAS HIPÓTESIS A QUE SE CONTRAE EL ARTICULO 252 DE LA LEY FEDERAL DE REFORMA AGRARIA, PARA QUE PROCEDA LA.  Si bien es cierto, que la suspensión puede decretarse de oficio o a petición de parte agraviada, y que la primera procede cuando se trate de algún acto que de consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de sus garantías reclamadas y la segunda, cuando lo solicite el agraviado; también lo es que, tratándose de resoluciones agrarias no se está  ante un acto de imposible reparación para que la suspensión se otorgue en forma oficiosa, y dada la naturaleza del acto reclamado para la procedencia de la citada medida cautelar se necesita previamente acreditar que se tiene certificado de inafectabilidad o que se demuestren las hipótesis a que se contrae el artículo 252 de la Ley Federal de Reforma Agraria, toda vez que, no se surte el requisito que condiciona su otorgamiento en términos del artículo 124 de la Ley de Amparo, en razón de que, dado el carácter que se ha reconocido al reparto agrario de problema de interés nacional, debe prevalecer sobre cualesquiera otras razones de diversa índole.

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Queja 51/92. 
 Durán Arias en su carácter de representante común de los quejosos. 11 de diciembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Casto Ambrosio Domínguez Bermúdez.

Octava Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: V Segunda Parte-1
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AGRARIO. PRIVACION DE DERECHOS, PROCEDENCIA DE LA ACCION DE.  Para que proceda la acción precisada en el rubro, no es requisito indispensable que antes se tramite el procedimiento de suspensión de estos mismos derechos, establecido en el Título Sexto, Capítulo I, de la Ley Agraria ya que no obstante que el numeral 427 localizado dentro del específico apartado de privación de derechos agrarios, dispone que si la solicitud de esta naturaleza es hecha por un núcleo de población ejidal, deben llenarse las condiciones previstas por el diverso artículo 420 de la misma Ley, lo cierto es que aquel precepto no prevé‚ y, de su interpretación legal, tampoco se desprende que con antelación al citado juicio, forzosamente se tenga que substanciar por todos sus cauces legales el distinto litigio de suspensión de derechos, sino lo que en realidad ordena es que deben colmarse los requisitos impuestos por el artículo 420, lo que en buena lógica y sana crítica, conduce a entender tales expresiones en el sentido de que, la petición de privación de derechos agrarios que intente un grupo ejidal, debe satisfacer como elemento de procedibilidad la de que sea gestionada por la asamblea general, pues ésta es la única exigencia que denota este último artículo, máxime que el numeral 427 no dice que primeramente se siga el procedimiento de suspensión de derechos que contiene sus propias seis disposiciones, sino exclusivamente dice que se atienda a una de ellas, que concretamente es la contenida en el artículo 420.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 8/90. Regina Ruiz Medina. 20 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Gilberto Vargas Ch vez. Secretario: Moisés Duarte Briz.

Séptima Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Apéndice de 1995

Tomo: Tomo III, Parte   SCJN

Tesis: 389

Página:   284

SUSPENSION DEL TRAMITE DE UN PROCEDIMIENTO AGRARIO VIOLATORIA DE GARANTIAS.  Si las autoridades responsables han suspendido sin justificación legal el trámite de un procedimiento agrario, tal suspensión conculca en perjuicio del solicitante quejoso, no sólo el derecho de petición que como garantía individual consigna el artículo 8o. de la Constitución Federal, sino también la garantía que consagra el artículo 14 de la propia Constitución, ya que priva al promovente de sus derechos a que se prosigan, expediten y ejecuten los trámites ulteriores de dicho procedimiento agrario hasta obtener el correspondiente fallo presidencial y, en su caso, la posesión definitiva de las tierras inherentes al mismo.

Séptima Época:

Amparo en revisión 8228/68. Comité‚ Ejecutivo Agrario del Poblado "Monte Armenia", Mpio. de Tuxpan de Rodríguez Cano, Ver. 4 de septiembre de 1969. Cinco votos.

Amparo en revisión 468/70. Poblado la Guinea, Mpio. de Santiago Ixcuintla, Nay. 24 de agosto de 1970. Cinco votos.

Amparo en revisión 5185/69. Nuevo Centro de Población Agrícola "15 de abril", Mpio. de Suchiate, Chis. 21 de octubre de 1970. Cinco votos.

Amparo en revisión 6334/68. Félix Leal Soto y otros. 10 de enero de 1972. Cinco votos.

Amparo en revisión 2818/72. Comisariado Ejidal de San Pedro Zacatenco, Villa Gustavo A. Madero, D. F. 10 de enero de 1973. Cinco votos.

11.4
Propuesta de Modificación del Artículo 233 de la Ley de Amparo.

Por lo anterior expuesto y por los razonamientos lógicos - jurídicos motivo de este trabajo es necesario plantear lo siguiente:

1.
Para otorgar la suspensión de oficio en cualquier procedimiento se deberá estar a lo dispuesto por el artículo 123 de la ley  de Amparo  y posteriormente lo que establece la propuesta específica motivo de la hipótesis de este trabajo.

2.
Indudablemente deberá considerarse el aspecto de que el quejoso deberá contar con un certificado de inafectabilidad o declaratoria. Defensas instituidas por Código Agrario vigente.

3. 
Conforme a lo dispuesto en la reforma del artículo 27 de fecha 3 de enero de 1992,  de nuestra Constitución Política, que establece en su fracción VII, párrafo quinto, y que dice: “...Asimismo establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población; igualmente fijará los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela...”
Conforme a precepto establecido en lo anterior se da sustento a lo que pretendo establecer, el ejidatario o comunero, al momento de tener esta posibilidad de asociación, de enajenación con el mismo Estado y terceros en general, deja atrás la posibilidad histórica de sus derechos sociales, pues definitivamente al verse asociado o involucrado en negociaciones civiles, deja al núcleo de población con la posibilidad de acreditar su derecho conforme a sus capacidades económicas y  acreditación de que el acto reclamado va en contra de su comunidad y que no cubre los requisitos como que los actos reclamados no sean de utilidad pública o para beneficio de los quejosos, que sustenten lo contrario; de ahí el estudio del juez de Distrito para que se determine si se otorga la suspensión de oficio o tendrá que solicitarla conjuntamente dentro de su demanda ambas peticiones que a criterio del juez otorgará si procede la suspensión oficiosa o en su caso el otorgamiento de garantía suficiente conforme al acto que se reclama, mediante la solicitud de suspensión a petición de parte.

4.
Una vez hecho lo anterior, ese estudio minucioso de la situación económica y de la personalidad sustentada en su certificado de inafectabilidad, se procederá al otorgamiento de la suspensión adecuada al caso. 

5.
Si de lo anterior, no se cuenta con los requisitos que hago referencia como constar con un certificado, pero la situación del ejido no es tan paupérrima o por el contrario, su situación es bastante sustentada, deberá el juez de Distrito solicitar en este caso también garantía suficiente, pues la capacidad económica y jurídica del núcleo de población, puede cubrir con dicho requisito constitucional. Circunstancia normal para cualquier otro miembro de la sociedad en general.

6.
Además de lo anterior, no dejo sin tomar en cuenta al campesino o comunero que no reúna los requisitos anteriores, aun que suene paternal, es necesario proteger su integridad jurídica, pues su integridad económica - social, debe ser considerada por el mismo juez que ventile la causa, otorgando en su caso la suspensión de oficio establecida en la ley.

7.
El aspecto social que implica una modificación o adición a la ley referida, debe considerar que la misma Constitución está dando la posibilidad de incrementar y mejorar la situación económica de estos grupos sociales, pues ya no los deja en estado de indefensión, y por consiguiente al estar vinculados con el Estado o cualquier tipo de persona ya sea física o moral, cambia radicalmente su situación legal, pues su socio o los mismos ejidatarios asociados, pueden ya garantizar y fundamentar su hecho motivo de controversia.

Para mí son los motivos por los cuales considero y expongo la siguiente modificación a los artículos 233 y 234 de la Ley de Amparo, vigente, quedando como sigue:

PROPUESTA:

Art. 233.-

Suspensión de oficio.

“Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el juez admita la demanda, siempre y cuando se lleve a cabo un estudio minucioso de la situación económica y jurídica del  núcleo de población quejoso; de lo contrario se deberá solicitar a petición la suspensión del acto que se reclama, una vez echo lo anterior el juzgador deberá comunicar sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.”

Art. 234.-

Garantía.

“La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos; siempre y cuando se reúna lo establecido en el artículo 233 que antecede, de no ser así el núcleo de población o quejoso deberá garantizar conforme a lo establecido en el artículo 125 del presente ordenamiento.”

Esta sería a mi consideración la manera más idónea de garantizar no un derecho social de un grupo en especial, sino el de toda una colectividad manifiesta y consciente de que los cambios políticos y económicos de nuestro país requieren del establecimiento de mejores disposiciones legales que garanticen la seguridad y beneficio de la sociedad en general. De ahí que se presente el siguiente cuadro de justificación y conclusión del presente trabajo.

FRANCISCO J. LUQUE GUTIERREZ

SR. MINISTRO GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACION Y DEL 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL.

MEXICO, D.F. 

Por medio del presente, me permito saludarlo respetuosamente y poner a su consideración una modesta opinión y propuesta en relación con la fracción III, inciso b), del artículo 26 del Proyecto de Ley de Amparo, en su parte final, en relación con los inconvenientes de que la primera notificación en un juicio de garantías al tercer interesado se haga por edictos en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

En principio, dicho Ordenamiento Adjetivo Civil regula la publicación de edictos de la siguiente manera:

Art. 315.- Cuando hubiere que citar a juicio a alguna persona que haya desaparecido, no tenga domicilio fijo o se ignore dónde se encuentra, la notificación se hará por edictos, que contendrán una relación sucinta de la demanda, y se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el "Diario Oficial" y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la República, haciéndosele saber que debe presentarse dentro del término de treinta días, contados del siguiente al de la última publicación. Se fijará, además, en la puerta del tribunal, una copia íntegra de la resolución, por todo el tiempo del emplazamiento. Si, pasado este término, no comparece por sí, por apoderado o por gestor que pueda representarla, se seguirá el juicio en rebeldía, haciéndosele las ulteriores notificaciones por rotulón, que se fijará en la puerta del juzgado, y deberá contener, en síntesis, la determinación judicial que ha de notificarse. 

Como puede verse, ese dispositivo legal impone que la publicación contenga: a) Una relación sucinta de la demanda, y b) Hacerle saber al interesado que tiene treinta días para presentarse a juicio.

Además esta publicación se hará por tres veces en dos diarios diversos.

Bajo estas condiciones, habrá infinidad de ocasiones en que el monto de las publicaciones resulta en mucho superior al de la cuantía del propio asunto y en otras ocasiones habrá amparos que no contengan cuantía en dinero, pero la erogación para las publicaciones resulte inalcanzable para el quejoso, con el consecuente desanimo para éste, al grado de desistir de su pretensión de obtener la protección de la Justicia Federal, todo lo cual redunda en una indiscutible denegación de justicia.

Por otro lado, si en tratándose de actos emanados de un procedimiento judicial, en este tipo de procedimientos ya existe, invariablemente, por disposición de la Ley que regula cada caso, un capítulo también de notificaciones, que asegura la notificación de las partes e impone la obligación de señalar un domicilio para recibir notificaciones, ante lo cual podrán presentarse diversos supuestos:

a. Que se omita ese señalamiento (Indolencia o descuido del interesado) 

b. Que habiéndose señalado un domicilio y posteriormente cambiar el mismo, sin dar noticia de ello al órgano jurisdiccional. (Situación similar a la anterior) 

c. Que se señalen los estrados del propio órgano jurisdiccional. (Riesgo del interesado) 

Es evidente que una conducta irregular de un interesado en un juicio, no debe repercutir de manera económica en grado sumo en perjuicio de un promovente de un juicio de garantías.

De todo lo anterior puede concluirse que para la notificación por edictos en un juicio de amparo pueda prescindirse del Código Procesal Civil y fijar las bases en el propio Artículo 26, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, de la siguiente manera:

Art. 26 . . . . fracción III, . . . inciso b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso por tres veces consecutivas de siete en siete días en el Diario Oficial y en un diario de mayor circulación en la República que contendrá el nombre de las partes y de la autoridad responsable, datos de identificación del juicio, un extracto del acto reclamado y el llamamiento a juicio en un lapso de 30 días a partir de la última publicación, so pena de hacerle las ulteriores notificaciones por lista.

Estimo que si el extracto del acto reclamado se toma del contenido integral de la demanda y no solo del apartado correspondiente de ésta, así como los demás datos de identificación del expediente del que emane dicho acto, así como de las partes contendientes en el mismo, serán suficientes para que el interesado advierta la necesidad o no de acudir al juicio de garantías al que se le llama.

Un antecedente práctico de la inquietud anterior lo constituye un juicio de garantías tramitado en el Primer Tribunal Colegiado de Morelia, Michoacán, en el que se reclamaba un laudo laboral dictado a favor de la parte obrera y en contra de una persona moral que durante el juicio se excepcionó atribuyéndole la relación de trabajo a diversa persona moral, así como a una persona física, concluyendo finalmente la junta responsable en que tal relación de trabajo existía con la empresa primeramente señalada imponiéndole condena al pago de prestaciones pero no en totalidad de lo demandado por los actores, lo que dio origen a la demanda de amparo en mención, encontrándose con el obstáculo de que se carecía del domicilio y localización de la persona física codemandada, lo que implicaba su emplazamiento por edictos bajo un costo muy elevado para los trabajadores, el cual según manifestaban no podrían cubrir y eso provocó que el juicio permaneciera estático por tiempo indefinido. 

Sin otro particular y esperando sea de alguna utilidad el anterior comentario, le reitero mi más atenta y distinguida consideración.

A T E N T A M E N T E

Guadalajara, Jal., Septiembre 26 del año 2000

MAGDO. FERNANDO COTERO BERNAL.

MINISTRO GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL,

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL.

PRESENTE.

ATENCION
MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS.


COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

CONFORME AL ARTÍCULO 255 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL TRATAR SOBRE MULTAS ENTRE OTROS SEÑALA EL ARTÍCULO2 35 FRACCIÓN I, Y ESTE DISPOSITIVO CARECE DE FRACCIONES, PROBABLEMENTE SE REFIERA AL ARTICULO 237 QUE SI TIENE TAL FRACCION.

POR LA ATENCION QUE SE SIRVA PRESENTAR AL PRESENTE, LE REITERO LAS SEGURIDADES DE MI ATENTA CONSIDERACIÓN.

ATENTAMENTE.

EL MAGISTRADO DEL TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO TERCER CIRCUITO.

LIC. ROBUSTIANO RUIZ MARTINEZ.

PROPUESTA DE ADICION AL ARTICULO 99

DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

AUTOR:
LIC. JAIME ALLIER CAMPUZANO.

CARGO:
JUEZ TERCERO DE DISTRITO


EN EL ESTADO DE OAXACA.

MERIDA, YUCATAN
NOVIEMBRE DEL 2000.

Agradezco el honor de haber sido invitado para exponer mi propuesta de adición al artículo 99 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, la cual busca una efectiva expeditez en la tramitación del recurso de queja interpuesto contra las resoluciones que conceden o niegan tanto la suspensión provisional como la de plano de los actos reclamados. 

El juicio de amparo es un medio de control de la constitucionalidad que tutela al gobernado frente a los actos arbitrarios de la autoridad.

El efecto de la sentencia de amparo, cuando el acto reclamado es de carácter positivo, es de restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, y cuando el acto es de carácter negativo, dicho efecto será el de obligar a la responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir lo que la misma garantía exige.

Sin embargo, esos efectos restitutorios del fallo constitucional serían meramente ilusorios si la autoridad responsable, a pesar de la interposición de la demanda de amparo, ejecutara el acto o continuara su ejecución, pues podría llegarse a la consumación de ese acto en forma irreparable.

Por ese motivo es de suma importancia, en el juicio de garantías, la institución de la suspensión, que tiende a paralizar la ejecución del acto para mantener vigente la materia del amparo y evitar al quejoso la causación de daños irremediables.

La suspensión del acto reclamado en el juicio indirecto tiene su fundamentación constitucional en el artículo 107, fracciones X, XI y XII. A su vez, la Ley de Amparo vigente reglamenta la suspensión en el juicio de garantías indirecto en el Libro Primero, Título Segundo, Capitulo III, que comprende los artículos 122 a 144. En especial, en estos últimos dispositivos, se regulan la suspensión de oficio y la suspensión a petición de parte agraviada.

Esta última suspensión comprende una etapa provisional y otra definitiva en términos de lo preceptuado en los artículos 124 y 130 de la Ley de Amparo.

Al dictarse el acuerdo inicial en el incidente de suspensión, que se tramita por cuerda separada y por duplicado, el Juez de Distrito puede ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guardan hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, cuando hubiera peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, tomando las medidas que estime necesarias para que no se defrauden derechos  de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, en la forma y términos que previene el artículo 130.      

En contra de las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión provisional procede el recurso de queja que previene el artículo 95, fracción XI, de la actual Ley de Amparo.

La tramitación del medio impugnativo en cuestión se encuentra prevista en el cuarto párrafo del artículo 99, de la siguiente manera:

“En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas  contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los Jueces de Distrito o el Superior del Tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda”.

Del precepto legal antes transcrito, se advierte la naturaleza sumarísima de la tramitación  del recurso en cuestión, pues inmediatamente que recibe una queja en materia de suspensión provisional, el Tribunal Colegiado la radica, la turna al Magistrado que deba proponer resolución y se lista para la sesión que la resuelve, ajustándose al término fatal de cuarenta y ocho horas establecido en la Ley.

Lo anterior cumple cabalmente con el principio constitucional de expeditez en la administración de justicia establecido en el segundo párrafo del artículo 17 de nuestra Carta Magna, de cuyo texto se deduce que la justicia que impartan los tribunales estatales debe ser pronta, puesto de lo contrario sería justicia denegada.

Sin embargo, la naturaleza sumarísima de la queja en cuestión y, por tanto el principio constitucional  de expediente en la administración de justicia, quedan truncados o nulificados por la inactividad procesal de los Tribunales Colegiados de Circuito durante sus periodos continuos de vacaciones, los cuales se ubican tanto en la segunda quincena de julio como en la segunda quincena de diciembre de cada año,  conforme a lo dispuesto por el artículo 266 del Acuerdo General Número 48/1998 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la Organización y Funcionamiento de dicho Consejo.

Tal situación origina que los escritos de interposición de queja, presentados durante los días correspondientes a esos periodos vacaciones, se retengan sin trámite alguno en los Juzgados de Distrito hasta que se reanuden las labores en los Tribunales Colegiados; mientras tanto, el acto reclamado puede consumarse irreparablemente (en caso de que se hubiera negado la suspensión provisional) o prolongarse en forma indebida la paralización de su ejecución (en caso de que se hubiera concedido tal medida suspensiva).

Veamos ahora si el Proyecto de nueva Ley de Amparo nos ofrece alguna solución al problema planteado. Para ello resulta menester transcribir los siguientes artículos:

“Artículo 95.- El recurso de queja procede: I.- En amparo indirecto, contra las resoluciones: … b).- Las que conceden o nieguen la suspensión de oficio o la provisional.”

“Artículo 99.- El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda”.

“La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos”.

“Recibidas las constancias referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b)”.

Ahora bien, de la lectura de los numerales antes transcritos, se advierte el novedoso establecimiento de la queja de cuarenta y ocho horas para recurrir el auto inicial que resuelve la suspensión de plano, con lo cual desaparecería su impugnación tradicional por medio del recurso de revisión. 

Lo anterior, a juicio del sustentante, constituye un acierto, aunque para arribar a la conclusión anterior, debemos partir de los tres supuestos de procedencia de la suspensión oficiosa previstos en la Ley de Amparo: I.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 Constitucional (artículo 123); II.- Cuando se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada (artículo 123); III.- Cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal. 

En efecto, debido al altísimo rango de lo bienes jurídicos tutelados por la suspensión de plano, tanto su resolución en el auto admisorio de demanda, como su impugnación en segunda instancia, deben ser sumarísimas; aspecto éste último que sólo se puede lograr a través de la queja de cuarenta y ocho horas.

No obstante lo anterior y retomando el problema inicialmente planteado, del texto del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, no se advierte alguna disposición encaminada a resolverlo; por lo que de quedar intocado el referido proyecto y, en su oportunidad, ser aprobado y promulgado como Ley, subsistiría el estado denegatorio de justicia por la falta de resolución inmediata del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Así pues, haciendo un modesto esfuerzo intelectual, propongo dos posibles soluciones:

La primera, consistirá en someter a los Tribunales Colegiados de Circuito, denominados en el Proyecto en análisis como Tribunales Colegiados de Amparo a un sistema de turnos y de suplencia de titulares, con lo cual se propiciaría que en cada Circuito, durante los periodos vacacionales, por lo menos continúe en funciones un órgano tripartita y de esta forma pueda cumplirse la tramitación expedita del medio impugnativo en cuestión.

Plasmada dicha idea en el citado Proyecto, se adicionaría un párrafo final al artículo 99, quedando de la siguiente manera:

“Recibidas las constancias referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictarán resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b)”.

“Para lograr la tramitación sumarísima del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales, en cada Circuito, quedará de turno un Tribunal Colegiado de Amparo y, en aquellos Circuito dónde sólo exista uno, éste deberá continuar en funciones, aunque para ello se autoricen vacaciones en forma seriada y en diversos tiempos, y además el Consejo de la Judicatura Federal nombrará a los Secretarios que sustituyan temporalmente a los Magistrados correspondientes.”

La ventaja que reportaría la anterior solución consistiría en el hecho de que los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo conservarían la competencia establecida en su favor, en el artículo 37, fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, para conocer del recurso de queja en cuestión, pues como ya se indicó, a dichos órganos únicamente se les sometería a un sistema de turno y de suplencia de titulares, sin alterar el derecho al disfrute de vacaciones de todos sus trabajadores.

Sin embargo, la desventaja que produciría tal solución consistiría en la eliminación del sistema tradicional de periodos continuos de vacaciones ubicados tanto en la segunda quincena de julio como en la segunda quincena de diciembre de cada año, el cual se encuentra previsto en el artículo 266 del Acuerdo General número 48/1998 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que regula la Organización y Funcionamiento de dicho Consejo. 

Por otra parte, la segunda solución consistiría en dotar de competencia a los nuevos Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación para conocer del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo.

Cristalizada la anterior idea en el multicitado Proyecto, se adicionaría un párrafo final al artículo 99, quedando de la siguiente manera:

“Recibidas las constancias referidas en el referido primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b).”

“Para lograr la tramitación sumarísima del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, serán competentes para conocer de ese medio impugnativo los Tribunales Colegiados de Apelación, competencia que cesará tan luego como aquellos reanuden sus labores.”

Las ventajas que reportaría la anterior solución se traducirían, por una parte, en la permanencia intacta de los dos tradicionales periodos de vacaciones de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo.

Además, los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación no sólo conocerían de amparo indirecto promovido contra actos de otros Tribunales Colegiados de la misma naturaleza que no sean sentencias definitivas o resoluciones que pongan fin al juicio, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 31, fracción III y 34 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, sino también tendrían competencia para conocer y resolver en definitiva, a través del medio impugnativo de queja, de la concesión o negativa tanto de la suspensión provisional como la de plano; materia ésta última que de alguna manera sería complementaria para los Tribunales Colegiados de Apelación en su ámbito competencial de amparo.

Asimismo, conviene precisar que no por el hecho de que los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación conozcan temporalmente del recurso en comento, estaríamos en presencia de un tribunal especial prohibido por el artículo 13 de nuestra Carga Magna, pues son órganos con funciones permanentes dentro de los periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, entre las que se encuentran las de decidir no un número específico de quejas de cuarenta y ocho horas, sino todas aquellas que están dentro de los supuestos establecidos en el artículo 95, fracción I, inciso b) del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

Ventajas todas ellas por las que, en lo personal me inclino en adoptar esta segunda solución, máxime que no encuentro inconveniente de fondo que la haga inviable.

Así pues, compañeros congresistas pongo a consideración de su crítico juicio mi propuesta de adicionar el artículo 99 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, no sin antes agradecer a la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación la realización de este Congreso Nacional de Juristas, mismo que estoy seguro reportará enriquecedoras aportaciones encaminadas a perfeccionar nuestro juicio de garantías.

Muchas gracias.

JAIME ALLIER CAMPUZANO 

PROYECTO LEY DE AMPARO

1) En el artículo 1º, se equiparan (tal vez indebidamente) los derechos establecidos en un tratado, con los establecidos en la Constitución. ¿No será esto enredar el juicio de amparo más allá de lo deseable, convirtiendo a los jueces de amparo en jueces de derechos humanos? La idea suena agradable, pero ¿es realmente viable y conveniente? ¿No es un “wishfull thinking” romántico? Y la expresión “a saber:” ¿hace limitativa la enunciación?.

2) Las promociones hechas en las notificaciones podrán resultar vagas e imprecisas, en cuanto a sus posibilidades y contenido (Art. 3º).

3) En el Art. 4º, Frac. I, ¿no sería mejor hablar de un interés jurídicamente protegido, que de un interés legítimo o de la esfera jurídica?

Y precisar sobre derechos subjetivos, puede dar lugar a situaciones extrañas, en casos no previstos. ¿No sería mejor dejar las cosas a la fijación casuista de la jurisprudencia, que es más flexible y evolutiva que la legislación?

En las Fracs. II y III, se vuelve a la prolijidad que puede entorpecer. ¿No bastaría hablar de afectar unilateralmente los derechos u obligaciones de una persona y precisar casuisticamente, a medida que las situaciones concretas se actualicen?

La idea doctrinaria de prever todas las hipótesis legislativas, para no dejar libertad al criterio judicial, causa injusticias, pues no hay legislador tan sabio que pueda prever todas las características peculiares de todos los casos individuales que se presenten a los jueces, por una parte, y por otra, la flexibilidad de la jurisprudencia permite una más eficiente adecuación y evolución de las estructuras legales a una realidad imprevisiblemente compleja y cambiante.

En la Frac. III, inciso b), se omite considerar a la persona extraña al juicio que, sin haber gestionado el acto, que tenga interés afín al quejoso, que se afecte negativamente si prospera la pretensión de la parte contraria al quejoso. ¿Nunca podrá ser tercero perjudicada?

4) El detallado lenguaje del primer párrafo del artículo 5º, si se han de hacer distingos finos entre apoderado y representante, ¿no habría que incluir a los interventores, tutores, albaceas, a quienes ejercen la patria potestad, etc.?

5) En el artículo 6º tal vez fuese mejor que representase al menor un pariente cercano, que no ejerza la patria potestad ni sea el tutor, si a juicio del juez no tiene intereses adversos.

6) ¿No sería más sencillo decir, en el artículo 7º que las personas morales públicas pueden pedir amparo cuando actúen estrictamente como personas de carácter privado?

7) En el tercer párrafo del artículo 8º, queda indefinida la expresión “titulares de dependencias de la administración pública.”

Si la regla general es que no hay representación en el amparo, las excepciones si deben ser claras y precisas.

Quizás fuese más práctico acabar con la prohibición de que sean representadas las autoridades responsables, si han de sustituir la representación con “ausencias.”

8) Alguna defensa debe darse a los quejosos contra los actos del representante común, cuando los intereses del grupo sean en parte dísimbolos (Art. 12).

9) En la parte final del art. 14 no se prevé el caso en que la autoridad responsable sea precisamente el Ministerio Público. Y el párrafo final, consolida el caso de los “desaparecidos.”

10) En el artículo 18 podría hablarse de suspensión del término en los días de vacaciones, o en los que el tribunal no labore, pues es absurdo presionar a las partes a actuar cuando nadie ha de dictar ni siquiera un acuerdo a sus promociones. ¿A quién beneficia hacer trabajar a los abogados mientras los jueces descansan?

11) ¿No es un mal menor habilitar secretarios para recibir en sus domicilios, como siempre se ha hecho, que pretender tener abiertas oficialías de partes hasta las 24:00 hrs.? (Art. 20).

12) El beneficio del Art. 22, ¿no debería hacerse extensivo a las responsables, en su primera promoción?

13) En el Art. 26, Frac. I, inciso b), sería quizás conveniente establecer que el citatorio se dejará para antes de 24 hrs., pero después de 8 horas. Dejar el citatorio para los treinta minutos siguientes, o para una hora después de la primera busca, puede ser una broma.

14) En el Art. 34 se da a los tribunales colegiados de apelación, la facultad de conocer de amparos indirectos contra otros tribunales de apelación. Se tratará casi siempre de amparos penales. Pero el espíritu del juez de amparo debe ser diferente del espíritu del juez penal. Éste, busca que el culpable sea castigado; aquél, debe buscar que en el procedimiento de castigarlo le sean respetadas las garantías individuales, que el anterior puede desestimar fácilmente como “tecnicismos legales”. El no distinguir entre el justo deseo de castigar al culpable, y el también justo deseo de que no se violen sus garantías constitucionales al procesarlo, fue lo que dio lugar, según mi opinión, a los antiguos criterios jurisprudenciales de la Primera Sala (a mediados del siglo que concluye) que, con gran conocimiento del Derecho Penal y del Procesal Penal, violaban o hacían nugatorias las garantías individuales del procesado, al exigirle cargas diabólicamente imposibles de la prueba de la violación constitucional.

15) Ojalá pudieran separarse los jueces penales del proceso de los de constitucionalidad, por las razones dadas en el punto anterior. Sería cosa de dividir, estadísticamente, amparos de procesos. 

16) En el Art. 38, Frac. I, el dar a un solo Ministro la facultad de detener el procedimiento para pedir el expediente, puede ser exagerado, y dar lugar a dilaciones innecesarias. El criterio particular de un disidente podría prolongar inconvenientemente los juicios.

Quizás conviniera pedir información sobre el negocio a petición de un solo Ministro, suspendiendo sólo el que se dicte sentencia; pero recibimos esos informes, sería ya con la votación de al menos cinco, que podría pedirse el asunto para su resolución en la Corte (entiendo que en el certiorari estadounidense, que les ha funcionado bien, el recurso se admite con cuatro votos, entre nueve Justicias).

17) En el Art. 41, tercer renglón, sería mejor “la” que “le” y en el renglón 10, tal vez sería más correcto decir “el tribunal en pleno”. Lo mismo que al final del precepto.

18) En el Art. 46 también se debería decidir sobre suspensión cuando se trate de actos que, de ejecutarse, serían de imposible o muy difícil reparación. La innegable tendencia a deshacerse de negocios, puede arruinar la causa de la justicia, en estos casos.

19) En el Art. 47 quizás podría aclararse que, si los dos órganos judiciales son competentes (dos jueces o dos tribunales de apelación del mismo circuito), es competente el que previno.

20) En la Frac. II del Art. 49, creo que se debería precisar que el impedimento es sancionable cuando el juzgador tenga conocimiento de que los parientes señalados tienen interés en el asunto. Si los parientes, consanguíneos o por afinidad, tienen interés en un asunto, sin que aparezca su nombre, es muy posible que el juzgador ignore esa circunstancia.

Y la causal del impedimento en la Frac. IV, consistente en haber conocido en otra instancia o jurisdicción de la resolución impugnada, implicaría que, en las reclamaciones, también debería estar impedido el funcionario que dictó la resolución recurrida.

El impedimento de la Frac. VI sólo es válido, cuando se puede buscar un criterio jurisprudencial, favorable al asunto propio, lo que sucederá dependiendo de la litis en caso, sobre cuestiones de hecho. Quizás los Ministros debieran poder excusarse en cualquier caso no previsto, en que estimen afectada su imparcialidad. Su alta posición debiera hacerlos confiables. 

21) En asuntos penales, sobre todo, se da el caso de que un defensor ofenda al Juez, para provocar su impedimento. ¿Será conveniente que en el segundo párrafo del Art. 50 se pueda recusar a un Ministro?

22) La excepción del Art. 51 se limita al caso de la Frac. II del Art. Anterior. ¿Se justifica esto?

23) En el Art. 58 no se prevé la sanción para el juzgador impedido que no comunique la recusación al órgano que deba resolver (ni se prevé después del Art. 247).

24) La Frac. IV del artículo 59, al permitir que en amparo se revisen actos de procedimiento del proceso de desafuero, es absolutamente contraria al último párrafo del artículo 110 constitucional, que dice que las resoluciones de las Cámaras son inatacables en esos casos. Es obvio que tanto la resolución final, como las resoluciones de procedimiento, son “resoluciones de las Cámaras” (ubi lex non distinguet, nec nos distinguere debemus), y también es obvio que quien puede anular actos de procedimiento puede estorbar, entorpecer o aun evitar actos de fondo.

Llevando el argumento al absurdo, los Ministros podrían evitar sus desafueros, amparando contra violaciones de procedimiento. La Constitución deposita esa facultad en la Cámara.

En la Frac. XVI del Art. 59, se omite decir que el amparo procede cuando la revisión de oficio no suspenda la ejecución.

25) En el Art. 63, habría que añadir que el sobreseimiento tampoco prejuzga sobre la constitucionalidad del acto reclamado, ni impide al quejoso promover un nuevo amparo cuando proceda, por resultar inaplicable en el caso la fracción VII del Art. 59.

26) ¿Será siempre posible, o conveniente, que en el plazo de tres días se desahoguen las pruebas, como lo pide el Art. 65?

27) ¿No sería conveniente dejar también a la discreción del juzgador, según las peculiaridades del caso, el decidir si el incidente de nulidad de notificaciones debe suspender el procedimiento, cosa que prohibe siempre el segundo párrafo del Art. 66?

28) ¿ No debiera incluirse, en el Art. 69 una petición de informe de promociones a la Oficialía de Partes?

29) En el último párrafo del Art. 71, se da vigencia a la malhadada fórmula Otero donde puede hacer bastante daño: en los amparos fiscales directos.

Más bien, en estos casos en el amparo directo se podría llamar como terceros perjudicados al Congreso y al Presidente de la República y/o a la Secretaría del Ramo, sólo por lo que hace a la constitucionalidad de la ley.

30) Cuando se resuelva sobre la interpretación de una norma general estatal, la Suprema Corte deberá precisar si es constitucional o inconstitucional en su texto mismo, o en la forma en que fue aplicada. Lo que podría llevar, en este último caso, a que los tribunales locales cambiasen la interpretación de la norma, pero sin corregir federalmente su interpretación. Quizás podría quedar esto más preciso en el Art. 76. Cuando se trata de normas federales, la Corte será su supremo intérprete y dirá si la norma estuvo bien interpretada, y si es inconstitucional la norma o sólo su interpretación. En el caso de tribunales locales, debe respetarse su soberanía para interpretar sus propias leyes. No deben estar sujetos a tutela federal en la interpretación de sus ordenamientos puramente locales.

Y en el último párrafo del Art. 76, podría decirse “... se extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa...”

31) En el Art. 77, Frac. I, inciso a), se incurre en el vicio del Título Cuarto, de someter la declaración de inconstitucionalidad erga omnes, a una jurisprudencia y luego a un juicio posterior sobre la misma, ordenando la declaración general. ¿Acaso se presume que la jurisprudencia se sentó a la ligera?

32) El último párrafo del Art. 77 es un regreso parcial a la malhadada fórmula Otero, al suprimir el inciso a) de la Frac. I, y un retroceso a las justicias penal y agraria, endureciendo la anterior posición de la Corte contra reos y núcleos agrarios.

33) Creo que en el Art. 79, Frac. I, inciso a), se debería incluir la omisión en resolver. Y tal vez sería mas claro si se precisara: “... los acuerdos de trámite pronunciados en la propia audiencia incidental...”

En los incisos b) y e) también podría aclararse que se habla de acuerdos de trámite dictados en la audiencia.

En el inciso b), se deberían incluir las omisiones en resolver sobre suspensión oportunamente.

En el inciso c), se podrían agregar las resoluciones que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia.

En la Frac. II, me parece que dejar la determinación de la importancia a la Suprema Corte “por conducto de su Presidente,” puede significar que él por sí solo determine la cuestión, lo que me parece inadecuado, pues dejaría a su discreción cuestiones que pueden afectar la soberanía de los congresos federal y locales.

En la Frac. II, inciso b), se habla correctamente de “ley”, en vez de “norma general”, pero se omiten los tratados, que se equiparan constitucionalmente a leyes federales, en el artículo 133.

No se ve por qué, en el inciso c) de la Frac. II del artículo 79, se revisan siempre las resoluciones de indebida ejecución, cuando no hay cese y no son revisables las sentencias mismas, en todos los casos. Por lo demás, tal vez sobra hablar de sentencias que hayan concedido el amparo: las que lo negaron no tienen ejecución.

34) En el Art. 80 se podría dejar más claro que el que obtuvo del todo, puede interponer revisión adhesiva ad cautelam, por si prosperan los agravios del contrario. Y en todo caso, si obtuvo parcialmente, por la parte en que no obtuvo. Y ¿por qué sólo se dan 5 días ahora, en vez de 10?

35) ¿Convendría, en el Art. 83, o en el 38 señalar que las partes pudieran elevar una petición a los Ministros, quienes libremente y sin expresión de causa decidieran al respecto?

36) En el segundo párrafo del Art. 84, pareciera que se olvida que el tribunal colegiado de amparo puede haber conocido del juicio, cuando procede la revisión en amparo directo.

37) En el Art. 85, creo que se debería hablar también de las autoridades a que corresponde el refrendo.

38) El plazo de 24 Hrs. del Art. 87 presiona a los tribunales ya recargados de trabajo, y los obliga a quitar tiempo al estudio de fondo de los asuntos. Se les exige que resuelvan demasiados asuntos, para que puedan estudiarlos serenamente, y se les exigen trámites en términos muy rigurosos. Como dice la broma, ¿qué se desea, exactitud o rapidez? ¿Justicia, o celeridad? La cantidad irá, quiérase o no, en sentido inverso de la calidad.

39) El comentario anterior vale para el Art. 88, aunque en este caso es obvio que el término debe ser muy breve.

40) ¿Por qué no le piden al Presidente que ha de admitir o desechar el recurso, que también lo haga en 24 horas? (Art. 89).

41) Dar 30 días para resolver, después del turno al ponente, suena a broma. Cuando un tribunal tiene un verdadero exceso de trabajo, obligar a fallar en treinta días, obliga a hacer “enchiladas,” o a dejar la justicia en manos de secretarios. Por lo demás, no se aclara cuánto tiempo se da al ponente para formular el proyecto, ni cuánto a sus compañeros para estudiarlo.

42) En el Art. 91, Frac. I, se habla de causales de sobreseimiento. Esto será para las revisiones de fondo, únicamente, no para los incidentes de suspensión. Y en el tercer párrafo se suple la deficiencia a favor de la parte tercero perjudicada. 

En la Frac. II, se debe precisar si se trata de un examen de oficio.

En la Frac. IV, ¿se ordena omitir el estudio de las pruebas rendidas ante la autoridad responsable?

43) La deferencia al Poder Legislativo, ¿no obligaría primero a ver si se puede disponer del asunto por cuestiones de legalidad, antes de entrar a estudiar la constitucionalidad de las leyes?

44) En el Art. 95, Frac. II, inciso d), ¿no habría que agregar la omisión en resolver?

45) No se ve por qué se deba limitar a 24 horas el término para interponer la queja cuando se trate de suspensión. No sólo es injustamente rigurosos, sino que es también innecesariamente breve: el afectado sabrá qué tanto le urge interponer el recurso.

En todo caso, el recurrente puede ampliar su plazo a tres días no exhibiendo las copias a que se refiere el Art. 98, segundo párrafo. Pero aunque este requerimiento sí está ajustado a equidad, no lo está el presionar siempre rigurosamente la interposición de la queja.

Podría, en ese segundo párrafo, precisarse que no se trata de las copias de constancias, sino de las copias del escrito de queja.

46) En el segundo párrafo del Art. 99, debería darse oportunidad a la contraparte de promover lo necesario para que lleguen las constancias y vencer la presunción que lo perjudique.

47) El perjuicio no reparable de que habla el artículo 100 puede ser de naturaleza imprevisible, que la justicia pida evitar, independientemente de que se satisfagan las condiciones finales del precepto. Los legisladores no son omniscientes, ni prevén todos los matices que la realidad pueda presentar en los casos particulares.

48) Conforme al Art. 101, ¿aparecerán en el expediente de la queja autos que correspondan al principal?

49) ¿Cuál es, en el Art. 102, segundo párrafo, el órgano judicial “correspondiente”? ¿No sería mejor decir “ante el órgano judicial que deba conocer del fondo del asunto”, como se decía antes?

50) En el Art. 104 no se dice si ha de resolver de plano, o en forma incidental.

51) En el inciso a) de la Frac. I del Art. 106 hace de la Suprema Corte un super-poder, que eventualmente estará sobre el constituyente ordinario. La Corte podría estorbar, entorpecer, o aun evitar, reformas constitucionales que no fuesen del agrado de los Ministros, amparando contra violaciones de procedimiento en la reforma constitucional. En mi opinión esto es gravemente inconstitucional.

En lo que toca a los incisos b) y c), se tergiversa el orden. Aunque teóricamente las leyes federales y los tratados internacionales son de la misma jerarquía, y ambos deben ajustase a la Constitución, el Art. 133 constitucional cita en primer lugar a las leyes federales, y sólo en segundo lugar a los tratados: en este cambio de orden parece advertirse un desmesurado respeto al pseudo tratado de libre comercio (que no es más que un simple Acuerdo entre Presidentes, sin rango de tratado bilateral). Deberían estar las leyes en el inciso b). Es de notarse que para los estadounidenses, cuya Constitución copiamos en nuestro Art. 133 (Art. VI, Sec. 2) las leyes federales y los tratados tienen la misma exacta jerarquía, y la ley posterior deroga al tratado anterior, y viceversa (y el dizque tratado de libre comercio, que deroga nuestra Constitución al suprimir el amparo, ni siquiera es un tratado bilateral en realidad, pues no lo aprobaron como tal los EUA).

El Estatuto Orgánico del D.F. No es, en rigor, más que una ley federal, que quizás correspondiera más al inciso c) que al inciso d) de la Frac. I. No hay por qué equiparar al D.F., que es la sede de los poderes de la Unión, con los Estados libres y soberanos, que tienen constituciones locales. Se incurre en el error de parecer equiparar al D.F. a un Estado (¡y hay quien quiere darle, inclusive, una Constitución!. Lo que procedería es, copiando adecuadamente la Constitución de USA,  delimitar un pequeño Distrito Federal, como el de allá, en vez del monstruo que va desde un poco al norte de los Indios Verdes hasta el monumento a Morelos, en la carretera de Cuernavaca).

¿No será contrario a equidad y a justicia el suprimir en la Frac. I, parte final, los decretos o acuerdos de observancia general que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación causen perjuicios al quejoso, como lo decía la parte final de la Frac. I del Art. 114?

Es extremadamente injusto pretender restringir la promoción de los amparos, si no se restringe previamente también el abuso de poder de las autoridades. Cuando éstas son prepotentes y arbitrarias, demasiado a menudo, ¿por qué castigar a los  gobernados y dejarles a aquéllas las manos libres?

En la Frac. IV, hace falta una coma después de “judiciales”, para que queden claramente incluidos los tribunales judiciales, civiles, mercantiles y penales, y no sólo los “tribunales judiciales administrativos”, como podría entenderse sin la coma.

En el segundo párrafo de la Frac. IV, la definición restringida de “resolución última” puede dar lugar a injusticias en casos no previstos.  En estos casos, es cierto que puede haber incertidumbre judicial, pero la jurisprudencia, elaborada en forma casuista, está mejor equipada para afrontar los casos particulares, y para  adaptarse a las necesidades cambiantes o no previstas, que la infinita y perfectísima previsión del legislador en la ley.

En el cuarto párrafo de la Frac. IV, previendo la posible diferencia entre legislaciones locales y para evitar posibles confusiones entre “fincar”, “aprobar”, etc., quizás fuese mejor decir que la última resolución la constituye la que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados.

¿No sería conveniente, en la Frac. VI, exigir que el posible recurso previsto a favor de terceros extraños suspenda el procedimiento en cuanto a un daño indebido y de difícil reparación a quien no fue oído?

54) En la Frac. III del Art. 107 se podría agregar a las autoridades que refrendan.  Es cierto que, en materia federal, para evitar pifias y por comodidad, se ordenó que todos los refrendos los haga un solo Secretario de Estado.  Pero esto es absurdo, pues el refrendo implica el visto bueno del especialista en la materia a que se refiere la ley.  En todo caso, como se puede tratar de leyes locales, quizás allá no se haya abaratado el refrendo.

55) Tratándose de actos del Art. 14, la exigencia de que el afectado precise autoridades, que se señala en el artículo 108, puede crear problemas: no siempre el afectado sabrá bien a bien qué autoridad es ordenadora, ni cómo se denominan en rigor las que ejecutan los actos. A veces, podrá dar descripciones o hacer  señalamientos más o menos imprecisos. Las autoridades que realizan tales actos, suelen hacerlos enmascaradas.

56) En el artículo 110 debe poder ampliarse la demanda siempre, dentro del término, aunque se haya rendido antes el informe justificado: la restricción de la fracción I es contraria al deseo de hacer justicia. No se trata de “alivianar” a los jueces, sino de proteger las garantías constitucionales. La litis se cerrará con una ampliación del informe.

En el último párrafo del precepto, sería conveniente que en el caso previsto se dejaran a salvo los derechos a promover un nuevo amparo, en el que se toquen actos nuevos o en que, en todo caso, no se afecte la cosa ejecutoriadamente juzgada.

57) El plazo del Art. 111 es angustioso para juzgados sobrecargados, que incluso pueden estar en turno, cuando son mixtos.

58) Las fracciones III y IV del Art. 113 parecen sobrar: quedan incluidas en la Frac. II. Y las fracciones I y II pudieran fusionarse.

59) En el primer párrafo del Art. 114 se dice que la audiencia se celebrará 30 días después de la admisión.  Pero admitida la demanda, se pedirá informe a las autoridades, lo que se llevará varios días; luego esas autoridades tendrán 10 días para rendir su informe; habrá que acordar su recepción y darle vista al quejoso, por si del contenido de ese informe se hace necesario ofrecer pruebas específicas, y la pericial y la testimonial se ofrecerán cinco días hábiles antes de la audiencia, sin contar el día del ofrecimiento, ni el de la audiencia.  Con aquél plazo perentorio de 30 días, lo único que se logra es entorpecer la justicia y provocar diferimientos de la audiencia, lo que hace más dilatado el trámite del juicio.  Quizás el término para señalar el día de la audiencia debería fijarse a partir del día en que se rindió o debió rendirse el informe justificado, dando un margen para su notificación por lista a las partes. 

60) En el último párrafo del artículo 116 se debería añadir que las autoridades no podrán mejorar en el informe la fundamentación y motivación de sus actos, ni ofrecer nuevas pruebas que no fuesen requeridas por las nuevas pretensiones deducidas por el quejoso.

61) En la primera frase del Art. 117, se podría agregar: “... por  posiciones, sino únicamente mediante interrogatorios escritos.”

Es injusto decir, en la parte final del primer párrafo del artículo 117, que las pruebas del principal nunca se tomarán en cuenta en el incidente.  Si el incidente es incidental al principal, y el juez lo tiene en su poder al valorar las pruebas, no se ve por qué no habría de tomarlas en cuenta.  Son parte del mismo juicio y las tiene a la vista, ¿por qué no ha de tomarlas en consideración?    Lo que debería decirse es que en el incidente no se tomarán en cuenta las pruebas del principal, cuando el tribunal que haya de resolver sobre el incidente no tenga a la mano legalmente el cuaderno principal.

El afán de proteger a las autoridades y de evitar chicanas, lleva a denegar justicia con frecuencia.  Para evitar esos males, habría que impedir que las autoridades abusen del poder (¿cómo, en la ley de amparo, si no dando latitud de defensa a los afectados por los abusos?). Y por lo que hace a los chicaneros, cualquier recurso o medio de defensa que se dé al afectado en sus derechos, para deshacer un entuerto, le servirá a los chicaneros para sus propósitos. ¿Habrá que castigar a aquéllos, para reprimir a éstos?

Si el desahogo de la prueba testimonial no está reglamentado, ¿qué se gana suprimiendo la supletoriedad, en la parte final del segundo párrafo del artículo 117?

62) El Poder Judicial debería tener un presupuesto para pagar peritos terceros, conforme al Art. 118, lo que probablemente fuera menos costoso que tener una planta de peritos para toda clase de materias técnicas.  Si lo proporcionan las autoridades, será parcial dentro de nuestra noble tradición (y no la podemos cambiar con buenos deseos). Y si no se le paga adecuadamente, quedará al mejor postor entre las partes, como puede saberlo cualquier litigante en México.

63) ¿No sería mejor decir en el Art. 120 que la calificación de autenticidad o falsedad sólo tiene efectos plenos dentro del amparo, y por lo demás únicamente establece presunción?  De algo debe servir la declaración, en términos generales, si no ha de estar hecha a la ligera.

64) ¿Se beneficia la justicia suprimiendo la Frac. II del anterior artículo 123, que habla de suspensión de oficio cuando la consumación del acto haga imposible la restitución de la garantía constitucional? ¿Ya perdieron los jueces de amparo interés en proteger las garantías individuales?

65) ¿Qué quiere decir, en el artículo 125, que la suspensión se concederá de oficio a petición de parte?

66) En la Frac. III del artículo 126, la expresión de que procede la suspensión cuando opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, es perfectamente aplicable en algunos casos.  Creo que sería mejor decir que procede la suspensión cuando el negarla haría nugatoria la posible concesión del amparo.

Es imposible prever todos los casos para encajonar a los jueces, pero como ejemplos, de momento recuerdo dos casos: Uno, el de la famosa corrida de toros que la autoridad manda suspender la víspera.  En este caso, es esencial la apariencia de buen derecho.  Pero hay otro caso:  el de la negativa arbitraria de permisos cuando no se les llega al precio a los Delegados.  Un Delegado arbitrario, al que no le llegan al precio, clausurará arbitrariamente un negocio (y no se diga que esto no es común); la suspensión se niega; se gana el amparo; se reabre el establecimiento y enseguida se clausura nuevamente, en forma arbitraria, por una nueva razón; se niega nuevamente la suspensión; se gana nuevamente el amparo, etc.  El juicio de amparo habrá servido un comino para proteger la libertad constitucional de comercio.  En estos casos no es la apariencia de buen derecho lo que puede resolver el problema.

Habría que decir que la clausura es una sanción; que excepto  en casos de epidemia, peligro inminente grave a la salud, etc., esa sanción debe estar precedida de un procedimiento en que se respete la garantía de audiencia del afectado; que si faltó ese procedimiento, procede la suspensión aunque el acto de clausura sorpresiva esté consumado.

Tal vez la Fracción III debería añadir:  “Cuando el acto consista en la aplicación de una sanción, como podría serlo la clausura, y no haya riesgo inminente para la salud pública, y la sanción no estuvo precedida de un procedimiento en que se respetase la garantía de audiencia, procede la suspensión contra ese acto.”

De esa forma, se evitaría la arbitrariedad, y si la clausura es procedente, se negaría el amparo.  Es más difícil pensar que los malvados particulares pudieran estar abriendo establecimientos ilícitos en esta forma, que pensar (o más bien, abrir los ojos para ver) cómo evitar la corrupción de las autoridades en estas materias.

67)  En la parte final del primer párrafo del Art. 127, tratándose de alimentos como caso en que la suspensión afecta el interés público, se debería exceptuar el caso en que el acreedor tenga medios razonables para subsistir. 

68) El Art. 129 debería tal vez empezar hablando de actos reclamados derivados de procedimientos en forma de juicio.  El inicio parece referirse a todos los casos, en los cuales luego se haría una excepción.

69) En el primer párrafo del artículo 131 se deberían añadir los casos en que la restitución de las cosas sea ciertamente difícil.

70) El artículo 132 no prevé los intereses de la inversión para constituir la garantía, mientras que en el artículo 130 sí quedan comprendidos daños y perjuicios.

71) El artículo 133 es extraordinariamente injusto.  Mediante el simple procedimiento de fincar créditos ilegales, la autoridad se otorga a sí misma el derecho a “jinetear” el monto de lo indebidamente cobrado.  ¿Es esto justicia?   Alienta cobros indebidos.

72) Conforme al artículo 136, solicitada la suspensión, se celebrará una audiencia dentro de las 72 horas; se solicitará un informe previo a la autoridad, lo que deberá notificársele, quizás en un término de 24 horas; la autoridad tendrá otras 24 horas para rendir su informe previo, del que se debiera dar vista a la parte quejosa.  Si se le da vista en la audiencia misma, se la deja en indefensión; si se le da vista previa, no hay modo de celebrar oportunamente la audiencia.  Por ejemplo, un lunes a las doce, queda dictado el acuerdo señalando como fecha de la audiencia  para el jueves, a las doce; queda notificada la autoridad, probablemente, el martes siguiente a las doce; la autoridad rinde su informe el miércoles a las doce; si se manda dar vista al quejoso, ello sería el jueves, y se celebra la audiencia ese jueves, se dejaría en indefensión al quejoso, que no estaría razonablemente capacitado para preparar, ofrecer y rendir pruebas el jueves a las doce.

73) El Art. 137 crea una nueva suspensión de oficio, que debería estar en el Art. 125.  Y quizás debiera hablarse de perjuicios de difícil reparación.

74) El derecho de objetar, del artículo 138, segundo párrafo, puede ser nugatorio si no se da oportunidad de probar la existencia  del acto, así sea presuntivamente, y de las cuestiones que puedan afectar el monto de la fianza.

75) No se reglamenta el desahogo de la testimonial en el Art. 141, segundo Pfo. ¿Queda al arbitrio del juez?

76) Las fracciones II y III del Art. 144 salen sobrando, en realidad.

77) En el segundo párrafo del Art. 145, al hablarse de la restitución provisional, habría que atender a la apariencia de buen derecho (cuando se afecta el fondo) y a que la concesión del amparo no resulte inútil para proteger la garantía violada (como en el caso de clausuras sucesivas cuando no le llegan al precio al Delegado).  Pero puede parecer excesivo mandar restituir siempre que ello sea “materialmente posible.” ¿No es esto demasiado riesgoso, en perjuicio de terceros perjudicados?

78) El artículo 147 parece convertir en autoridades a los particulares. La suspensión sólo podrá obligar a la autoridad, la que a su vez, para acatarla, podrá obligar a un particular en términos que la autorice la ley.  Pero la orden del amparo se deberá dirigir siempre a la autoridad, aunque ello implique que ésta obligue a un particular, dentro de su esfera legal de actuación. 

79) El Art. 149 debiera hablar de escrituración y, además, de la orden de entregar los bienes. Sería erróneo poder entregar los bienes y detener la escrituración, en algún caso.

80) En el Art. 151 se debería establecer que la negativa de la suspensión no debería dejar expedita la ejecución cuando sea impugnada, en el caso de que no se puedan retrotraer los efectos de su revocación. Debería precisarse esa situación al negar la suspensión.

81) Debe hacerse una aclaración el tercer Pfo.  del Art. 152. Si la suspensión suspende los efectos de la norma autoaplicativa, no debiera haber acto posterior de aplicación que justifique la modificación o revocación posterior de la negativa.  Quizás después del Art. 125 se debieron precisar los efectos de la suspensión, como en el juego infantil: “engarrótese ahí,” es decir, que mantenga las cosas “congeladas” en el estado que guardan.

Y podría precisarse, que tratándose de leyes autoaplicativas que el afectado debe acatar motu proprio, sin requerimiento de la autoridad, al satisfacerse determinada condición presente o futura, satisfecha la condición, la suspensión no impide que la autoridad requiera el cumplimiento de la obligación, aunque sin poder imponer sanciones por el incumplimiento, momento en el cual podrá ampliarse la demanda de amparo y pedirse la suspensión.  El objeto del amparo contra leyes autoaplicativas, es poder litigar contra ellas sin consentirlas mediante el cumplimiento espontáneo, y sin correr el riesgo de tener que litigar contra sanciones, si se espera el requerimiento.

82) En el Art. 157, Frac. II, no queda claro qué quiere decir “en su caso”. ¿No habría que precisar esto?

83) Lo mismo que en el punto anterior, puede decirse del primer párrafo del Art. 160.

84) Mismo comentario anterior, al Art. 161.

85) La expresión “en su caso”, de esos preceptos, ¿se refiere al Art. 162? ¿No sería mejor decirlo claramente?

86) Mismo comentario al Art. 163.

87) ¿Qué significa “en su caso”, en el Art. 164,  segundo Pfo.?

88) Cuando el quejoso queda preso, a disposición del juez de amparo, ¿qué se garantiza con la fianza que pide el Art. 166?

89) ¿Por qué  hacer el juego al autoritarismo del Poder Ejecutivo, y negar a los jueces de amparo la posibilidad de otorgar una suspensión semejante a la libertad caucional, cuando proceda?

90) Suprimir en el Art. 168 el amparo indirecto contra las sentencias o resoluciones de sobreseimiento (como las llamen los científicos, una rosa es una rosa, como decía Julieta, bajo cualquier otro nombre), puede suprimir la dilación probatoria del amparo indirecto, en estos caso. ¿Es esto siempre conveniente? ¿Ya previó la ominisciencia todas las posibles situaciones?

¿Cuál serán, conforme al Pfo. 4° las cuestiones constitucionales que no afecten derechos sustantivos ni violen derechos procesales? ¿Sería más sencillo hablar de violaciones reparables en la sentencia?

91) En el segundo Pfo. del Art. 169. ¿En qué consisten el orden y estabilidad de la familia?

¿Es igual la desestabilidad al divorcio? ¿A qué es igual el orden? ¿A la armonía entre cónyuges, en la toma de decisiones?  Una cosa es respetar el arbitrio judicial, y otra el crear confusión que se preste a la arbitrariedad.

Parece denegación de justicia eliminar las dos primeras Fracs. del anterior Art. 159.

En la Frac. V parece ser que no se considera violación procesal que no se cite al reo a las diligencias, si de todos modos compareció a ellas.  Pero no se advierte que la comparecencia sin citatorio no da lugar a preparar alguna defensa o alegato en relación con la materia de la comparecencia.

Es injusto suprimir la fracción XIV del anterior artículo 160.  Lo mismo  puede decirse de la XV.

92) El artículo 172 sale sobrando o es injusto, en cuanto se refiere al contenido del concepto de violación.  Si no alega el quejoso adecuadamente la violación, el concepto relativo podrá ser infundado, pero eso no hace que la violación mal combatida haya sido consentida.  Todos los conceptos de violación mal formulados, deberían, en este caso, dar lugar a estimar consentidos los actos reclamados.

El  último párrafo del precepto puede ser muy injusto. ¿Cómo prever qué exactamente se dijo y resolvió en el primer amparo, y cómo se plantee la situación en un posible amparo posterior?

93) ¿Por qué el singular en las Fracs. III y IV, del Art. 173? ¿No se puede señalar como autoridad al ejecutor, ni como acto la ejecución?

En el segundo Pfo. se respeta la desventurada fórmula Otero. ¿Qué inconveniente hay en llamar como terceros al Congreso y a las autoridades promulgadora y refrendadora, en este aspecto, y hacer erga omnes la declaración sobre la constitucionalidad de la ley, en la forma en que fue combatida? ¿Qué ventaja hubo en suprimir como fracción ahora, lo que se propone en el Art. 172? ¿Por qué es más “técnico.”?

94) En la Frac. II del Art. 176, se omite prever el caso en que el tercero, debidamente emplazado, no haya señalado en su primera promoción domicilio para oir notificaciones. ¿Se debe tener por bueno el que señaló el quejoso, o se deberá notificar por lista en estos casos?

Y aquí recuerdo la situación que crea el Art. 26, Frac. III, inciso b), cuando el quejoso ignora el domicilio del tercero: el costo de los edictos puede ser mayor, igual o casi igual al monto de algunos negocios.  ¿Está prohibido en estos casos pedir amparo?

Falta una fracción IV, que obligue a la autoridad a proveer sobre suspensión, cuando se solicite.

95) En el artículo 180 de  debe distinguir, por una parte, entre el amparo adhesivo que ad cautelam interpone quien obtuvo todo lo que pretendía, a fin de que se estudien los conceptos de violación desechados u omitidos, en caso de que prospere la impugnación del contrario; y por otra, el amparo no ad cautelam, ni adhesivo, que puede promover quien no obtuvo del todo, sino sólo parcialmente.  En el amparo ad cautelam, fortalecer las consideraciones del juez de primera instancia, más parece materia de alegatos que de conceptos de violación.

96) Por razones dadas con anterioridad, el término de 24 horas del artículo 181, que se da al presidente del colegiado (y que normalmente no se da tan  riguroso para el de la Corte), puede ser contrario a la buena administración de justicia.  El plazo debe ser breve, pero no tiene que ser angustioso.

Dicho sea de paso, el artículo 180 no señala ningún plazo, y en el envío que hace el artículo a comento, se hace un envío un precepto que hace otro envío.

El auto de turno podrá hacer veces de citación para sentencia, una vez notificado.

97) El término del artículo 82 acorta el término para fallar el asunto.

La exigencia del segundo párrafo, de que los asuntos se discutan en el orden en que se liste, debe admitir excepciones, a juicio del tribunal: a veces es conveniente dejar un asunto muy controvertido para discusión posterior, respecto de los asuntos en que no hay problema.

En el tercer párrafo, un asunto puede ser aplazado o retirado.  Pasarlo a un nuevo ponente sólo es indispensable en el segundo caso.  El texto habla en plural, de ambas situaciones.

98)  Es muy importante prever, en el artículo 183, que la declaratoria no debe hacerse sobre los resolutivos, dejando el engrose para un momento futuro.  Cuando quien ha de engrosar el asunto no ha tenido en sus manos el expediente completo como si fuese el ponente, sino sólo el proyecto, es muy posible que al analizar todo el expediente, como si fuese ponente, para hacer el engrose, encuentre que su opinión viene a diferir de las consideraciones que fundaron los resolutivos que se aprobaron.  Habría que llegar, tal vez, a la misma conclusión que el proyecto desechado, por distintas razones que no se tuvieron en cuenta.  Esto, la experiencia me ha mostrado, pasa con relativa frecuencia.  Es decir, no se deben aprobar como votados puntos resolutivos de un proyecto desechado, sin que estén también aprobadas, al mismo tiempo, en forma absolutamente clara y precisa, las consideraciones que los apoyen.  Y cuando el asunto pasa a un nuevo ponente, especialmente, el fallo en los resolutivos puede encontrarse equivocado, al analizar nuevamente todas las constancias de autos.

99) Si de dan diez días para el engrose (Art. 182), debieran darse los mismos diez días para los votos particulares, en el artículo 184.

100) Por las razones antes expuestas, en el Art. 183 es absurdo dictar sentencia sin que se hayan concretado las consideraciones que la fundan.  El artículo 185 resulta, en mi opinión, desafortunado.

101) El artículo 186 debería prever el caso en que no sea posible recabar la firma de un magistrado.

102) Cuando se trate de salas colegiadas del Tribunal Superior, ¿quién ha de resolver sobre suspensión?  El art. 188 sólo prevé el caso de las Juntas de Conciliación.

103) Mismo comentario anterior, para el artículo 189.

¿ Y por qué acoger en el artículo 189 el autoritarismo del Poder Ejecutivo, que quitó a los jueces de amparo la posibilidad legal de conceder una suspensión equivalente a la libertad caucional, cuando ésta proceda? ¿Por qué esa desconfianza al juez de amparo? ¿Son más rectos y capaces los jueces de proceso? ¿O más obedientes?

104) En el artículo 190, resulta extraña la idea de notificar la ejecutoria a las partes para los efectos legales que estimen “convenientes” ¿No sería mejor hablar de efectos legales “conducentes”?

105) Tal vez, a pesar de nuestra incipiente democracia, sea broma decir que la Corte puede cesar a cualquier autoridad remisa.  Pero haría falta una reforma constitucional para echar el paquete al Congreso, que tiene la facultad de sanciones semejantes, aunque las últimas reformas constitucionales hayan desnaturalizado nuestro “impeachment.”  Pero la reforma al Art. 192 en esa forma, requeriría una reforma constitucional.

¿No sería mejor hablar, en el último párrafo de “cumplimiento extemporáneo”, en vez de “cumplimiento posterior”?

106) El plazo del artículo 193 sería mejor de cinco días. ¿Qué prisa en pretender acabar pronto los juicios, si no se puede hacerlo por exceso de trabajo, o si se han de resolver mal?

Cuando en el amparo directo se dicta nueva sentencia, conforme a la de amparo, pero la autoridad responsable sin motivo es remisa en ejecutar su nueva sentencia, ¿hay incumplimiento de la de amparo? ¿Habrá que empezar un nuevo procedimiento judicial para obtener el cumplimiento cabal de la sentencia de amparo?

107) Mismo comentario al Art. 196 que al 192

108) Salvo en casos urgentes, el plazo de tres días del artículo 105 puede ser demasiado angustioso, en situaciones especialmente complejas.

109)  En el segundo Pfo. del Art. 198, primero debiera hablarse de dar vista, y luego de cesar.

110)  En el art. 199 se subsana el dejar al Presidente del órgano la decisión sobre el cumplimiento, pero se omite el caso del cumplimiento sustituto, y de los incidentes en general.  Es decir, en los artículos 64 y 65, así como en los artículos 202 y 203, no se precisa la función de quien presida un órgano colegiado, en la sustanciación de los incidentes.  Por ende, no queda precisada la posible procedencia de la inconformidad contra sus resoluciones.

111)  En el Art. 201 debió, tal vez, decirse:  “… remitirá, en su caso…”  La inconformidad puede promoverse contra el Presidente de la Corte, o de una de sus Salas.

112)  El art. 203 debe permitir al quejoso la solicitud de cumplimiento sustituto no sólo cuando la ejecución afecte gravemente a la sociedad, sino también cuando por consenso de ambas partes les resulte más satisfactoria y menos complicada esa forma de cumplimiento, así como cuando los actos realizados por la autoridad hagan extraordinariamente difícil, o aun imposible, la restitución a la situación anterior.

113) El artículo 95, Frac. II, de la ley anterior, hablaba de suspensión provisional o definitiva.  ¿Se ganó en claridad suprimiendo el distingo?  

114)  En la parte final del Art. 204 no se prevé si, cuando el acto ha sido consumado de manera irreparable, ya no procede la queja, o si da lugar a un incidente de daños y perjuicios.  

115)  En la Frac. III del Art. 206 se da un plazo de tres días, que puede eventualmente resulta insuficiente, si se requieren pruebas de desahogo complicado, que hay que preparar adecuadamente:  un deslinde, una testimonial o pericial, etc…

116)  La remisión que se hace en el Art. 208 al Capítulo V del Título Primero,  es confusa.  Creo que tal vez podría precisarse el reenvío, y dejarse más claro.  Lo mismo podría decirse claramente respecto del medio de defensa a emplear.  Creo que sería tal vez conveniente precisar exactamente qué medio de defensa es el adecuado, precisando los preceptos que lo establecen.

117)  Creo que en el caso del Art. 209 se debería de hablar de medidas de apremio o sanción aplicables, cuando la autoridad obstaculiza la función del Secretario o Actuario.

118)  El hecho de hacer depender la jurisprudencia de la reiteración de tres sentencias, en los artículos 213 y 220 suena a algo así como a una confesión de ligereza.  Los yankis hacen su jurisprudencia en una sentencia, y normalmente les sale bien.  La exigencia de reiterar los criterios es una especie de confesión de que las cosas no se hacen bien meditadas, sino un poco a la ligera:  hay que esperar a ver si no hay bandazos, o si no hay arrepentimiento.  Como que algo no está bien.

119)  Decir en el Art. 215 que la jurisprudencia es obligatoria para el órgano que la establece es broma. ¿Ya no ha de poder modificarla? Y si puede cambiarla cuando lo estime conveniente, ¿en qué es obligatoria?  Lo que sería obligatorio es razonar el cambio, pero es absurdo tener que decir esto. ¿Será tan superficial y ligero el órgano que hace justicia, que habría de cambiar caprichosa y arbitrariamente los criterios?  Esto vuelve a ser una especie de confesión de ligereza y superficialidad.  La famosa regla “stare decisis”, expresa un principio aconsejable, pero flexible y prudente, no una obligación, en rigor.

120)  El Art. 216  me parece Orrible (con una “O” grandota y sin “H”).  La jurisprudencia es lo que dicen las sentencias, con sus propias palabras y en la situación de hecho que les dio vida.  Es corazón de legislador el que pretende legislar la jurisprudencia.  La sentencia dice una cosa, ante una determinada situación de hecho.  Luego viene el sabio y decide qué quiso, o debió decir la sentencia, o cómo debió decirlo; qué lenguaje debió usarse; cómo desprender el criterio del caso que le dio vida, y legislarlo para hacer de él una tesis general de valor absoluto independientemente del tiempo, del espacio y de las peculiaridades del caso dio vida al criterio de la sentencia.  Es algo así como tomar en cuenta la experiencia del juez, para extraer de ella lo que sirva, darle forma, y entregarlo al mundo como norma abstracta.  Esto es legislar y negar la esencia misma de la jurisprudencia.

Por lo demás, ¿quién va a elaborar la tesis, si no ha de repetir las palabras exactas de la sentencia? ¿Quién va ser el encargado de mejorar, purificar y universalizar lo que se resolvió?  La experiencia muestra que con relativa frecuencia, en el título y en el texto de las tesis se hacen alteraciones al texto de la sentencia, y además se incluyen como jurisprudencia los criterios obiter dicta.  La jurisprudencia es lo que se resuelve, en relación con la litis concreta del caso concreto.  Las consideraciones jurídicas que están más allá de la litis resulta, aunque sean sabias y puedan ayudar a entender la solución del problema, definitivamente no son jurisprudencia.  La jurisprudencia dice cómo resolver un caso concreto, con sus hechos concretos.  Repetir el texto de la sentencia, en las tesis, sin abstraer ni agregar, permitirá a jueces y litigantes saber si el caso es precedente aplicable al que tienen enfrente, y hasta qué punto.

121  In illo tempore, las ejecutorias se remitirían al Semanario mensualmente, para la elaboración de las tesis.  ¿Es realmente necesaria una mayor premura? (Art. 217).

122)  En el Art. 218  se requiere una afinación del lenguaje, pues dice que se publicarán “las ejecutorias…  y los votos particulares, siempre que se trate de los necesarios para constituir jurisprudencia o para interrumpirla…”

Creo que los votos y las sentencias aisladas se deben publicar siempre que tengan interés (y siempre deberían tenerlo) para jueces y litigantes que pueden enfrentar casos similares.

123)  Exhibir copia certificada de la o las sentencias que se mencionen, debería ser suficiente, a falta de publicación, si la jurisprudencia no ha de ser una legislación que no surta efectos sino a partir de su publicación (Art. 219). Y quien lo desee, puede probar que hay criterios en contrario.

124)  Me parece altamente incorrecto que una jurisprudencia siga siendo obligatoria después de que ha sido desecha por una mayoría de Ministros, aunque no sea una mayoría calificada; se va a seguir imponiendo un criterio que no parece correcto a la mayoría, y desechado por el órgano aunque con anterioridad le hubiese parecido correcto a otra mayoría calificada (o a los mismos ministros, para el caso).  (Art. 222).

125)  Parece haber contradicción en el espíritu de la jurisprudencia por contradicción de tesis, pues ahora una sola decisión, por mayoría simple, ya es jurisprudencia obligatoria.  ¿Será que en estos casos se estudien los asuntos con más cuidado?  (Arts. 227 y 228).

126)  En el segundo párrafo del Art. 228 y en el 231, hay lo que en mi opinión es un gran error.  Si ninguna de las tesis cuya contradicción se analiza es aceptable, el órgano revisor puede crear una nueva jurisprudencia diferente de ambas.  Esto, definitivamente, es legislar. Sólo habría de desechar ambos criterios, total o parcialmente.  Pero en manera alguna es procedente legislar una jurisprudencia.  La jurisprudencia es, por esencia, lo resuelto en la litis de una controversia.  Establecer criterios generales obligatorios, sin litis a resolver, sin sentencia en un juicio contradictorio, es legislar.  Parece haber un corazón de legislador metido en la reglamentación de la jurisprudencia.

Lo correcto sería que los casos de contradicción de tesis se resolvieran, un poco a la manera del certiorari estadounidense, como recursos que modificasen la cosa juzgada.  Así, los litigantes tendrían interés en que se resolvieran las contradicciones, y los juzgadores de éstas podrían admitir o desechar, sin expresión de causa, los casos que carecieran de interés general para la vida judicial del país.

Como están las cosas, la denuncia de contradicción estará un poco sujeta al interés de los agentes del ministerio público, o a la vanidad de los magistrados.  ¿Qué interés pueden tener el quejoso y el tercero en denunciar un criterio, si para nada ha de servirle lo que se resuelva?  Más bien, los litigantes procurarán que no se resuelva la contradicción, y si pueden lograrlo, hacer que sus asuntos caigan donde les convenga, por parecerles injusto que el azar decida la justicia, o por temor a que el revisor escoja el criterio más rigorista  (¿será esto frecuente?).

127)  En el Art. 232 se dejan sobrevivir restos de la fórmula Otero, y se vuelve a incurrir en el afán de legislar por la Corte.  Para que la jurisprudencia surta efectos erga omnes, hace falta un acto legislativo:  una declaratoria (que debería tener promulgación, refrendo y veto).  Sin eso, la ley declarada inconstitucional en la jurisprudencia, seguirá surtiendo efectos.  Me pregunto si Lolita sigue teniendo tanto poder sobre el Judicial, que puede hacer que se sigan cobrando impuestos declarados inconstitucionales, así sea en algunos casos, pocos o muchos?

128)  Conforme al Art. 233, puede haber todavía un veto de tipo legislativo a las sentencias que hayan sentado jurisprudencia sobre la inconstitucionalidad de una ley.  ¿No sería bueno en ese espíritu abrir un nuevo juicio contradictorio sobre si se ha de aplicar erga omnes la jurisprudencia, con pruebas y alegatos, oyendo a todas las parte interesadas?

129)  Art. 234.  Por lo que toca a la entrada en vigor de la jurisprudencia, me parece recordar que la corte angloamericana dijo que el criterio de Miranda v. Arizona se aplicaría sólo para el futuro, pues de lo contrario, se crearía un caos judicial y habría que soltar a muchos sentenciados a quienes no se respetó la regla ahora establecida.  Pero esto debería decirlo la ejecutoria misma que establece la jurisprudencia y el tribunal, al dictarla, debería tener en cuenta el momento de su aplicación.  El proyecto, en su espíritu legislativo, habla de “entrada en vigor.”

Y lo mismo habría que decir de su contenido, alcances e interpretación, aunque resulta curioso que una ejecutoria diga cómo ha de ser “interpretada”. Como que esta afinación correspondería a futuras afinaciones jurisprudenciales, no a actos legislativos de la Corte.

Resulta peligrosa la aplicación retroactiva de toda interpretación jurisprudencial penal.  ¿O será que no hay peligro en México de que se dicten sentencias como la de “Miranda”?

130)  ¡Al igual que las demás leyes, la jurisprudencia erga omnes se ha de publicar en el Diario Oficial! (Art. 235).

131)  Art. 236.  Las medidas de apremio deberían extenderse a cualquier autoridad que tenga que ver con acatamiento de suspensiones o ejecutorias de amparo.  Aunque esto correspondería, en rigor, al Art. 237.

132)  Art. 237, Frac. III.  Lo prescrito pareciera implicar el arresto del infractor, para “ponerlo a disposición del ministerio público.”  ¿Qué hacer si el infractor es el ministerio público? ¿Y qué con las autoridades infractoras?  En el caso de los particulares pareciera no haber problema.

133)  Art. 238, segundo Pfo . .  ¿Se refiere el precepto a todas las personas sujetas a un contrato de trabajo, al hablar de jornalero, obrero o trabajador?  Hay trabajadores de alto nivel, que ganan mucho más que un profesionista libre.

134)  Art. 240.  Castigar con pena criminal y además con multa administrativa, pareciera poner albarda sobre aparejo.  ¿Qué afán en castigar a los particulares, que no se ve para castigar a las autoridades violadoras de garantías?

135)  En el Art. 245 se debería prever el caso en que se envíe el oficio, pero no se devuelva el talón de acuse de recibo claramente identificable.  (Aunque ya no recuerdo con claridad los casos concretos, cuando era yo Subsecretario de Acuerdos había problema en saber a qué asunto correspondían los talones.  El correo omitía datos, por comodidad para ellos).

136)  El Art. 246 es terrorismo judicial puro.  ¿Cuándo les revoquen sus sentencias a los magistrados y jueces, también los han de castigar?  ¿Sólo los errores en el más alto nivel son excusables?  Los actuarios son quienes, supongo, ganan menos en el escalafón de sueldos, pero quienes han de pagar rigurosamente por sus errores.  Castíguese la mala fe, no el error, a veces, justificable.

137)  Los Arts. 247 a 248, parecen obedecer al deseo de reprimir a los litigantes. ¿Quién pensará en reprimir los cotidianos abusos de las autoridades?

138)  En el Art. 251 se sanciona una infracción que no se tipifica, en la primera hipótesis del precepto. Se castiga una omisión, sin que en este precepto, ni en el 119, se señale un término preciso, cuando se trata de la petición de las partes.  Se deben expedir con “oportunidad”.  ¿Cuánto tiempo es eso, para tipificar una infracción?

Quizás en el Art. 119 se debió señalar un término para que las partes pidan las copias o documentos, una vez conocido el informe, y un término para que la autoridad las expida.  Habría que tomar esto en cuenta al señalar el plazo para fijar día de la audiencia.

139)  En los artículos 143 y 252 se debió prever el caso en que se haya resuelto sobre suspensión en otro amparo, y sea lícito promoverla en uno nuevo.  Cuando se sobresee el primer amparo, ello no actualiza la causa de improcedencia que prohibe promover otro.  Y en este caso, si se puede promover otro amparo, también se podrá solicitar una suspensión.  Habría que decir que la suspensión no procede y que sí procede la sanción, cuando la segunda suspensión se haya pedido indebidamente.  Castigar al chicanero, puede ser castigo para el dañado.

140)  En el Art. 253 se castiga a la autoridad que no resuelva sobre suspensión “en el plazo señalado”, en el caso del Art. 189.  Pero el Art. 189 no señala plazo alguno para acordar la demanda, ni para otorgar la libertad caucional, si se la solicita y procediere.  La sanción se aplica a una tipificación no definida.

141)  El Art. 254 sanciona el incumplimiento de obligaciones sin que se encuentre señalado el término para cumplirlas.

142)  En el artículo 255 se habla del diverso Art. 235, Frac. I, pero el Art. 235 no tiene fracciones.  Quizás se debió decir Arts. 236, Frac. I y 237, Frac. I.

143)  Tal vez, en el Art. 256 debiera distinguirse entre el amparo indirecto y el directo.

144)  En el Art. 258, ¿debe entenderse que “revocar” es lo mismo que dejar sin efectos en cualquier forma?

145)  El Art. 260 debería exigir mala fe o negligencia inexcusable.  De otro modo, es excesivo.

146)  En el Art. 264 se debería exigir que se incurriese en la omisión a sabiendas.

147)  Art. 265, debiera hablarse de negligencia inexcusable.

148)  El Art. 266 es monstruoso en su Frac. I.  Sanciona penalmente cualquier error judicial.  ¿Qué juez no se habrá equivocado nunca en la aplicación de la ley?  Esto se presta al viejo dicho, que ojalá fuera sólo chiste:  “Un vaso de agua y un auto de formal prisión, no se le niegan a nadie”.  ¿Habría que encarcelar a los agentes del ministerio público y a los policías, cuando privan de la libertad a una persona, y los jueces legalmente la ponen en libertad? Sería lo justo.  Este precepto implica sumisión al ministerio público.

En la Frac. II, se debe decir “negligencia inexcusable”, y también debería depender la sanción de la gravedad de la falta.  Puede ser pequeña y de consecuencias intrascendentes.  Esto es terrorismo judicial  (contra los jueces).

La Frac. III debiera exigir dolo, o negligencia inexcusable, y en este último caso, podría ser demasiado riguroso el castigo, en determinadas circunstancias.  Bastante aterra ya el Consejo a los jueces.

En la Frac. IV cabe el mismo comentario, y habría que ver si se trata de consecuencias graves.  Bien se ve que el proyecto no lo hicieron los jueces.

149)  El Art. 267 es también terrorista.  Habría, en todo caso, que exigir dolo, negligencia inexcusable y consecuencias graves.

150) ¿Incluye el segundo transitorio a las sanciones?

151) ¿Por qué se excluyó a la suspensión en el tercero transitorio?

152)  En el cuarto transitorio se sigue tratando a la jurisprudencia como si fuese una ley del Congreso.

153)  El quinto transitorio hace suponer que los ministros eran descuidados en sus criterios antes de la vigencia de las reformas.

154)  El sexto transitorio parece autorizar que se legisle la jurisprudencia, sin necesidad de resolver un juicio contradictorio.

155)  El séptimo transitorio está en contradicción con el segundo.

156)  Era mejor el sistema anterior, que el de las Oficialías abiertas hasta las 24:00.  Y menos costoso.

157)  No se ve claro el papel del Consejo, en la función propiamente judicial.

--- O ---

G.G.O.

proyecto de reformas a la  

           constitución

5 de octubre de 2000.

1) En el primer párrafo del Art. 94 se debería hablar de Tribunales Colegiados de Circuito, de Amparo y de Apelación; se entendería así mejor la reforma al párrafo séptimo.

2) Con respecto al cuarto párrafo del artículo 14, personalmente creo que sería de gran utilidad instaurar audiencias públicas en las que se escucharan breves alegatos de ambas partes en los acasos de excepcional importancia, al estilo estadounidense, con derecho de los Sres. Ministros a formular preguntas. La práctica enseña que parece mentira lo que se puede profundizar en los aspectos esenciales de la controversia con este procedimiento, desechando la paja y con gran ahorro de tiempo.

3) En el párrafo octavo, se habla de “normas generales” en vez de hablar de leyes, tratados internacionales y reglamentos federales y locales, lo que parece incorrecto, porque aquí no  se dijo, como en la Ley de amparo, que “Para los efectos de esta Constitución se entenderá por normas generales…”

Y la idea de “sustitución” de jurisprudencia es ilógica, pues viola la división de poderes al dar facultades legislativas a la Corte, al establecer “jurisprudencia” fuera de un sentencia dictada en un juicio contradictorio.

4) Parece que en el párrafo noveno del Art. 100, sale sobrando la expresión “cambio de adscripción”, que en realidad no  modifica la situación anterior. La Constitución debiera ser suficientemente estable, y no ir cambiando con vaivenes jurisprudenciales o de moda.

5)La reforma al Art. 103 es ociosa y negativa. En primer lugar, se vuelve a meter la indefinida expresión de normas generales. “Y en segundo lugar, se vuelve a cometer la herejía de equiparar los tratados a la Constitución, cuando en realidad se equiparan a las leyes federales en el Art. 133. Se está parchando con modismos la Constitución.

6) La reforma a la Frac. I del Art. 107 sólo crea confusiones bizantinas que pueden servir para que el amparo sea menos eficaz en la protección de las garantías constitucionales.

7) En los dos primeros párrafos de la Frac. II del Art. 107 se vuelve a las “normas generales.” Y se mantiene parcialmente la malhadada Fórmula Otero, sometiendo la declaración erga omnes ya no a la jurisprudencia, sino a procedimientos cuasi-legislativos.

Y se suprime la protección agraria, pero ya mencioné en otra parte que el liberalismo feroz ha mandado al cuerno la reforma agraria. Aquí se completa el proceso.

8) Decir en el inciso a) de la Frac III del Art. 107” … tribunales judiciales, administrativos o del trabajo”, sólo repite el primer párrafo de la fracción.

El resto del precepto introduce confusión, modifica innecesariamente la Constitución, que debiera ser muy estable, y en nada mejora la administración de justicia. 

9) ¿Qué objeto tiene la última parte del primer párrafo de la Frac. IV, si no ha de proceder la suspensión en el amparo?

Si se ha de agregar el segundo párrafo, lo que sería materia de la Ley de Amparo y no de la Constitución, ¿por qué no incluir la falta de motivación? Está también en el Art. 16 constitucional.

Resulta negativo, por lo demás, suprimir en el último párrafo de la Frac. La posibilidad de que haya solicitud para la atracción. ¿Cuándo y cómo se ha de enterar la Corte de los asuntos trascendentales? Más bien habría que agregar a alas partes en el juicio, en un recurso semejante al certiorari estadounidense, que les ha funcionado bien allá.

10) La Frac. VI pareciera mejor antes del proyecto.

11) En la Frac. VII se vuelve a las “normas generales.”

12) En el segundo párrafo de la Frac. VIII se vuelve al indefinido concepto de ”normas generales.” No basta que lo defina la Ley de Amparo, si lo ha de utilizar la Constitución.

¿Se derogaron ya las Fracs. II y III del Art. 103 constitucional?

En el párrafo tercero se suprime, indebidamente por las razones dadas con anterioridad, la petición de parte.

El último párrafo de la fracción, autoriza la reforma a la disposición constitucional en la ley de Amparo.

13) Se vuelve a la “norma general” en la Frac. IX.

14) En la Frac. X debió, en mi opinión, hablarse de los casos en que la negativa de la suspensión haría nugatoria la concesión del amparo, en cuyo caso podrá hablarse de la apariencia de buen derecho y del interés social. Recomendar a la Corte ponderación en sus fallos, debiera ser innecesario. Y no hay razón para suprimir en el texto la dificultad en la reparación, ni los posibles daños a terceros.

En el segundo párrafo sigue olvidada la materia agraria. Tal vez hubo error en crear ejidos en vez de tierras comunales, pero pareciera injusto, y una negación de los “logros” de la revolución el destruir  el ejido y las tierras comunales. Tal vez sólo debió hacer tierras comunales, siguiendo una tradición de siglos. Por otro lado una cosa sería acabar con la corrupción de los líderes y autoridades agrarias, y otra, borrar la reforma agraria.

15) Ya he expresado mi opinión, respecto de la Frac. XIII, de la contradicción de tesis sería más útil si se estableciera como un recurso semejante al certiorari estadounidense.

16) La expresión “normas generales” aparece también en la Frac. XIV.

17) En la Frac. XV se hace de la Corte juez y parte. Se la convierte en juez penal, en un procedimiento no claramente regulado.

Se vuelve a hablar de la jurisprudencia como acto cuasi legislativo, en el cuarto párrafo.

Y en el último párrafo, lo correcto, en mi opinión, sería modificar la redacción en los siguientes términos: “...podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios  que pudiera obtener el quejoso. Dicha ejecución sustituta también podrá disponerse a petición del quejoso, y”. Esto último, independientemente de que daño al interés general sea o no mayor, según las circunstancias de cada caso.

Por último, sigo creyendo que sería mejor que la separación del cargo de las autoridades quedase en manos del Congreso, mediante un juicio político (aunque nuestro “impeachment” haya sido desdibujado en unas reformas más o menos recientes). La Corte no podría en realidad cesar a un muy alto funcionario, o por lo menos eso pareciera. Que el Congreso, que tiene facultades y un poder real mayor, sea el encargado. En todo caso, estaría en mejores condiciones que la Corte, y ésta no pasaría problemas que tal vez no pueda resolver, ni jugaría al “ping pong” con las ejecuciones.

18) En la Frac. XVI se hace responsable al quejoso de un acto que puede depender de sola la autoridad, si se trata de un simple error juicio de ésta al finar el monto de la fianza. Por otra parte, lo mismo debería decirse de la contrafianza. Y en todo caso, habría que exigir que hubiese dolo o negligencia inexcusable, para sancionar a la autoridad. Y habría que probar colusión, para sancionar a quien pagó la garantía.

--- O ---

G.G.O.
SECRETARÍA TÉCNICA DE LA COMISION DE

CREACIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS DEL

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

OFICIO No. STCCNO/66/2000.

México, D.F., a 9 de octubre de 2000.

MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA

COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS

PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

P R E S E N T E.

DISTINGUIDO MINISTRO:

Por este conducto me permito distraer su amable atención para hacer de su conocimiento un breve comentario sobre el proyecto de Nueva Ley de Amparo en el Capítulo Tercero del Título Cuarto denominado “JURISPRUDENCIA Y DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O DE INTERPRETACIÓN CONFORME”.

El artículo 229 del citado proyecto de Nueva Ley de Amparo Reglamentaria de los de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: “Estarán legitimados para denunciar la contradicción de tesis los Ministros, los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes y las partes en los asuntos que los motivaron”.

Por su parte, los artículos 197 y 197-A respectivamente establecen en la parte conducente lo siguiente.

Artículo 197  “Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, cualquiera de dichas Salas o los Ministros que las integren, el Procurador General de la República o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, la que decidirá funcionando en Pleno cuál es la tesis que debe observarse. El Procurador General de la República, por sí o por conducto del Agente que al efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días”.

Artículo 197-A  “Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o los Magistrados que los integren, o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, la que decidirá cuál tesis debe prevalecer. El Procurador General de la República, por sí o por conducto del agente que al efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días.

Del análisis comparativo de los preceptos legales en vigor con el aludido artículo 229 del Proyecto de Ley de Amparo, se advierte claramente como única diferencia sustancial la exclusión del Procurador General de la República como sujeto legitimado para denunciar la contradicción de tesis.

Sin embargo, la reforma legal propuesta por lo que respecta a las partes legitimadas para denunciar la contradicción de tesis, adolece de una omisión, por cuanto hace a los sujetos que teniendo el carácter de parte en juicios en trámite cuya litis tenga relación con temas tratados por tesis contradictorias, evidentemente a ellos interesará dilucidar o esclarecer el criterio que debe prevalecer con carácter de jurisprudencia; de admitir que tales sujetos no tienen interés para denunciar la contradicción de tesis sería tanto como condicionar su interés a que las partes que tuvieron intervención en los juicios que generaron los criterios opuestos, o los Magistrados integrantes del órgano jurisdiccional que hayan sustentado las tesis respectivas, o bien los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, advirtieran, y en su caso, hiciera uso de su derecho a denunciar la contradicción de tesis correspondiente, siendo que por lo que se refiere a los primeros; esto es, las partes que intervinieron en los juicios en que las tesis contradictorias fueron sustentadas, en realidad no tienen ya interés en denunciar la contradicción de criterios en contradicción no se verá modificada por la resolución que decida la contradicción de tesis respectiva y por lo que se refiere a los segundos y terceros, es decir, a los Magistrados integrantes de los Organos Colegiados que sustentaron las tesis en contradicción y a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, puede suceder que la denuncia de contradicción la realicen en un momento tal en que los juicios en trámite que tengan relación con los criterios en contradicción, estén a punto de concluir, de modo que, la resolución que en su oportunidad se pronuncie será cuando tales juicios se encuentren concluidos, obligando a las partes en aquellos procedimientos a afrontar una situación de incertidumbre ante la existencia de criterios contradictorios, creando en ellos una inseguridad jurídica, pues por una parte, no obstante advertir a existencia de criterios disímbolos ignoran el criterio que Prevalecerá en la sentencia que ponga fin al juicio en que figuran como parte y por otra, desconocen si las partes legitimadas para denunciar tal contradicción harán uso de su derecho.

A más de lo anterior, cabe señalar que son las partes que intervienen en un juicio, ya sea como actores o demandados quienes desde su inicio enfocan su atención a la búsqueda de criterios definidos sobre el tema materia a debate y son ellos precisamente por tal circunstancia quienes pueden detectar la existencia de criterios contradictorios, lo cual demuestra que a ellos asiste un interés legítimo en denunciar y proponer la contradicción de tesis para el efecto de que adquieran certidumbre en cuanto a la procedencia de sus acciones o excepciones.

Sin otro particular, me es grato manifestarle mi atenta consideración, deseando que este comentario constituya una aportación a los trabajos realizados por la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, que dignamente preside; ofreciendo una disculpa al mismo tiempo por el conocimiento extemporáneo que tiene el suscrito del Proyecto del ordenamiento legal citado.

ATENTAMENTE

LIC. FELIPE EDUARDO AGUILAR ROSETE

SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE

CREACIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS.

México, D. F., a 5 de octubre de 2000.

Señor Ministro don

GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL.

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Presente.

Estimado señor Presidente:

Acuso recibo del proyecto de reformas a la constitución en materia de amparo y el de ley de amparo. Agradezco las atenciones que tiene para su servidor.

Tal como me lo solicitó, he estudiado, no con el detenimiento que debía, ambos proyecto; a pesar de mi ignorancia del derecho, me he atrevido a elaborar algunos apuntes en relación con ellos, que ahora me permito hacerle llegar.

De inicio, reconozco que es un buen proyecto, aunque, cuando menos desde la óptica del derecho constitucional, susceptible de ser afinado.

Dado mi desconocimiento del juicio de amparo, los comentarios y observaciones  que me he permitido hacer al proyecto se limitan, más que a otra cosa, a lo estrictamente constitucional.

Dado el respeto que le guardo, usted señor presidente, con toda su sapiencia, puede dar a mis notas el fin que mejor o peor estime que merecen, sin que por ello desmerezca mi reconocimiento.

Por razones de una antigua amistad, me estoy permitiendo hacer llegar estas notas a mis amigos don Héctor Fix Zamudio, don Arturo Zaldivar Lelo de Larrea y don José Ramón Cossío Díaz.

Sólo me resta reiterarle que estoy a sus ordenes para cualquier aclaración o, si ello me fuera posible, para profundizar en algunas de mis observaciones.

Sin otro particular de momento, quedo como su atento y seguro servidor.
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Comentarios en relación con los proyecto de reformas a la constitución y de ley de amparo.

Estos comentarios se limitan a contemplar el aspecto constitucional de la materia sujeta a estudio; en forma marginal se toman en cuenta algunos aspectos del proyecto de ley de amparo.

Sección primera

Comentarios y observaciones al proyecto de reformas a la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 94

En el segundo párrafo del artículo 94 se propone que las sesiones del pleno y las salas sean privadas. El cambio propuesto es notable y rompe con los precedentes. 

El constituyente de 1917, como un derecho de la sociedad, elevó a rango fundamental la obligación de que las audiencias del pleno sean públicas. En artículo 94 ha sufrido un número crecido de reformas: 1928, 1934, 1944,1951, 1967, 1982 y 1987, no obstante ello, en todas las reformas se ha reiterado el imperativo de notoriedad.

La razón, por fundada, es explicable, los integrantes del tribunal que actúa como última instancia y con autoridad definitiva, en forma notoria, deben manifestar las razones que los llevan a emitir un voto. No es una nadería.

En esta materia, si bien en el derecho comparado, se observan casos en que los debates son privados, también los hay en que ellos son públicos. Vistos el sigilo con que eran ventilados los procesos inquisitoriales el constituyente se pronunció por un modelo de sociedad abierta, por ello estableció juicios y audiencias públicos.

La prevención está encaminada a que los ministros preparen y sostengan sus puntos de vista ante un público interesado. En un sistema republicano, cuando funciona un cuerpo colegiado, lo público de la actuación es lo que va con las instituciones. En un debate público se pone en evidencia la sapiencia o ignorancia de un juez. Por ello, al cargo de ministro no deben aspirar mediocridades. 

Los debates que se dan en las cámaras que integran el congreso de la unión, las legislaturas de los estados y la asamblea legislativa del Distrito Federal, por regla general son públicos.

A pesar del mandato constitucional, lo cierto es que en la actual y en la pasada corte existió y existe la práctica de que los negocios se ventilen, discutan y resuelvan en privado, que el debate público es sólo un expediente para cubrir las formas.

Un debate privado pudiera derivar en economía de tiempo; pero también se puede prestar a que se suponga que la privacidad es para permitir componendas y arreglos; la corte debe estar libre de cualquier sospecha en relación con su actuación.

No existe noticia de que en algún debate del pleno se hayan producido desordenes graves, de tal manera que se imponga realizar un cambio en la forma en que ellos se realizan.

Una reforma que tiende a depurar y a fortalecer las instituciones, como la que ahora se comenta, no puede sancionar una práctica viciosa, que más tiende a encubrir deficiencias, componendas o ignorancia, que fortalecer y dar claridad a la función judicial.

No hay razón fundada que justifique un cambio sobre este particular.

Artículo 103 constitucional

Se propone la reforma del artículo 103 constitucional; en relación con la fórmula que se propone en el proyecto, estimo procedentes las siguientes observaciones:

El actual artículo 103, con algunas variantes, fue tomado del sistema norteamericano (artículo III, sección 2); en él, en forma deliberada, se consigna una fórmula general, se utilizan los términos toda controversia; ello era necesario tanto en el modelo original como en el texto de 1917, por cuanto era preciso dar fundamento cuando menos a dos clases de juicios: los de amparo (art. 107), y a la controversia entre poderes (art. 105, en su redacción original).

El artículo 103, a la vez que es el preámbulo de las facultades de los tribunales federales, es el eje general en torno al cual giraban y giran el juicio de amparo y actualmente las controversia constitucional y la acción de constitucionalidad. Es la norma que sirve de fundamento a las tres instituciones.

La fórmula del 103, por haberse apartado de su modelo, en su redacción actual es limitado, lo es por cuanto a que no comprende las controversias a que hace referencia el artículo 104, que también son del conocimiento de los tribunales de la federación. Ello era técnicamente necesario dada la presencia de la fórmula toda controversia.

En el proyecto se observa que, si bien se conserva la fórmula toda controversia, la facultad de los tribunales de la federación, se limita a la resolución de controversias en las que violen garantías individuales, con lo que, de aprobarse, se eliminaría de la norma lo que es eje o fundamento de las controversias previstas en los artículos 104 y 105; a la deficiencia del texto original de 17, por virtud de la reforma que se propone, se agregaría una más.

La constitución (art. 15), la doctrina y la jurisprudencia han distinguido entre los derecho humanos o del individuo propiamente dichos y el juicio de amparo, que es su garantía; aunque en la constitución actual se utiliza el término garantía, como sinónimo de derecho, técnicamente no lo son. Sin hacer aquí mayores disquisiciones, convendría hacer una definición al respecto.

Los derechos humanos aparecen en los tratados internacionales, por ese hecho se debe prever su respeto y establecer vías para hacerlo para el caso de que ellos sean desconocidos o violados por las autoridades mexicanas.

Pero los derechos humanos no sólo aparecen en los tratados internacionales generales; aparecen también en los específicos o particulares, como son, por ejemplo, los tratados de extradición. Si se conserva la fórmula tratados internacionales generales, pronto se verá que jueces de distrito, se sentirán tentados a negar la protección y amparo de la justicia federal, en los casos de que se invoque como derecho violado alguno que aparezca en esos tratados específicos. 

El proyecto, respecto de este particular, es limitado; en un estado sometido a la ley, en caso de violación de un derecho, más deben establecerse las bases y buscarse vías para amparar, que para no hacerlo.

De aprobarse el precepto se planteará a nivel constitucional una contradicción que ya existe en la doctrina y en la jurisprudencia:

El artículo 15 constitucional no autoriza la celebración de tratados o convenios por virtud de los cuales se alteren las garantías y derechos establecidos por la constitución a favor del hombre o del ciudadano. En estricta técnica jurídica los derechos o las garantías se altera, tanto cuando se aumentan, como cuando se disminuyen. De aceptarse, por virtud del nuevo artículo 103, que se aumenten, se introduciría una contradicción en los textos constitucionales.

No se desconoce que existe una tradición largamente sostenida en el sentido de que sí es factible aumentar los derechos humanos en los tratados. Pero admitida la posibilidad de que los derechos se alteren para más, en técnica jurídica, no quedará más alternativa que admitir que, a través de ellos, también se pueden alterar para menos.

Cuando menos en las constituciones que han estado en vigor y en el derecho constitucional mexicano, se ha establecido una distinción entre lo que es un tratado internacional y una convención internacional; un reflejo de ello es el actual artículo 15 antes citado. Por tratado se tiene un acuerdo entre dos estados; por convención un acuerdo entre más de dos estados. Si la tradición mexicana registra esa distinción, lo que menos se puede hacer es reflejar su existencia en los textos fundamentales.

Esto es necesario por cuanto a que dada la formula limitada de consignada en la fracción I del artículo 104, únicamente confiere competencia a los tribunales federales para conocer de las controversias que se susciten con motivo de los tratados internacionales, pero, a pesar de estar mencionados los convenios en el artículo 15, no se alude a ellos en el artículo 104, por lo que, en aplicación del artículo 124, se puede dar motivo a que se suponga que la resolución de las controversias que se den con motivo de ellos su resolución corresponde a los tribunales de los estados.

Por virtud de todo lo anterior, todo apunta a suponer que la fórmula del proyecto es susceptible de ser afinada; por ello, con respeto de la redacción que aparece en el proyecto, acorde con el fin perseguido por la reforma, se sugieren algunos cambios; la norma pudiera quedar de la siguiente manera:

“Artículo 103. Los tribunales de la federación resolverán de toda controversia que se suscite por:

I. Normas generales o actos de autoridad que violen los derechos humanos y garantías que consagra esta Constitución o que son reconocidos o protegidos por los tratados o convenciones internacionales.

II. La aplicación de las leyes federales, los tratados y las convenciones internacionales;

III. El ejercicio de las acciones que entablen los titulares que se mencionan en el artículo 105.”

Artículo 107 constitucional

En virtud del cambio que se sugiere se introduzca al artículo 103 del proyecto, convendría afinar el artículo 107; para ello me permito hacer las siguientes observaciones:

Los principios que regulan el juicio de amparo y la actuación de los tribunales federales cuando conocen de él, no sólo aparecen en la ley de amparo, que es reglamentaria; si no que también se consignan en la ley orgánica del poder judicial de la federación, que es, como su nombre lo indica, orgánica; por ello, cuando en el primer párrafo del artículo 107 se propone “… que determine la ley reglamentaria,…” se utiliza una fórmula limitada y ella, por serlo, puede dar lugar a cuestionamientos innecesarios; lo aconsejable es utilizar el término genérico ley, sin agregar calificativo alguno.

Los que deben sujetarse a las bases que establece en artículo 107, son los tribunales no las controversias; conviene dar precisión a la norma.

Si, por las razones que sean, fundadas o infundadas, no se ha considerado oportuno suprimir en el proyecto la fórmula Otero, no hay razón para que, por algo que debiera ser transitorio, por virtud de la reforma que se propone, se comprometa el destino de las futuras generaciones. No se ha manifestado una oposición respetable respecto la supresión de la fórmula, por ello no se tiene derecho a exigir a las generaciones futuras una reforma constitucional para lograrlo. Mucho menos si, como se ve, ellas serán más difíciles de alcanzar. La actual generación haría lo suficiente si ahora, en la reforma, sentara las bases para que, cuando se den las circunstancias favorables y exista determinación en la ciudadanía y en quienes hacen las leyes, pudieran suprimirla y dar a los tribunales la autoridad suficiente para ser considerados como parte de un auténtico poder.

En ese contexto, en las modificaciones que aquí se proponen, se sugiere que lo relativo al alcance de las sentencias sea una materia cuya definición deba hacerlo el legislador ordinario, a través de la ley secundaria, en el caso la Ley de amparo. 

Los tribunales federales, al conocer de amparos, son más proclives a encontrar causales de improcedencia, a dictar sobreseimientos, o a negar el amparo y la protección que se les solicita, que a admitir las demandas y a conceder la protección; ello encare esta clase de procedimientos, desvirtúa la misión de la institución y, al final de cuentas, esto es una forma de denegar justicia; se impone introducir un cambio, debe incluirse un principio genérico y fundamental que disponga que, por regla general, los jueces más deben buscar elementos para admitir y conceder, que a negar; por ello se propone una cláusula en ese sentido.

Por un principio de técnica jurídica, toda norma que confiere una obligación debe tener un sujeto pasivo cierto, aunque del texto de artículo 107 se desprende, en forma implícita, quien es él, no está por demás identificarlo.

No se debe pasar por alto que se trata de reformar la constitución, que no se trata de una ley de amparo, por lo mismo, en aquella sólo deben consignarse los principios o fórmulas generales, pero no los detalles; hacerlo corresponde al legislador ordinario.

En virtud de todo lo anterior, pudiera ser conveniente se considere la siguiente propuesta:

Artículo 107. Los tribunales, al conocer de las controversias a que hace mención la fracción I del artículo 103, se sujetarán a los principios, procedimientos y formas que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:

II. La ley determinará cuáles deban ser los efectos de las sentencias; también establecerá los principios según los cuales los tribunales emitan sus declaraciones de inconstitucionalidad y el alcance de ellas.

Los tribunales, de acuerdo con lo que disponga la ley, al conocer de los juicios de amparo, deberán suplir la deficiencia de la queja; en caso de duda, deben admitir las demandas de amparo o, en su caso, conceder el amparo y la protección solicitados.

Artículo 112

En el párrafo que se propone adicionar al artículo 112, en los términos en que está redactado, si no se hacen los ajustes necesarios, dará base para que los titulares de los poderes, sean federales o locales, queden a merced del pleno de la suprema corte de justicia de la nación o, llegado el caso, a que sea desconocida su autoridad de ésta. Pudieran presentarse dos posibilidades:

Una que tratándose, por ejemplo, del secretario de defensa, que la corte se haga a un lado y no aplique la norma; 

La otra, que el pleno intente aplicarla y, que sea desobedecida por el propio secretario de defensa o por el presidente de la república que lo nombró.

No puede dejar de reconocerse que existe la práctica de considerar al secretario de defensa, en particular y al ejercito, en general, como al margen del sistema jurídico. A pesar del mandato constitucional (art. 93), el secretario de defensa no se considera obligado a dar cuenta al congreso de la unión del estado que guarda su ramo o despacho; tampoco se sometió a la supervisión y vigilancia de la desaparecida contaduría mayor de hacienda.

Otro caso pudiera presentarse cuando el congreso de la unión o alguna de las cámaras que lo integran, se nieguen, en forma expresa y colectiva, a acatar una sentencia de amparo.

Aunque el presidente de la república no puede ser objeto de una declaración de procedencia, la amplitud con que está redactado el párrafo que pretende agregarse al este artículo, pudiera dar base para que se estime que se ha producido un cambio y que en lo sucesivo, por no establecer el precepto distinciones o salvedades, el pleno, por sí, podrá suspenderlo en el ejercicio del cargo. La redacción del precepto no es clara; la exposición de motivos es vaga “La solución que se propone ahora es en el sentido de que, y salvando todos los requerimiento del derecho de audiencia, sea la propia Suprema Corte la que lleve a cabo la individualización.” (pag, 65). Todo indica que, cuando menos por lo que toca al presidente de la república, no existe la posibilidad ni la intención de que la corte, por sí, lo separe del cargo.

En el proyecto, no se toma en cuenta un elemento importante: la naturaleza de la institución declaración de procedencia; como es sabido, por virtud de ella, cuando es emitida por la cámara de diputados, la resolución únicamente tiene como efecto el suspender al servidor público en el ejercicio del cargo, no lo priva de él.

Si se insistiere en conservar en el párrafo que se pretende adicionar, y conservar a la declaración de procedencia como figura para separar a un servidor público, en la ley de amparo, habría que precisar cuánto tiempo durará la suspensión en el cargo del servidor público y cuáles son las condiciones para que pueda reasumir el ejercicio del cargo. De ser cierto esta conclusión, no queda más que reconocer que se trataría de una burla al poder judicial el permitir que reasumiera de nueva cuenta su cargo.

Con vista a la fracción XV del artículo 107 del proyecto, todo parece indicar que lo que se pretende es que, por virtud del desacato a una determinación judicial dictada en amparo, un servidor público sea privado del cargo en forma definitiva, pero esta finalidad no se alcanza con una resolución afirmativa dictada en un proceso de declaración de procedencia. La constitución atribuye efectos limitados a las resoluciones que emite la cámara de diputados en esos procesos.

La destitución definitiva sólo se alcanza a través de un juicio político; en ese contexto, en el párrafo que se propone adicionar al artículo 112, habría que sustituir los términos declaración de procedencia, por los de juicio político. Pero la sustitución traería aparejada otras consecuencias graves, entre otras las siguientes:

El pleno de la corte, contando con el voto de ocho de sus miembros, estaría facultado para destituir a un gobernador, a los diputados a una legislatura, a un secretario de estado; aunque agotara el derecho de audiencia, no queda más que reconocer que asumiría una función que, por lo delicada que es, la constitución sólo ha confiado al senado, contando con una mayoría especial de las dos terceras partes de los presentes y previa acusación que acuerde la cámara de diputados y sostenga una comisión; de aprobarse, no es de dudarse que el pleno se convertiría en un supremo poder conservador, que tendría las facultades suficientes para anular la voluntad de la ciudadanía expresada en las urnas.

Por más interés que exista en el foro en la reforma, es de esperarse que quienes saben de poder no van a estar de acuerdo en que su destino este en manos de un reducido número de personas, por más que ellos sean parte de un poder; no existen los elementos políticos que lleven a suponer que ella será aprobada en sus términos.

Lo que es más, de aprobarse en sus términos, lo más seguro es que en el primer intento que haga el pleno por aplicar el precepto en la persona de un político influyente, será desobedecido y no contará con la autoridad suficiente para hacerse obedecer, ni con el apoyo del presidente de la república para lograrlo.

Para evitar que la corte caiga en el ridículo, por llegar a uno u otro extremo, sin restarle autoridad, es conveniente afinar la norma y hacer recaer, con los riesgos inherentes, en el congreso de la unión, a través de un juicio político, la responsabilidad de hacerlo. Lo que más puede hacerse es disponer que en esos casos, dada la grave y flagrante violación, se dispensarán los trámites previstos por la ley en el proceso que se sigue ante la cámara de diputados. Finalmente será el senado, agotados que sean los derechos de defensa y audiencia, el que, con vista a la ley federal de responsabilidades de los servidores públicos, determine si el servidor público es culpable y si debe ser separado del cargo e inhabilitado para ejercer otro.

Dado que el juicio que se sigue ante el senado es, sobre todo, político, no es de dudarse de que, a pesar de lo fundado de la denuncia del pleno, el reo salga absuelto. Esto no tendría importancia; finalmente el servidor público no reincidiría en su violación y se lograría el acatamiento de las sentencias de los tribunales federales. La corte, al derivar en otro la responsabilidad de juzgar, finalmente, impondría su autoridad. No lo lograría directamente a través de la fórmula que se prevé en el proyecto.

Es en las leyes de amparo y federal de responsabilidades en donde se deben introducir las modificaciones a fin de hacer operante, en un plazo perentorio y a través de un proceso sumario, la responsabilidad.

Dado el contenido y ubicación del artículo 112, que sirve de complemento al artículo 111 en lo relativo a la declaración de procedencia, el lugar en donde debe ir el texto que se pretende agregar, es como último párrafo del artículo 110, y no como tercero del artículo 112, como se apunta en el proyecto. 

No obstante lo anterior, con respeto de la ubicación dada por los autores del proyecto, se sugiere quede ubicado como párrafo segundo del artículo 112 y se estudie la siguiente fórmula:

Artículo 112. …

Cuando uno de los servidores públicos enumerados en el artículo 110, incurra en alguna de las violaciones previstas en la fracción XV del artículo 107, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación solicitará a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, proceda, sin más trámites, a acusarlo ante el jurado de sentencia.

…

Sección segunda

Comentarios y observaciones en relación con el proyecto de ley de amparo.

Artículo 1º.

Independientemente de lo que se ha manifestado anteriormente, no se debe pasar por alto que los derechos humanos, no sólo aparecen en las convenciones generales que se mencionan en este artículo, hay derechos en las convenciones internacionales laborales, de menores y en otras; por ser la enumeración contenida en este artículo del proyecto limitativa, algunos derechos no estarían protegidos.

En consideración a lo manifestado anteriormente por lo que toca al artículo 103, es aconsejable dar un carácter más general y menos casuístico a este precepto; se sugiere el siguiente texto:

Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver las controversias que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías o derechos humanos que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o que son reconocidos o protegidos por los tratados y convenios internacionales.

Artículo 3o

Si bien de conformidad con la fracción IV del artículo 2 del código fiscal de la federación, los derechos son una forma de contribución, cuando en el artículo 3º del proyecto se dispone que la expedición de las copias certificadas no causarán contribución, técnicamente, de conformidad con la referida fracción IV, se está disponiendo que no causarán derechos. 

En el párrafo segundo de este artículo se reitera el principio de gratuidad del servicio de expedición de copias certificadas, necesarias para la substanciación del juicio de amparo que aparecen en la ley actualmente en vigor. 

En febrero de 1983, en relación con la organización municipal, se modificó el artículo 115, entre otras cosas, para disponer: ”Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas.”

En el inciso c) se hace referencia a: “Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.” Uno de los servicios que prestan los funcionarios municipales, es la expedición de las copias certificadas susceptibles de ser exhibidas en un juicio de amparo.

A pesar de que el actual artículo 3º lo disponga y lo reitere ahora el proyecto de ley de amparo, la gratuidad del servicio, cuando está de por medio una autoridad municipal, no está exenta de dudas.

Artículo 16

Fracción II

En materia penal se han presentado ciertos abusos; se ve que un amparo contra una sentencia definitiva se promueve dentro de plazos muy amplios; frecuentemente pasan meses y años. En el proyecto se intenta poner fin a esa práctica que, en algunos casos, pudiera ser viciosa. No se puede generalizar.

Pero no debe pasarse por alto un hecho: en los más de los casos, cuando un reo condenado en sentencia firme no acude al juicio de amparo, no es por gusto o por jugar con el sistema y obtener un beneficio; no lo intenta por cuanto a que en la primera y segunda instancia ha agotado su patrimonio y, frecuentemente, el de sus familiares y amigos; lo amplio del plazo está encaminado a permitir al reo el recuperarse y, logrado que sea, se hace un último intento a través del juicio de amparo.

El fijar un plazo de noventa días, aunque en principio se antoja que es lo suficientemente amplio para preparar una adecuada demanda de amparo, no es lo demasiado amplio como para permitir un nuevo aprovisionamiento, ni para que un abogado de capacidad ordinaria estudie sentencias que, en algunos casos, superan las diez mil fojas.

El cambio, por poner fin a un vicio que no es general, se convertirá en un motivo de injusticia en relación con quienes se hallan privados de su libertad y que no cuentan con los fondos para pagar los honorarios de un abogado que formule una demanda de amparo; también será injusta en relación con aquellos reos que han resultado condenados en juicios cuyos expedientes y sentencias son voluminosos.

En el mundo del derecho, en defensa de la libertad, la vida y la seguridad, más es aconsejable tolerar ciertos abusos, que permitir una injusticia. Cuando alguien está privado de su libertad, es perverso privarlo, igualmente, de la esperanza de alcanzarla. En este caso no es válido afirmar, como se sostiene en la introducción al proyecto, que el cambio obedece  “… para lograr una adecuada definición sobre la situación de las partes sometidas a un proceso penal.” (Pag. 56).

Sobre este particular han sido los jueces y no las leyes, las que se ha mostrado más justos; han ampliado, en forma indefinida, el plazo para impugnar una sentencia definitiva por la vía de amparo. 

Debería elevarse a nivel legal la posibilidad de que, tratándose de la materia penal, la vía de amparo se intente en todo tiempo.

Artículo 59, fracción IV

La fórmula utilizada: se afecten gravemente las defensas del quejoso, es vaga y puede dar lugar a que los tribunales que conozcan del juicio de amparo recurran a ella más para negar que para conceder; es necesario afinar el precepto.

Por otra parte, el proceso para emitir una declaración de procedencia, no es cognoscitivo, es simplemente declarativo de oportunidad; a través de él se quita el obstáculo que impide a los órganos de acusación y a los tribunales actuar. Hacer procedente el juicio de amparo en ellos es establecer dilaciones en un proceso lineal y sin dilaciones. 

Cosa diferente es el proceso que se sigue ante el jurado de sentencia, en el que se juzga de la responsabilidad del reo y se imponen penas.

Se sugiere se examine la siguiente posibilidad:

“Contra la resolución que emita la Cámara de Senadores, actuando como jurado de sentencia, en un juicio político. Será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las garantías de audiencia y defensa del quejoso.”

Artículo 106

Fracción I, inciso b).

Para que el precepto esté acorde con el artículo 15 constitucional, por las razones invocadas anteriormente, habría que agregar a este inciso el término convenios.

Fracción I, inciso d).

De conformidad con el artículo 122 a la ley que regula la organización y funcionamiento del Distrito Federal se le denomina estatuto de gobierno y no estatuto orgánico, como se le menciona en el proyecto.

Se apunta la posibilidad de que el Distrito Federal se convierta en un futuro próximo en estado; si eso llegara a suceder, tendrá que modificarse este inciso, habría que anticiparse; una solución pudiera en sustituir los términos constituciones y estatutos de gobierno, por los de códigos fundamentales locales, con ello se comprendería el marco jurídico actualmente en vigor, como el que, eventualmente, se llegara a aprobar en relación con el artículo 122 constitucional. El inciso pudiera quedar de la siguiente manera:

“d) Los códigos fundamentales locales;”

En la ley sobre la celebración de tratados se prevé la existencia de acuerdos institucionales, que son, entre otros, los convenios regidos por el derecho internacional celebrados entre los estados y municipios mexicanos, con órganos gubernamentales extranjeros o con organizaciones internacionales (art. 2º, fracción II).

Esos acuerdos son contrarios a la constitución y su celebración está prohibida por el artículo 117, no obstante existen y en esa ley se les da reconocimiento; en ellos se pueden violar derechos individuales, no obstante ello no se incluyen en la fracción I del artículo 106 del proyecto.

Aunque los ayuntamientos y concejos municipales no gozan de la facultad legislativa, por mandato constitucional gozan de la atribución de expedir bandos de policía y gobierno, que materialmente son de naturaleza legislativa, puesto que son generales y abstractos, por lo mismo, podrían afectar derechos individuales; de conformidad con la fracción II del artículo 115, párrafo segundo, ellos son diferentes de los reglamentos locales; ellos tampoco se incluyen en la fracción I del artículo 106.

Se sugiere se contemple la incorporación de un inciso e) que disponga:

“e) Los bandos de policía y gobierno y acuerdos interinstitucionales.”

En el artículo 5º constitucional se dispone que en los juicios y procedimientos agrarios en que un miembro de un pueblo indígena sea parte, para dictar resolución las prácticas y costumbres jurídicas.

Quienes han estado en contacto con los pueblos indígenas frecuentemente se han dado cuenta que algunas de sus costumbres son contrarias a la constitución y que debe haber una vía para obtener esa declaración. Dada la importancia creciente que se ha dado a este tema, convendría estudiar la procedencia del juicio de amparo en contra de las costumbres, prácticas y usos indígenas. 

No hacerlo sería permitir la existencia de un estado soberano, dentro del estado mexicano.

Artículo 168

El artículo 110 constitucional, en su último párrafo, dispone: “Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.”

Por más que así lo disponga un precepto constitucional, a esa disposición no debe dársele una generalidad absoluta; serán inatacables cuando en el proceso seguido se observan lo que dispongan la constitución y las leyes y se respeten los derechos de audiencia y defensa. No puede ser inatacable una resolución del jurado de sentencia cuando en el proceso no se respetaron esos derechos. Para enmendar posibles vicios habría que agregar un segundo párrafo a este artículo del proyecto:

“El juicio de amparo directo también procede contra la resolución definitiva dictada por el jurado de sentencia, únicamente cuando en el proceso no se hayan respetado las garantías de audiencia y defensa del quejoso.”

Instituciones varias

Amparo y acción de inconstitucionalidad

Existe la posibilidad de que por una auténtica ignorancia o por mala fe, quienes de conformidad con el artículo 105, son titulares del derecho de entablar una controversia constitucional o de iniciar una acción de inconstitucionalidad, lo hagan en forma deficiente y que de ello derive un criterio de constitucionalidad del pleno respecto del acto cuestionado, ese criterio, quiérase o no, repercutirá en la resolución de demandas de amparo bien fundadas y planteadas respecto del mismo acto.

Esa posibilidad puede dar al traste con el juicio de amparo. Cuando un partido mayoritario tenga la sospecha de que una ley aprobada por sus legisladores será cuestionado fundadamente por la vía de amparo, será suficiente que el treinta y tres por ciento de los diputados o senadores al congreso de la unión, se anticipen a los particulares y promuevan una acción de inconstitucionalidad mal planteada, con conceptos de invalidez infundados, para lograr que la corte se pronuncie por declarar la constitucionalidad del acto; ello necesariamente repercutirá en el criterio que las jueces de distrito y tribunales colegiados.

Aunque hacerlo sería actuar en fraude a la ley, el criterio emitido sería obligatorio para los tribunales federales inferiores y terminaría por desvirtuar la acción diligente y fundada de los particulares. Esta posibilidad, que es real, vendría a terminar con el juicio de amparo en materias estimadas delicadas o importantes.

La solución pudiera hallarse en establecer una norma que dispusiera que el pleno, al conocer de una acción de inconstitucionalidad, independientemente de que la resuelva con vista a los autos, deje constancia de que los conceptos de invalidez son deficientes, por lo mismo, el criterio sustentado en la resolución no es determinante para la resolver los juicios de amparo que en forma separada se planteen ante los tribunales. En todo caso se debería dejar cierta independencia a los jueces.

Amparo y derechos políticos

En el amparo en revisión 1334/98, que se conoció como amparo Camacho, la corte, en la tesis LXIII, llegó a admitir la posibilidad de que proceda el juicio de amparo para salvaguardar derechos políticos cuando junto con ellos se violen, igualmente, derechos humanos: “REFORMA CONSTITUCIONAL, AMPARO CONTRA SU PROCESO DE CREACIÓN. PROCEDE POR VIOLACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ASOCIADOS CON GARANTÍAS INDIVIDUALES.” 

No obstante ello, ese criterio no se refleja en el proyecto de ley de amparo. Habría que regular algo al respecto.

Derechos humanos reconocidos en las constituciones locales

En este apartado se plantea una situación real; algunas constituciones locales contienen una enumeración de derechos humanos; frecuentemente se limitan a reiterar los que aparecen en la general de la república; hay excepciones; algunas consignan derechos humanos adicionales y sistemas para defenderlos, entre estas está la nueva del estado de Veracruz.

Aunque el juicio de amparo está encaminado a proteger otros derechos ¿No sería factible, a falta de sistemas locales, mientras se dé la falta, que esos derechos adicionales sean defendidos a través del juicio de amparo?

México, D. F., a 5 de octubre de 2000.

Elisur Arteaga Nava
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PROPOSICIÓN DE  REFORMA AL PARRAFO CUARTO DEL ARTÍCULO 155 DE LA LEY  DE AMPARO QUE SOMETE A LA CONSIDERACIÓN________________

EL LIC. RAÚL VARGAS  PEREZ, SUBPROCURADOR DE CONTROL DE PROCESOS, DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, AGS.

PROPOSICION

Esta  propuesta va con el espíritu, sentido y expresión de tener medios de subsistencia del Ministerio Público del fuero común en el juicio de Amparo Penal, bi-instancial, al ser conveniente que se le faculte para adherirse al recurso de revisión cuando lo promuevan las y así vamos avanzando para que el día jurídico mas viable se le pueda conceder la facultad de intervenir al ministerio público del fuero común que actúa en el proceso penal, como parte en todo el juicio de amparo penal indirecto.

MEDITACIONES

JURIDICAS

Primer Argumento.- Sucede que si el Ministerio Público pronuncia la determinación de no ejercicio de la acción penal. El ofendido tiene para impugnar tal determinación el término de 5 días para promover  el recurso de revisión del que conoce el juez penal en turno del fuero común, quien puede pronunciarse de dos formas.

a) Confirmar la determinación del Ministerio Público, regresando los autos a la agencia de origen para su archivo, contra esta resolución procede el amparo indirecto. (Artículo 10 fracc. III, 114 fracc. VII de la ley de Amparo)

b) Revocar la determinación del Ministerio Público, ordenándole al procurador  general de justicia del Estado la consignación de la Averiguación.

FUNDAMENTO.- ARTÍCULO 156-A DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES VIGENTE EN EL ESTADO DE AGUASCALIENTES.

Durante el juicio de Amparo en sus dos instancias, al ministerio público integrador del fuero común no se le faculta  ninguna intervención para salir en defensa de sus determinaciones  de no ejercicio de la acción penal.

Creemos que existe desigualdad y un completo estado de indefensión tanto del M.P como del presunto responsable, porque ya es tiempo que las Procuradurías de los estados puedan sostener la paz social defendiendo jurídica y técnicamente sus determinaciones de no ejercicio de la acción penal, produciendo alegatos por escrito y adherirse al recurso de revisión, ante la pasividad del Ministerio Público Federal que solo funciona como un órgano receptor de notificaciones en los juicios de amparo de esta naturaleza.

Segundo Argumento.- 

El  Artículo 155 último párrafo de la ley de amparo en vigor, faculta  al Ministerio Público que actúe en el proceso penal para formular alegatos por escrito en los juicios  de amparo.

Precisamente  de aquí  parte la razón de nuestra propuesta en la intervención de alegar por escrito en los juicios de amparo, creemos conveniente que también se permita al Ministerio Público que interviene en el proceso penal la interposición de la revisión adhesiva cuando las partes  promuevan el recurso de revisión.

Entonces que es lo que proponemos, pues que se habrá la segunda instancia también para el Ministerio Público del fuero común y defender tanto su determinación de no ejercicio de la acción penal como el ejercicio de la acción  penal en el amparo bi-instancial.

Tercer Argumento.-

Me produce felicidad y entusiasmo que cuando menos las Procuradurías de Justicia de los estados de aprobarse y cobrar vigencia ésta propuesta , podrán  lograr la conquista de intervenir en el juicio de Amparo bi-instancial , pues ya no va a carecer de fuerza jurídica para seguir disputando sus determinaciones de no ejercicio de la acción penal y en los casos en que el quejoso  promueva amparo indirecto dentro del procedimiento  penal.

“ALZO LA MANO DESDE LA PROVINCIA

OJALÁ  LA LAMPARA DE DIOGENES

LOS ILUMINE PARA QUE ANALICEN ESTE HUMILDE INSTRUMENTO”

CON ATENCIÓN  Y RESPETO

LIC.  RAÚL VARGAS PEREZ.



TEXTO VIGENTE
TEXTO PROPUESTO

Artículo 155.-…

…

…

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones, jurisdiccionales.  Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda.


Artículo 155.-…

…

…

El Ministerio Público que actúe en la averiguación previa y en el proceso penal respectivamente, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales y determinaciones de no ejercicio de la acción penal dictadas por el ministerio público del fuero común, y en la misma materia penal cuando las partes promuevan el recurso de revisión contra la sentencia de amparo indirecto, también se le faculta para adherirse al medio técnico de impugnación interpuesto, conforme a la tramitación del último párrafo de la fracción V del artículo 83 de esta ley, para tales efectos deberá notificársele la presentación de la demanda o del recurso.

PERIODICO  OFICIAL

Febrero 14 de 1999

Con base en los anteriores considerandos y con fundamento en los Artículos 17 de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes, 27 fracción I y 44 fracciones XX y XXVIII de la Ley Electoral Local, se pone a consideración el siguiente

A C U E R D O

PRIMERO.- Se aprueba el calendario de transmisiones para los partidos políticos en Radio y Televisión de Aguascalientes, para los años de 1999 y 2000, correspondiéndole a cada partido político transmitir sus programas desde 15 hasta 45 minutos al mes, para cubrir tanto el tiempo a que tienen derecho, como el tiempo que está dispuesta a concederles Radio y Televisión de Aguascalientes; conforme al orden de antigüedad del registro ante el Instituto Federal Electoral, a fin de que cada partido político tenga asignado el mismo día de la semana de cada mes, en el siguiente orden: lunes, Partido Acción Nacional; martes, Partido Revolucionario Institucional; Miércoles, Partido de la Revolución Democrática; Jueves, Partido del Trabajo; y viernes, Partido Verde Ecologista de México; entre las 17:00 y las 20:00 horas, a criterio del propio partido político.

SEGUNDO.- El calendario aprobado en el punto anterior queda sujeto a los mismos criterios y lineamientos expresados por el convenio que se firmó por este Consejo con Radio y Televisión de Aguascalientes y que son obligatorios para los partidos políticos.

TERCERO.- Se ordena su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Aguascalientes, para todos los efectos legales a que haya lugar.

Este Acuerdo fue tomado en sesión extraordinaria del Consejo Estatal Electoral, celebrada el día 4 de febrero de 1999.

EL PRESIDENTE,

Dr. Luciano Tlachi Lima.

EL SECRETARIO TECNICO

Ing. Guadalupe Roberto Herrada.

FELIPE GONZALEZ GONZALEZ, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Aguascalientes, a sus habitantes, sabed:

Que por el H. Congreso del Estado, se me ha comunicado lo siguiente:

El H. Congreso del Estado en sesión ordinaria celebrada hoy, tuvo a bien expedir el siguiente Decreto:

NUMERO 19

La H. LVII Legislatura del Estado Libre y Soberano de Aguascalientes, en uso de las facultades que le conceden los Artículos 27, fracción I, 32 y 35 de la Constitución Política Local, en nombre del pueblo, decreta:

ARTICULO PRIMERO.- Se reforman los Artículos 4º. fracción VIII y 426 fracción XV, y se adiciona el Artículo 156-A del Código de Procedimientos Penales del Estado de Aguascalientes, para quedar como sigue:

Artículo 4º.- …..

I a VII.- …..

VIII.- Acordar y notificar personalmente al ofendido o víctima el no ejercicio de la acción penal;

IX a XI.- …..

Artículo 156-A.- Procede el recurso de revisión en contra de la resolución dictada por el Ministerio Público en la que se determine el no ejercicio de la acción penal.

El recurso de revisión deberá ser presentado por el denunciante, el querellante o el ofendido ante el juzgado de primera instancia en materia penal en turno, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la notificación de la resolución.

El recurso se presentará por escrito y deberá contener el nombre y firma del denunciante, querellante u ofendido, domicilio que señale para oír notificaciones, datos de identificación de la averiguación previa, número, adscripción y nombre del Agente del Ministerio Público que conoció de la averiguación; y la exposición de los agravios y motivos por los cuales se considera que es improcedente la resolución. De no reunir el escrito en donde se interponga el recurso todos los requisitos antes mencionados, se desechará de plano.

El Juez que conozca el recurso deberá requerir al Procurador de Justicia, para que en un término de tres días hábiles remita a la autoridad revisora el expediente que contenga la averiguación previa, a fin de que esta última en un término de diez días hábiles contados a partir del día en que reciba el expediente resuelva lo procedente.

La resolución al recurso deberá estar debidamente fundada y motivada, señalando claramente si se comprobaron o no los datos que acreditan los elementos del tipo y la probable o no responsabilidad del inculpado.

La resolución deberá notificarse al promovente en el domicilio señalado para oír notificaciones.

Si la autoridad revisora resuelve que es procedente ejercitar la acción penal, en la propia resolución se ordenará al Procurador de Justicia que cumpla con la misma, ejercitando la acción penal correspondiente en un término que no deberá de exceder de cinco días a partir de que se le notifique la resolución.
RAÚL VARGAS  PEREZ

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PONENCIA DEL DOCTOR CARLOS ARELLANO GARCÍA:

NECESIDAD DE MODIFICAR EL ARTÍCULO 1° 

DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TÍTULO PRIMERO. Reglas Generales. CAPÍTULO I. Disposiciones Fundamentales. Artículo 1°.

El Proyecto de Ley de Amparo, según el texto del Artículo 1° establece:

“El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”

El texto transcrito que antecede, en primer término, elimina la procedencia del juicio de amparo contra leyes o actos que entrañen invasión, por la autoridad federal, a la soberanía de los Estados o a la del Distrito Federal y también elimina la procedencia del juicio de amparo contra leyes o actos de las autoridades de los Estados o de las autoridades del Distrito Federal, que invadan la esfera de la autoridad federal.

Al juicio de amparo que se promueve con motivo de actos o leyes que afectan, en perjuicio del gobernado, la esfera de competencia de la Federación o la esfera de competencia de las entidades federativas, se le ha denominado: “amparo competencia”, frente al amparo que se promueve por violación de garantías individuales y al que se le ha denominado: “amparo garantías o juicio de garantías”.

El texto que se propone para el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo, discrepa de lo establecido por el artículo 103 constitucional vigente y de lo que actualmente dispone el artículo 1° de la vigente Ley de Amparo.

El artículo 103 constitucional, de 1917 a la fecha sólo sufrió una reforma a las fracciones II y III, que establecen la procedencia del amparo por invasión competencial de autoridades estatales a las de entidades federativas o viceversa, para incluir la invasión de competencia de la Federación al Distrito Federal o la invasión de competencia del Distrito Federal a la Federación.

El artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, en sus fracciones II y III es continuador de la procedencia del amparo totalmente similar que establecían las fracciones II y III del artículo 101 de la Constitución de 1857, lo que significa que, en México, existe una tradición de procedencia del amparo por invasión competencial que abarca ciento cuarenta y tres años, transcurridos de 1857 al año 2000.

La referida tradición, en concepto nuestro, no debe abandonarse, como sucede con el nuevo texto del artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo, máxime que en la Introducción a ese Proyecto, que hace las veces de exposición de motivos, no se menciona motivo alguno para suprimir la procedencia del llamado “amparo competencia”, que ha existido durante tanto tiempo al lado del denominado “amparo garantías”.

Pudiera argumentarse que son innecesarias las fracciones II y III del vigente artículo 103 constitucional y del artículo 1° de la Ley de Amparo vigente con la idea de que la garantía de legalidad, contenida en los artículos 14 y 16 constitucionales, tutela cualquier precepto de la Constitución y cualquier disposición legal y que, por tanto, el gobernado estaría protegido en el supuesto de que se produjese en su perjuicio una invasión de competencia de la Federación a entidades federativas o invasión de competencia de entidades federativas a Federación.

Un criterio en ese sentido no es aceptable por diversas razones, entre las que anotamos las siguientes:

I. En el sistema jurídico mexicano, existe una pluralidad de autoridades federales y una multiplicidad de autoridades de entidades federativas por lo que es necesario que las autoridades federales y las locales respeten su propia competencia y que se abstengan de invadir competencia que no les corresponda;

II. Tan es importante que se respete la competencia que se atribuye a autoridades federales y la competencia que se asigna a autoridades locales que, el artículo 105 constitucional fue reformado en Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre de 1994, para permitir que unas u otras autoridades puedan plantear una controversia constitucional. Por supuesto que, en este caso se requiere que el planteamiento sea promovido por un órgano de autoridad interesado;

III. Pero, si se trata de un gobernado que resulte afectado por actos o leyes de autoridad que entrañen invasión competencial, no debe quedar ese gobernado en estado de indefensión, por lo que debe conservarse la procedencia del amparo por violación de la distribución competencial entre Federación y entidades federativas;

IV. Establecer la procedencia del amparo por violación de la distribución competencial entre Federación y entidades federativas tiene la virtud de que hay un planteamiento especial y preciso de una controversia que, especificada con detalle, puede ser adecuadamente resuelta, como ha sucedido desde hace ciento cuarenta y tres años;

V. Además, cabe señalar que, respecto del amparo promovido por invasión competencial, se establece la procedencia del amparo indirecto. Véase en ese sentido la fracción VI del artículo 114 de la vigente Ley de Amparo que establece que en esos casos es procedente el amparo indirecto o sea aquél que se promueve ante el juez de Distrito;

VI. Asimismo, señalamos que, en los términos de la fracción VI del artículo 116 de la Ley de Amparo vigente, si en la demanda de amparo se plantea la cuestión de invasión competencial, es necesario señalar la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal o el precepto de la Constitución de la República que contenga la facultad de la  autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida. Este señalamiento muy específico, permite hacer una fijación precisa de un importante punto de litis que requiere un pronunciamiento del órgano jurisdiccional de amparo que, en el amparo indirecto, en primer instancia, será el juez de Distrito;

VII. Si se interpone recurso de revisión contra la sentencia del juez de Distrito que ha fallado respecto del punto controversial de invasión de competencias, la revisión respectiva le corresponde resolverla a la Suprema Corte de Justicia de la Nación  funcionando en Pleno. En efecto, en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, hoy vigente, el artículo 10, fracción II, inciso c) establece que es facultad de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conocer en Pleno del recurso de revisión cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional. El hecho de que se conceda esta facultad específica a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Pleno, marca la importancia del problema y la necesidad de que sea nuestro Máximo Tribunal de Justicia quien resuelva el amparo.

CONCLUSIÓN:
Por lo tanto, concluimos que, tanto el artículo 103 constitucional, como el artículo 1° de la Ley de Amparo deben conservar la procedencia del amparo cuando haya invasión competencial de Federación a entidades federativas y viceversa, o sea invasión competencial por alguna entidad federativa a la esfera de competencia de la Federación.

Desde ángulo diverso, el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo pretende que constituye una innovación que el juicio de amparo proceda para proteger derechos humanos consignados en tratados internacionales generales en la materia. A juicio nuestro, actualmente, es procedente el amparo cuando se violen derechos humanos consignados en tratados internacionales que son derecho vigente en México conforme al artículo 133 constitucional, ya que si no se acata una disposición de un tratado que consigna derechos humanos a favor de un gobernado, por una autoridad estatal, se incurre en la violación de la garantía de legalidad prevista por los artículos 14 y 16 constitucionales y ya procede, y siempre ha procedido el juicio de amparo, de donde desprendemos que, en ese sentido no hay innovación alguna. Naturalmente que, si los derechos humanos son violados por una entidad no estatal, el amparo no es procedente puesto que la institución del juicio de amparo opera con un medio de control de la constitucionalidad y legalidad de los actos de autoridad estatal.

Además, debemos de reconocer que, la Constitución de 1857 seguía la tendencia de reconocer los derechos del hombre, mientras que la Constitución de 1917 se orienta al otorgamiento de los derechos del hombre en el capítulo de las garantías individuales. Las garantías individuales no son otra cosa que los derechos subjetivos públicos del gobernado oponibles al poder público. La diferencia entre los derechos humanos y las garantías individuales es que pueden gozar de garantías individuales tanto las personas físicas como las morales y de los derechos humanos solamente pueden gozar las personas físicas. Sin embargo, cuando se viola un derecho humano de una persona física, consagrado en un tratado internacional o establecido en una ley interna, procede el amparo porque entraña la violación de la garantía de legalidad que preconizan los artículos 14 y 16 constitucionales.

Expresado lo anterior, en forma sintética y conclusiva, el juicio de amparo, con su actual alcance, ya protege derechos humanos, estén estos consignados en cualquier ley interna o en cualquier tratado internacional.

Por otra parte, en el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo se agrega que el amparo procede por normas generales o actos de autoridad que violen los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia. Esta proposición es inadecuada pues, en lugar de extender la procedencia del amparo la restringe a la protección de derechos humanos consagrados en tratados internacionales generales, siendo que, en los términos de la legislación de amparo vigente, cualquier derecho humano, contenido en cualquier tratado internacional, sea general, multilateral, o bilateral, ya está protegido por la garantía individual de legalidad que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales por lo que es innecesario establecer tal disposición pues, los derechos humanos pueden estar consagrados en la ley interna o en tratados internacionales que no sean generales.

Pero, hay un problema adicional en la redacción que se da al artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo pues se mencionan como si tuvieran el carácter de tratados internacionales generales dos Declaraciones: la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Como lo expresa la misma denominación de esos documentos internacionales, no son tratados, ni contienen normas jurídicas, son meras declaraciones. Conviene recordar que cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948 aprobó la Declaración Universal de Derechos Humanos, la propia Asamblea afirmó que esa Declaración era un “Ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse”. Por lo tanto, no fue ni es un documento constitutivo de normas jurídicas. De allí que fue necesario que, posteriormente, se preparasen dos pactos internacionales: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por tanto, no se debe conservar en el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo la mención de las Declaraciones citadas. 

Pero, por otra parte, tenemos una preocupación adicional, respecto del artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo, se mencionan tratados internacionales y se incurre en graves omisiones pues no se mencionan importantes tratados internacionales que consagran derechos humanos. Entre esas convenciones que se omiten nos permitimos citar las siguientes: Convención Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Menores; Convención Relativa a la Esclavitud; Convención Internacional Relativa a la Represión de la Trata de Mujeres Mayores de Edad; Protocolo que Modifica el Convenio para la Represión de la Trata de Mujeres y Niños y el Convenio para la Represión de la Trata de Mujeres Mayores de Edad; Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena y Protocolo Final; Protocolo que Enmienda la Convención sobre la Esclavitud; Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas; Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen del Apartheid; Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer; Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores; Convención sobre la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; Convención Internacional Contra el Apartheid en los Deportes, Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores y Convención sobre los Derechos del Niño.

CONCLUSIONES:

1. Será necesario modificar el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo.

2. Se sugiere que se conserve el texto de la actual Ley de Amparo, con una ligera modificación, que se menciona en la siguiente conclusión.

3. La modificación consistirá en que se incluya al Distrito Federal, tal y como aparece en el texto vigente del artículo 103 constitucional.

NECESIDAD DE MODIFICAR EL ARTÍCULO 71 

DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TÍTULO PRIMERO. Reglas Generales. CAPÍTULO X. Sentencias. Artículo 71.

El artículo 71 del Proyecto de Ley de Amparo, literalmente establece lo siguiente en sus dos primeros párrafos:

“Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare.”

“Cuando proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad se aplicarán las disposiciones del Título Cuarto.”

En el primer párrafo transcrito hay una consagración expresa del principio de relatividad de las sentencias de amparo que es conocida en el medio mexicano como “Fórmula Otero”. Estamos plenamente de acuerdo con la conservación de ese principio por las razones que expresaremos.

Sin embargo, el segundo párrafo señala el no funcionamiento de la Fórmula Otero cuando proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad y hay una remisión a las disposiciones del Título Cuarto.

A su vez, en el TÍTULO CUARTO, denominado: Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, Capítulo IV. Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, Artículo 232, se previene que se procederá a hacer una declaratoria general correspondiente, previa jurisprudencia por reiteración en la que se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme a una norma general respecto de la Constitución. 

Dispone literalmente el artículo 232 del Proyecto de Ley de Amparo, lo siguiente:

“Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente.”

El artículo 232 del Proyecto de Ley de Amparo, que hemos reproducido, representa un abandono de la Fórmula Otero. 

El Proyecto de Ley de Amparo también incluye un Proyecto de Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en dicho Proyecto, aparecen dos primeros párrafos referidos a la Fórmula Otero, respecto de la fracción II del Proyecto de Artículo 107 constitucional, mismos que establecen: 

“II. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de personas particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare.

“Cuando la Suprema Corte de Justicia establezca jurisprudencia en la que se resuelva que una norma general es inconstitucional o determine una interpretación conforme con la Constitución, emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad o la de interpretación conforme, en la cual fijará sus alcances y condiciones en términos de la ley reglamentaria.”

Estamos de acuerdo con el primer párrafo y en desacuerdo con el segundo párrafo de las modificaciones propuestas a la fracción II del artículo 107 constitucional.

Nosotros consideramos que el segundo párrafo del artículo 71 del Proyecto de Ley de Amparo y el artículo 232 antes mencionado,  deben desaparecer del Proyecto de Ley de Amparo y que debe conservarse con sus características originales y con toda su contundencia la Fórmula Otero, ya que existen importantes razones para que se mantenga la referida Fórmula Otero. Expresaremos algunas de las razones sobre ese particular:

I. La Fórmula Otero está consignada, en este momento, entre las reglas básicas contenidas para el juicio de amparo en el artículo 107 constitucional, en su fracción II que establece lo siguiente: 

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.”

II. La Fórmula Otero está respaldada por una tradición más que centenaria. El jurista jalisciense, Don Mariano Otero, quien vivió de 1817 a 1850 y tuvo el carácter de jurista, ideólogo, orador, legislador, escritor, periodista y político, tuvo el acierto de consignar el principio de relatividad de sentencias de amparo, que tomaría su nombre, en el artículo 25 del Acta de Reformas de 1847. Sin embargo, es justo reconocer que el gran jurista, considerado padre del amparo, Don Manuel Crescencio Rejón, ya había consignado en el artículo 53 del Proyecto de Constitución para el Estado de Yucatán el referido principio de “Relatividad de las sentencias de amparo”.

III. El antiguo catedrático de la entonces llamada Escuela Nacional de Jurisprudencia, y que hoy es la prestigiada Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, y también antiguo ex-Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Don Mariano Azuela, reforzaba el principio denominado Res inter alios acta, y que significa que los efectos de los actos jurídicos sólo alcanzan a los sujetos que intervinieron en el correspondiente negocio jurídico, sin que pueda afectarse a terceros ajenos al acto jurídico. Para reforzar ese principio, Don Mariano Azuela invocaba otro postulado romano: Res judicata proveritate habetur, inter partes. Era acertado invocar ese principio ya que su significado consiste en que la cosa juzgada sólo tiene carácter de verdad legal para quienes fueron parte en la controversia y no para terceros ajenos.

IV. En su texto original del artículo 25 del Acta de Reformas de 1847, hay gran coincidencia con el texto actual de la fracción II del artículo 107 constitucional. En efecto, ese precepto disponía: “La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la ley o acto que la motivare.”

V. La Fórmula Otero continúo su trayectoria de aceptación en el país pues fue recogida en sus mismos términos restrictivos por el artículo 102 de la Constitución de 1857. 

VI. La vigente Ley de Amparo, de manera clara y expresa, sin limitación alguna, ni excepción, reitera la Fórmula Otero, en el artículo 76, en los siguientes términos: “Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

VII. La Fórmula Otero ha cobrado arraigo en nuestro país pues tiene una antigüedad de ciento cincuenta y tres años, computados desde el Acta de Reformas de 1847 hasta el presente año 2000. Estimamos que una tradición así de prolongada no se puede borrar sin que existan de por medio razones poderosas y, a juicio nuestro, tales razones no existen.

VIII. La sentencia definitiva, que es el fallo que se dicta al final de un litigio, sólo puede beneficiar o perjudicar a las personas que interpusieron el amparo y de ninguna manera a quienes aceptaron expresa o tácitamente el acto o los actos reclamados de la autoridad o autoridades responsables y no puede hacerse extensiva a sujetos que no tuvieron el carácter de partes en el juicio de amparo del que emanó la sentencia final.

IX. Al prohibirse que se haga una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, según lo establecido por la Fórmula Otero, el legislador constitucional y el legislador ordinario enfatizan límites totalmente procedentes y justificados a la sentencia de amparo que se dicte. De esa manera, se evita que haya enfrentamiento o pugna entre el órgano de control y la autoridad responsable. Sobre este particular, nuestro país sufrió en el pasado la experiencia de tener un órgano de control político como lo fue el Supremo Poder Conservador, que existió conforme a las leyes constitucionales de 1836.

X. En la moderna doctrina del amparo, se ha estimado que, en los considerandos de la sentencia, se pudieran hacer argumentaciones de carácter general pero, ya los puntos decisorios, no pueden atribuirle a la sentencia de amparo efectos generales, sino solamente efectos concretos, que estarían limitados a lo siguiente: A) Sólo debe protegerse y ampararse a quien pidió el amparo; B) La protección de la Justicia Federal sólo debe extenderse al caso especial sobre el que verse la demanda y no quedarán comprendidas las autoridades que no hayan sido señaladas como responsables en la demanda de amparo; C) La protección y el amparo únicamente se conceden respecto al acto o ley que fueron materia del juicio de amparo y no respecto de actos o leyes distintos.

XI. La aceptación de la Fórmula Otero, que es el principio de la relatividad de la sentencia de amparo, por tantos años, ha permitido la subsistencia sana del juicio de amparo como institución tutelar de la constitucionalidad y legalidad de los actos de autoridad estatal, pues se han impedido controversias o enfrentamientos entre órganos estatales.

XII. Por otra parte, la bondad de la Fórmula Otero, también la podemos constatar a través de principios establecidos desde la época del monumental Derecho Romano, pues existen reglas procesales, a manera de máximas muy válidas, que señalan los límites que forzosamente deben tener las sentencias, en el sentido de que no es procedente ni fundado que una sentencia se proyecte a interferir la esfera jurídica de personas que no litigaron. En tal sentido, reproducimos varios de esos principios o postulados romanos: Sententia debet esse conformis libello (La sentencia debe ser congruente con la demanda); Iuxta allegata et probata, iudex iudicare debet (El juez debe sentenciar con arreglo a lo alegado y probado); Tantum iudicatum, cuantum discusum (Sive: litigatum) (Tanto debe ser juzgado cuanto se ha debatido (o litigado)); Ultra id, quod in iudicium deductum est, excedere potestas iudicis non potest (La potestad del juez no puede extenderse más allá de lo que se dedujo en el juicio); Si iudex pronunciat ultra petita sententia est ipso iure nulla (Si el juez pronuncia sentencia que excede la demanda, aquella es nula por el mismo derecho); Non valet sententia lata de re non petita (No vale la sentencia proferida sobre cosa no reclamada); Tot capita, tot sententiae (Tantos interesados, tantas sentencias); Res inter aios acta vel iudicata, alteri nec prodest, nec nocet (La cosa hecha juzgada entre unos no aprovecha ni perjudica a tercero).

XIII. La Fórmula Otero está en congruencia con el artículo 49 constitucional, precepto éste que recoge el principio de división de poderes que existe desde la obra de Aristóteles denominada: “De la Política”, y que fue reiterado por Montesquieu en su obra: “El Espíritu de las Leyes”. El artículo 49 constitucional determina los tres poderes distintos: Legislativo, Ejecutivo y Judicial y, adicionalmente, prohibe, de manera expresa, que dos o más poderes se unan en una sola persona o corporación. Por tanto, el Poder Judicial Federal no puede invadir las tareas que corresponden al Poder Legislativo, al pretender hacer declaratorias generales.

XIV. El noveno párrafo del artículo 94 constitucional hace referencia a la jurisprudencia del Poder Judicial Federal e indica: “La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano, así como los requisitos para su interrupción y modificación.” Con toda claridad se desprende de este precepto constitucional que la misión del Poder Judicial de la Federación, concretamente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, respecto de la jurisprudencia, se limita a la potestad de interpretar Constitución, leyes, reglamentos y tratados internacionales pero, dichos órganos del Poder Judicial están imposibilitados para realizar actos de integración de las leyes y muchos menos pueden interferir las actividades del Poder Legislativo a través de declaratorias generales.

XV. La función que corresponde al Poder Judicial de la Federación es única y típicamente jurisdiccional y no puede ser legislativa. La función jurisdiccional, por esencia, consiste en aplicar la ley a situaciones concretas controvertidas para llegar a una solución. La función jurisdiccional no puede consistir, en manera alguna en crear, modificar, reformar, derogar, adicionar o abrogar leyes, a través de declaraciones generales. Ello trastocaría la actividad propia que es de naturaleza exclusivamente jurisdiccional.

XVI. Si acaso existe la preocupación de que la ley inconstitucional continúe en su vigencia para los que no pidieron amparo, la solución no está en que la Corte haga declaraciones generales e interfiera atribuciones de otro Poder, como lo es el Poder Legislativo. Una forma de mejorar la situación fue prevista en el pasado en una proposición del jurista, maestro universitario y político de gran inteligencia, Don Antonio Carrillo Flores, quien sugería que se notificarán al Congreso los fallos que concedan el amparo contra leyes, para dar oportunidad al Poder Legislativo de corregir las irregularidades de las leyes. A esta proposición podemos agregar la argumentación de que el Poder Legislativo tiene obligación de sujetarse a la Constitución y también el deber de servir al pueblo y al pueblo no se le sirve con leyes inconstitucionales. El Congreso no debe permanecer indiferente o impávido cuando la ley ha sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

CONCLUSIONES:

1. En el Proyecto de Ley de Amparo, debe desaparecer el segundo párrafo del artículo 71, así como el artículo 232 y los demás preceptos relativos, en virtud de los cuales se previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda hacer una declaratoria general, con motivo de jurisprudencia que establezca la inconstitucionalidad de una norma general pues, contraviene la Fórmula Otero, misma que, debe ser conservada, por existir múltiples motivos en su favor.

2. Igualmente, respecto del Proyecto de Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se contiene en la publicación denominada: “Proyecto de Ley de Amparo”, no debe prosperar el segundo párrafo que se propone de la fracción II del artículo 107 constitucional, en virtud del cual se elimina la Fórmula Otero y se previene la declaratoria general de inconstitucionalidad o la de interpretación conforme a la Constitución.

NECESIDAD DE MODIFICAR EL ARTÍCULO 16 

DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TÍTULO PRIMERO. Reglas Generales. CAPÍTULO III. Plazos. Artículo 16, fracción II.

Se dispone en el artículo 16, fracción II del Proyecto de Ley de Amparo lo siguiente:

“Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

“II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de noventa días;”

A diferencia de este precepto que se propone, en la Ley de Amparo vigente, se exceptúa del término de quince días para interposición de la demanda de amparo, entre otros casos, el previsto en la fracción II del artículo 22 de la Ley de Amparo, y procedemos a la transcripción de los dos primeros párrafos de la fracción II:

“Artículo 22. Se exceptúa de lo dispuesto en el artículo anterior:

“II. Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejercito o armada nacionales.

“En estos casos la demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo.”

Por supuesto que, nos parece mucho más acertado el sistema que contiene la actual legislación de amparo y no la proposición del Proyecto que pretende reducir el término a noventa días si se trata de la reclamación de una sentencia condenatoria en un proceso penal. Seremos muy breves, por razones de espacio, en el enunciado de las razones por las que consideramos que debe conservarse el sistema anterior de término ilimitado para interponer la demanda de amparo contra sentencia condenatoria en un proceso penal:

I. Se trata de la libertad personal, de un derecho humano, de una garantía individual y de un don preciado.

II. No coincidimos con el expositor de motivos del Proyecto de Ley de Amparo cuando éste considera que en el país han cambiado las circunstancias en lo que atañe a la obtención del defensor o disponer de las defensas adecuadas en el juicio de amparo y que, el plazo de noventa días hábiles es más que suficiente para permitir una defensa. Sobre ese particular el territorio es muy extenso y, contra lo que desearíamos, la realidad no nos lleva al criterio de que nuestra justicia penal puede ser considerada como perfecta. En tal virtud, consideramos que debe mantenerse la posibilidad de que la sentencia condenatoria se pueda impugnar en cualquier tiempo pues, de esa manera, se puede corregir cualquier error fatal que vulnere la libertad.

III. Supongamos que se trata de un inculpado sentenciado a veinte años de prisión y que ha compurgado tres años. Al fin encuentra un buen abogado que estudia su expediente judicial e interpone amparo a los tres años. El delito se estima no intencional sino culposo y se le impone nueva pena que es declarada compurgada y no tiene que sufrir otros diecisiete años de prisión. O supongamos que es declarado inocente y puede salir libre, ni siquiera se le dará una disculpa por los tres años de prisión que compurgó.

CONCLUSIONES:

1. No debe limitarse el término para impugnar una sentencia condenatoria a noventa días pues esto puede ser muy afectativo para inculpados que sufren una posible sentencia injusta.

2. Debe conservarse la disposición de la ley actual que establece que en casos de ataques a la libertad personal la demanda de amparo puede interponerse en cualquier tiempo.

Octubre de 2000.

DR. CARLOS ARELLANO GARCÍA.
Monterrey, N.L., 16 de octubre de 2000

HONORABLES MIEMBROS

DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS

PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

At´n. Señor Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

Don HUMBERTO ROMÁN PALACIOS

Coordinador General.

Distinguido señor Ministro:

Sirva la presente para enviarle desde esta ciudad un sincero y afectuoso saludo, además de expresarle mi opinión sobre algunos artículos del Proyecto de Ley de Amparo.

Quisiera hacerle llegar el análisis integral que efectué a todo el proyecto, pero me veo impedido a ello dadas las bases contenidas en la guía técnica para la presentación de ponencias al Congreso Nacional de Juristas que tendrá verificativo los días 6, 7 y 8 de noviembre del año en curso, que limita a un máximo de 15 cuartillas.

Sin otra finalidad de mi parte que la de servir desinteresadamente a esa Honorable Comisión y a mi país, reciba usted el estudio, que no tiene más propósito que el de tratar de enriquecer el trabajo que tan arduamente ha elaborado la Comisión que tan merecidamente Usted preside.

LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS

103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
A).- El nombre resulta incompleto porque los artículos 213 al 235 del anteproyecto que regulan la jurisprudencia, son reglamentarios del artículo 94 constitucional.

B).- La solución es trasladar los párrafos respectivos del artículo 94 al 107 de la Constitución.

C).- En caso de no aceptarse el cambio que se sugiere, sería conveniente agregar en el nombre de la ley el artículo 94, para quedar de la siguiente forma: 
LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 94, 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

TÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPÍTULO I

Disposiciones fundamentales

ARTÍCULO  1

A).- Toda norma general es un acto de autoridad, y por ende aquélla queda subsumida en éste último.

B).- Debe evitarse la copulación entre “... la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos y los derechos humanos ...”.

En su lugar debe ser usada la “o” que es disyuntiva para quedar como sigue: “... la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos o los derechos humanos ...”.

C).- Al limitarse la protección de derechos humanos a los 5 tratados internacionales (sic) que se indican en el artículo 1°, se violaría el artículo 103 constitucional –que se pretende reformar- en caso de ser aprobado como se encuentra en el anteproyecto de ley, porque éste dispositivo (103) no es limitativo.
D).- Por otra parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ¿son realmente tratados internacionales en términos de lo que disponen los artículos 76, fracción I y 89, fracción X, de la Constitución Federal? Es decir, ¿están celebrados por el Presidente de la República con aprobación del Senado?

E).- El objeto del juicio de amparo es resolver la controversia que plantea el quejoso, con independencia de que la norma general o el acto de autoridad, viole o no sus garantías individuales o los derechos humanos.

Dicho en otras palabras, siempre que se niega el amparo o se sobresee, la controversia se resolvió cumpliéndose así el objeto del juicio, a pesar de que no haya habido violación de garantías o derechos humanos, o se hubiese omitido el estudio por el sobreseimiento.

Así las cosas, resulta impropio el fijar en el artículo 1° de la Ley, la expresión  “El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos ...”

Lo mismo puede decirse por lo que respecta al anteproyecto de reformas al artículo 103 constitucional.

¿Son realmente distintos los derechos humanos y las garantías individuales? Si se estima que la diferencia es tan fundamental que requieren ser agregados los derechos humanos como objeto de tutela en el Juicio de Amparo, entonces el artículo 1º de la Ley, no debe limitar al artículo 103 constitucional.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

ARTÍCULO 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia planteada por el quejoso, en la que alegue que actos de autoridad violan en su perjuicio las garantías individuales que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o los derechos humanos que protegen los tratados internacionales, celebrados por el Presidente de la república con aprobación del Senado.

ARTÍCULO  2

A).- La parte final del segundo párrafo del artículo 117 del anteproyecto, expresamente prohibe la aplicación de la ley supletoria en el deshogo de pruebas en el juicio de amparo indirecto.

B).- Lo anterior contradice la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles a la que remite el artículo 2.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

ARTÍCULO 2. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece ésta ley. A falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles, SALVO DISPOSICIÓN EN CONTRARIO y, en su defecto, los principios generales del derecho.

CAPÍTULO II

Capacidad y Personería

Si la personalidad se cambiará ahora por el concepto “personería”, deberá substituirse también en el artículo 113, fracción III, en el que se establece que: “El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, ... III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; 

Artículo 4

En el cuerpo del anteproyecto de Ley, no se aprecia una clara concepción del “interés”, pues fue utilizado de manera polivalente y ambigua, lo que conducirá a múltiples y equivocadas interpretaciones en detrimento de la claridad que debe imperar en el juicio, y desde luego, en perjuicio de los justiciables, ya que la ley lo refiere al menos en nueve formas distintas:

Interés legítimo (4-I)

Interés jurídico (4-III-a)

Interés contrario (4-III-b)

Interés distinto (7)

Interés indeterminado (38)

Interés personal (49)

Interés conveniente (65)

Interés social (126-II)

Interés fiscal (133)

A).- Como solamente se sabrá al dictarse la sentencia definitiva si el acto reclamado violó las garantías o los derechos humanos del promovente del amparo, resulta inadecuado calificar como quejoso al “..titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el articulo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.

B).- Recuérdese que si se niega el amparo es porque no hubo violación de garantías o derechos humanos en agravio del promovente, y no por ello puede decirse que no tuvo la calidad de quejoso en el amparo.

C).- Cuando se expresa en la parte final de la fracción I, que la afectación debe ser “personal”, se están dejando sin protección a dos sujetos jurídicos como lo son: 1.- Las sucesiones, que no son personas; y, 2.- Los fetos, quienes a pesar de no ser personas, tienen capacidad jurídica y protección desde que son concebidos.

D).- No debe exigirse que el quejoso sea “titular de un derecho o de un interés legítimo”, porque de no exhibirse el título al promover el amparo, provocará las siguientes consecuencias: 1.- Aclaración de la demanda por irregularidad al no acreditar ser el “titular” del derecho o interés legítimo (Art. 113, fracción I), con la consecuente sanción de tenerla por no presentada (Art. 113, último párrafo); 2.- El constante desechamiento de demandas por los jueces de Distrito (Art. 59, fracción XIX, en relación con el 4, fracción I).

E).- La expresión relativa a la afectación del quejoso “en virtud de su propia situación frente al orden jurídico”, resulta incomprensible, huidiza y etérea. Es preferible aludir al perjuicio, que es ampliamente conocido en la doctrina nacional y tiene además un fuerte raigambre jurisprudencial. Y si lo que se quiere es ampliar el ámbito de protección, es suficiente que quien sea quejoso aduzca que el acto reclamado le afecta, y será en la audiencia constitucional en donde tratará de acreditar esa afectación, de tal suerte que si lo logra, obtendrá la protección federal.

PROPUESTA DE REDACCIÓN: (Art. 4, fracción I)

A).- El quejoso, QUIEN ADUCE que el acto reclamado viola EN SU PERJUICIO las garantías o los derechos previstos en el articulo primero DE ESTA LEY;A).- Los actos reclamados a la autoridad responsable generalmente no son presentes, siempre son pasados, o inminentemente futuros en lo que se refiere a las ejecuciones.

B).- Como la ley ni la constitución expresan lo que debe entenderse por autoridad, sino que solamente aluden a “ella” cuando tiene la calidad de “responsable”, es decir, cuando es demandada por el quejoso, entonces poco importan las 5 conductas que se indican en el precepto, porque bien puede suceder que a pesar de que la “autoridad responsable” no se encuadre en ninguna de ellas, sigue siendo la demandada porque el quejoso le imputó un acto de autoridad que le reclama en el amparo.

C).- La comunicación de 29 de agosto de 2000, dirigida por la Comisión de Análisis para una Nueva Ley de Amparo, al Ministro Genero D. Góngora Pimentel, como Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expresa que los temas más recurrentes giraron entre otros, en torno a la actualización del concepto de autoridad responsable, y que los principios que resultaron para llevar a cabo los trabajos de discusión fueron en el sentido de ampliar el concepto de autoridad para los efectos del amparo; sin embargo, esa actualización y ampliación no se reflejan en el artículo 4, fracción II, del proyecto, pues solamente se limitó a eliminar las conductas “promulga” y “publica”, y substituirlas por “omite”.

D).- Debe reconocerse de manera expresa en la ley como autoridades responsables a las autoridades de hecho, así como a los órganos de la administración pública paraestatal a que se refiere el artículo 90 de la Constitución Federal. 

PROPUESTA DE REDACCIÓN: (Art. 4, fracción II)

II.- LA AUTORIDAD RESPONSABLE, TENIENDO TAL CARÁCTER EL ÓRGANO DEL ESTADO O DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARAESTATAL, DE HECHO O DE DERECHO, A QUIEN EL QUEJOSO LE ATRIBUYE EL ACTO O LA OMISIÓN RECLAMADA.

De no aceptarse lo anterior, se sugiere la siguiente redacción:

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter la que DICTÓ, ORDENÓ, EJECUTÓ, ESTÉ EJECUTANDO O TRATE DE EJECUTAR EL ACTO QUE CREA, MODIFICA O EXTINGUE SITUACIONES JURÍDICAS EN FORMA UNILATERAL Y OBLIGATORIA; O LA QUE OMITIÓ EL ACTO QUE DEBIÓ CREAR, MODIFICAR O EXTINGUIR ESAS SITUACIONES JURÍDICAS.

A).- No queda clara la intención de la fracción III, al referirse al “interés” del tercero interesado, pues primeramente lo califica como “jurídico” y posteriormente como “contrario”.

B).- En consecuencia se rompe el principio de igualdad procesal de las partes, dado que lo pone en ventaja frente al quejoso, ya que a éste se le exige que sea titular de un derecho o un interés “legítimo”, en cambio, al tercero interesado no se le exige esa titularidad, sino la simple “tenencia” del interés.

En el inciso a), se refiere al que tenga un “interés jurídico” en la subsistencia del acto reclamado.

En el inciso b), a quien tenga un “interés contrario” al del quejoso, cuando se trate del amparo promovido por persona extraña al procedimento.

En el inciso c), se arroja una carga prácticamente imposible al quejoso para señalar el tercero interesado, porque se tiene como tal a “El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad”. ¿ Cómo saber quién tiene derecho a la reparación del daño? ¿Cómo saber quién tiene derecho a reclamar la responsabilidad civil? En estos casos debe limitarse el señalamiento del tercero interesado a quien hubiese intervenido en el juicio penal reclamando la reparación del daño o la responsabilidad civil, por ello propongo la siguiente redacción:

c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad, SIEMPRE QUE HUBIESEN INTERVENIDO EN TAL JUICIO.

En el inciso d), solamente para que haya congruencia con los conceptos “indiciado” y “procesado”, deben invertirse las expresiones desistimiento y no ejercicio de la acción penal, para quedar con la siguiente redacción:

d)  El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea EL NO EJERCICIO O EL DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN PENAL;

ARTÍCULO 5

A).- No debe limitarse en el primer párrafo la capacidad del quejoso a que éste sea una persona, porque se estarían dejando sin protección a dos sujetos jurídicos como lo son: 1.- Las sucesiones, que no son personas; y, 2.- Los fetos, quienes a pesar de no ser personas, tienen capacidad jurídica y protección desde que son concebidos.

B).- El segundo párrafo emplea indebidamente la expresión “la ley” que en términos generales es cualquiera, para la promoción del amparo contra actos derivados de un procedimiento penal. Debe ceñirse en forma estricta a “esta ley”, o sea, la de amparo.

C).- Con independencia de lo expresado en el inciso precedente, en toda la Ley de Amparo no existe un solo dispositivo que permita que “cualquier persona” pueda promover el juicio cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, sobre todo porque conforme al artículo 20, fracción IX, de la Constitución Federal, el quejoso siempre tendrá un defensor, sea particular u oficial.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 5. El juicio de amparo puede promoverse por EL SUJETO JURÍDICO QUIEN SE OSTENTE AGRAVIADO POR la norma general o el acto reclamado. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado, O POR CUALQUIER PERSONA CUANDO ESTA LEY LO PERMITA EXPRESAMENTE.

Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo por SÍ MISMO O POR conducto de su defensor.

Artículo 7

A).- La autoridad en cuanto tal, no puede ni debe promover el juicio de amparo, ya que éste se instituyó para la protección de los gobernados frente al poder público.

B).- Recuérdese que las autoridades carecen de garantías individuales. ¿O es que acaso se pretende reconocerle derechos humanos conforme al artículo 1º para que puedan promover amparo?

C).- En consecuencia, es contradictoria la segunda parte del precepto al establecer que las autoridades pueden instaurar el juicio para defender “intereses distintos” (?) de los que les corresponden como autoridad.

D).- ¿Cuáles son esos intereses distintos de la autoridad, que sí puede defender en el amparo como autoridad?

E).- Así como los municipios son al estado, las delegaciones lo son al Distrito Federal, y por ende, también debe reconocérseles el derecho a promover amparo para defender sus actos, en los limitados casos que señale la ley.

F).- Siguiendo la teoría de la doble calidad del estado, esto es, como autoridad o despojado de su soberanía, es que podrá admitirse que únicamente en este último carácter es donde podrá promover el amparo, precisamente porque el acto le afecte patrimonialmente o le haga nugatorios sus derechos procesales en juicio, ya que en tales hipótesis interviene en una relación de supra a subordinación.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 7o. La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios, LAS DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL O LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARAESTATAL, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecte sus intereses JURÍDICOS DE ORDEN ECONÓMICO, O SUS DERECHOS DE PARTE DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO, SIEMPRE QUE NO SE TRATE DE LAS CONTROVERSIAS O ACCIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

ARTÍCULO 8

A).- La delegación implica la transmisión de las propias facultades de la autoridad a una persona para que las ejerza procesalmente en el amparo.

B).- En consecuencia, los actos ejecutados por el delegado repercuten en la esfera jurídica de la autoridad responsable, y por tal motivo, no es admisible la designación de delegado en la persona de un particular.

C).- Sentado lo anterior, debe concluirse que el delegado debe ser un servidor público que se encuentre bajo el radio de acción funcional y competencial de la autoridad responsable delegante, esto es, habrá de ser su inferior jerárquico.

D).- Por razón de sus atribuciones públicas, el delegado debe estar en aptitud de recibir órdenes de la autoridad que le delega las funciones de gestión en el trámite del amparo.

E).- Por tratarse de figuras jurídicas distintas, la representación y la delegación deben estar separadas en párrafos distintos, máxime que la primera (representación) contiene una prohibición, en tanto que la segunda confiere una potestad.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 8. Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo.

Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones. LAS PERSONAS DESIGNADAS COMO DELEGADOS DEBERÁN TENER LA CALIDAD DE SERVIDORES PÚBLICOS Y DEPENDER JERÁRQUICAMENTE DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DELEGANTE.

El Presidente de la República podrá comparecer a juicio en los términos que determine por conducto del Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, por éste, por el Procurador General de la República, los secretarios de estado y jefes de departamento administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables.

En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución.

Artículo 10

A).- Procesalmente no es posible admitir la representación del promovente “... siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.” (Sic)

B).- La personería se admite provisionalmente desde el auto admisorio de la demanda.

C).- La determinación inicial está condicionada a que el promovente cumpla con la carga procesal de exhibir en la etapa de ofrecimiento de pruebas de la audiencia constitucional, los documentos justificativos de su personería, a fin de que el tercero interesado esté en la posibilidad de objetarlos.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 10. Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será RECONOCIDA PROVISIONALMENTE EN EL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA, PERO SE LE PREVENDRÁ PARA QUE EXHIBA LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITEN SU PERSONERÍA EN LA ETAPA DE OFRECIMIENTO DE PRUEBAS DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, CON EL APERCIBIMIENTO QUE DE NO HACERLO SE DECRETARÁ EL SOBRESEIMIENTO, SIN PERJUICIO DE LAS SANCIONES EN QUE INCURRA CONFORME A ESTA LEY.

Artículo 12

A).- Se impone el litisconsorcio activo necesario, pero no se señala cuáles son las facultades del “representante común”. Deben señalarse los límites de las atribuciones del representante común.

B).- No debe actuar oficiosamente el órgano jurisdiccional en la designación del representante común, sino como consecuencia de la omisión de cumplir con la prevención decretada judicialmente.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 12. Cuando la demanda se promueva por dos o más quejosos, deberán designar de entre ellos un representante común. En su defecto, el órgano jurisdiccional, EN EL AUTO INICIAL PREVENDRÁ A LOS PROMOVENTES PARA QUE LO HAGAN EN EL PLAZO DE TRES DÍAS CONTADOS A PARTIR DEL SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO RESPECTIVO,  BAJO EL APERCIBIMIENTO QUE DE NO HACERLO SERÁ NOMBRADO POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL.

LA PERSONA DESIGNADA COMO REPRESENTANTE COMÚN TENDRÁ LAS FACULTADES QUE LE HUBIESEN SIDO CONFERIDAS EN EL ESCRITO QUE CONTENGA SU NOMBRAMIENTO, Y EN CASO DE NO HABERLE FIJADO LOS LÍMITES DE SU ACTUACIÓN, GOZARÁ DE LAS MISMAS FACULTADES DE UN MANDATARIO JUDICIAL, PERO NO PODRÁ DESISTIR DEL JUICIO NI DE LOS RECURSOS INTERPUESTOS.

Artículo 14

A).- Por la gravedad de los actos que se reclaman, debería admitirse la demanda y conceder la suspensión, en lugar de “formar un cuaderno de antecedentes”, sobre todo si se considera que el artículo 108, en estos casos, dispensa de cumplir con todos los requisitos de la demanda de amparo.

B).- Además, si el juez de Distrito va a dictar en ese cuaderno de antecedentes “... las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia ...”, tales medidas son precisamente las que conciernen a la suspensión de la ejecución de los actos reclamados, y por ello es que debe admitirse la demanda en lugar de la formación de ese cuaderno. 

C).- En congruencia con el artículo 13, si la demanda no se ratifica, se decretaría el sobreseimiento.

D).- En casos tan extremadamente graves como los que importen peligro de privación de la vida o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 constitucional, debe tramitarse el juicio aun a pesar de que el quejoso no ratifique la demanda, pues se debe asumir que está amenazado o coaccionado moralmente, como para que tome una decisión tan absurda.

E).- Son varias las hipótesis que plantea el precepto en estudio, y por ello no debe utilizarse la expresión singular “En este caso”, sino ha de emplearse la forma gramatical del plural “En estos casos”; además de que resulta impropio un artículo con un párrafo demasiadolargo, y por ello debe dividirse.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad.

En ESTOS CASOS, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo DECRETERÁ DE OFICIO Y DE PLANO LA SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS EN EL MISMO AUTO EN QUE ADMITA LA DEMANDA, CONFORME LO DISPONE EL ARTÍCULO 124 DE ESTA LEY, Y ADEMÁS, dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo; si lo hace CONTINUARÁ el juicio SU CURSO y en caso contrario se DICTARÁ EL SOBRESEIMIENTO, SALVO QUE EL ACTO RECLAMADO IMPORTE PELIGRO DE PRIVACIÓN DE LA VIDA O SEA CUALQUIERA DE LOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN CUYO CASO SE SEGUIRÁ EL PROCEDIMIENTO HASTA DICTAR SENTENCIA EN ÉL.

Si a pesar de las medidas tomadas no se hubiere podido lograr la comparecencia del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio pondrá los hechos en conocimiento del ministerio público federal, A FIN DE QUE ABRA LA AVERIGUACIÓN CRIMINAL POR LOS DELITOS A QUE HUBIERE LUGAR.

Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del quejoso, se DECRETARÁ EL SOBRESEIMIENTO, SI NO SE TRATARE DE ACTOS QUE IMPORTEN PELIGRO DE PRIVACIÓN DE LA VIDA O CUALQUIERA DE LOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN CUYO CASO SE CONTINUARÁ EL JUICIO HASTA DICTAR SENTENCIA DEFINITIVA.

Artículo 15

A).- El primer párrafo presenta falta de técnica en el amparo, pues confunde la jurisdicción ordinaria al emplear la expresión “siempre que lo planteado en el juicio”, en lugar de expresar “siempre que el acto reclamado”.

B).- En el segundo párrafo debe precisarse que se trata de sesenta días hábiles cuando alude al término para que intervenga la sucesión del quejoso o tercero interesado; .porque hay casos como el previsto en el artículo 182, que indica que se trata de un término en días naturales. Además, el cómputo ha de hacerse conforme al artículo 21, o sea, a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto respectivo.

C).- Por otra parte, este segundo párrafo es omiso al señalar un plazo al Ministerio Público para que localice a la sucesión y en su caso haga la denuncia respectiva; y no establece qué hacer en el supuesto de que el Ministerio Público no cumpliere sus obligaciones.

PROPUESTA DE REDACCIÓN:

Artículo 15. En caso de fallecimiento del quejoso o del tercero interesado, siempre que EL ACTO RECLAMADO no afecte sus derechos estrictamente personales, el representante SI LO HUBIERE, continuará el juicio HASTA en tanto interviene el representante de la sucesión.

Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de sesenta días HÁBILES siguientes al en que SURTA EFECTOS EL AUTO QUE decretó la suspensión, se ordenará al ministerio público federal que EN EL PLAZO DE TREINTA DÍAS HÁBILES HAGA LA BÚSQUEDA Y LOCALIZACIÓN DE LA SUCESIÓN, Y EN CASO DE NO LOGRARLO, PROCEDA DENTRO DE LOS SIETE DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A HACER LA DENUNCIA correspondiente.

SI A PESAR DE LAS PREVENCIONES CONTENIDAS EN EL PÁRRAFO ANTERIOR, EL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL NO HICIERE LA DENUNCIA RESPECTIVA, SE DARÁ VISTA AL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, Y ENTRETANTO CONTINUARÁ SUSPENDIDO EL JUICIO EN LO PRINCIPAL, EXCEPCIÓN HECHA DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN, HASTA QUE SE LOGRE LA NOTIFICACIÓN A LA SUCESIÓN SOBRE EL ESTADO QUE GUARDA EL JUICIO. 

R e s p e t u o s a m e n t e

DR. VALDEMAR MARTÍNEZ GARZA

ABOGADO POSTULANTE

PROFESOR DE AMPARO EN LA FACULTAD LIBRE DE DERECHO DE MONTERREY

PRIMER VICERECTOR DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE NUEVO LEÓN

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO.

PONENTE:

LIC. Ramón Nuñez Álvarez

Magistrado de la Séptima Sala Penal.

T I T U L O

“ La  facultad de la autoridad de amparo para determinar a su prudente arbitrio, el plazo a cumplimentar la ejecutoria de garantías”
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“La facultad de la autoridad de amparo para determinar a su prudente arbitrio, el plazo a cumplimentar la ejecutoria de garantías”

I.- ANÁLISIS DE LA PROPUESTA

Don Quijote, el sin par personaje, cuando libera a los que van en cuerda por el camino “porque van a donde no quieren ir” pregunta entonces ¿Es buena la razón? La contestación es: Es sencillamente inmejorable porque representa la idea pura de la libertad del hombre. Es el sumum de la racionalidad sin el cual la Ley no es Ley, como dijera Santo Tomás.

Al resultar sumamente satisfactorio, conocer la convocatoria para que razonadamente participáramos haciendo llegar una opinión o comentario respecto a los temas, artículos, párrafos o fracciones del proyecto de una nueva Ley de Amparo que a nuestra consideración presenta la Comisión de Análisis de Propuestas para esa Nueva Ley, surge al igual que un compromiso con la comunidad jurídica de la que formamos parte, la grata idea de contribuir con un modesto trabajo, al histórico y esforzado programa que ineludiblemente contará con la heteronomía de ideas de los diversos grupos del país  que fueron citados para este noble fin, pero que indudablemente con la capacidad probada de la Comisión, se orientarán dichas opiniones hasta lograr hegemonía traducida en fórmulas normativas modernas y acordes con las exigencias actuales que garanticen un Estado de Derecho confiable, tendiente a proteger la plena y real vigencia de nuestra Constitución  y una mayor capacidad para aplicar la ley, así como el aseguramiento de una pronta, completa e imparcial administración de justicia.

En ese tenor, debemos reconocer sin ambages, la responsable actitud de la Comisión integrada por el Ministro Humberto Román Palacios, como Coordinador General, así como el Ministro Juan N. Silva Meza, doctor José Ramón Cossío Díaz, Magistrado César Esquinca Muñoa, doctor Héctor Fix-Zamudio,  licenciado Javier Quijano Baz, Magistrado Manuel Ernesto Saloma Vera y licenciado Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quienes sin reparar en el tiempo nos entregan el formal documento para opinar y concretizar propuestas que redunden en la construcción de un “mejor sistema de justicia, más oportuno y expedito” como lo expone el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Reconocemos por ende, el loable trabajo de tan connotados juristas, como producto real de largas y penosas jornadas de examen  profundo sobre las propuestas recibidas, que afectaron prácticamente a la totalidad del ordenamiento vigente, lo que es fácil  constatar. Su invaluable dedicación a esta labor es desde ahora ya reconocida por todos como la expresión genuina de un texto moderno que guiará la justicia federal en materia de amparo.

II. PONENCIA

Llama nuestra atención, las nuevas disposiciones comprendidas en el Título Tercero, Capítulo I, del proyecto, que se refieren al cumplimiento e inejecución de la sentencias de amparo; en concreto el tercer párrafo del artículo 190 que dispone: que los veredictos federales deben acatarse dentro de las veinticuatro horas, en tratándose de casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso y, en tres días, en los restantes.

Esta fórmula innovadora constituye un avance en el proceso de amparo, ya que el plazo rígido y perentorio de las veinticuatro horas que adopta el artículo 105 de la ley actual no resulta del todo ajustado a la realidad, merced a que, la complejidad que en ocasiones llega a revestir el acto reclamado o bien el exceso de trabajo que existe en las oficinas públicas, no permite a la autoridad responsable dictar con prontitud las medidas necesarias para restituir al quejoso en el goce de sus garantías violadas. Además de lo anterior, cabe señalar que en muchas de las ocasiones ningún menoscabo reporta al quejoso que la sentencia no se acate de manera inmediata.

Es verdad incuestionable, que el fallo federal debe cumplirse a la brevedad, pues como bien lo decía el entonces Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Don Silvestre Moreno Cora: “Lo que la ley quiere es que la ejecutoria se cumpla y que se cumpla sin demora”.
 Sin embargo, no puede pasar desapercibido que la autoridad responsable siempre será un ser humano, y como tal, sus determinaciones son imperfectas y falibles, y por lo mismo, es necesario que se le conceda un plazo prudente para reparar la ilegalidad de sus actos, máxime cuando la sentencia devuelve a la responsable la jurisdicción para que se pronuncie con relación a determinadas cuestiones.

Los anteriores  razonamientos nos sirven de fundamento para cuestionar el contenido parcial del aludido párrafo tercero del artículo 190 del proyecto, ya que a nuestro juicio no resulta saludable para un sistema de impartición de justicia que busca su perfección, que sea la ley, la que de manera fría e irreflexiva, determine que la resolución de amparo deberá cumplimentarse dentro de las veinticuatro horas en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, y en tres días  en los restantes. Consideramos que una mejor fórmula para alcanzar un régimen más justo y por ende más humano en materia de cumplimiento de sentencias, estriba no en clasificar qué resoluciones deben acatarse a la brevedad, como lo establece el proyecto, sino en otorgarle al órgano de control constitucional la facultad de fijar el plazo en que la autoridad responsable deba ejecutar su fallo, sin más límite que su prudente arbitrio dentro del término improrrogable de tres días.

En efecto, nos parece que el concepto de “casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso” que utiliza el parágrafo que analizamos (que por cierto también es empleado en los normativos 23 último párrafo, 1047 párrafo segundo y 130 de la ley actual), en modo alguno puede servir de base para determinar el tiempo en que deben cumplimentarse las ejecutorias, ya que el mismo resulta injusto y hasta un tanto discriminatorio para el quejoso, merced a que podría acontecer que un gobernado estime cómo una sentencia, cuyo resultado es apremiante para él, se tenga que cumplimentar en tres días y advierta que otros negocios menos urgentes se acaten de manera inmediata; y es que no debe perderse de vista que dentro del concepto arriba precisado pueden aterrizar un sinnúmero de asuntos, desde los de naturaleza penal hasta los del tipo administrativo; podríamos citar como ejemplo la necesidad de que la autoridad fiscal levante la clausura a un negocio que proporciona el único sustento al individuo, la urgencia de dictar un laudo que ordene la reinstalación de un trabajador despedido, la restitución de la vivienda de la cual fue lanzada una familia menesterosa y otros que estamos seguros surgieron ya en este momento en su mente.

Por otro lado, si convenimos en que el plazo de veinticuatro horas que establece la norma para cumplimentar la ejecutoria de amparo, se encuentra arraigado en nuestro sistema jurídico, desde hace ciento treinta y un años, pues el mismo apareció desde la Ley de Amparo de 1869, intitulada oficialmente “Ley Orgánica de los artículos 101 y 102  de la Constitución”, cuyo dispositivo  19 declaraba textualmente lo siguiente: “El juez de distrito hará saber sin demora la sentencia al quejoso, y a la autoridad encargada inmediatamente de ejecutar el acto que se hubiere reclamado; y si dentro de veinticuatro horas esta autoridad no procede como es debido en vista de la sentencia ocurrirá a su superior inmediato, requiriéndolo en nombre de la Unión para que haga cumplir la sentencia de la corte. Si la autoridad ejecutora de la providencia no tuviere superior dicho requerimiento se entenderá desde luego con ella misma.”; entonces decimos, y hasta nos atrevemos a afirmar que es el sentir de la mayoría de las autoridades responsables, la necesidad de ampliar el plazo concedido para acatar la ejecutoria, en razón de que las condiciones imperantes en el México actual no son las mismas que prevalecían en el año de 1869, por lo que debemos reconocer que la evolución de nuestra sociedad, la explosión demográfica, la sofisticada tecnología que nos envuelve y la globalización, entre muchos otros factores han motivado no sólo el aumento de los litigios sino también han elevado el nivel de complejidad de ellos y de las normas jurídicas que se han expedido para solucionarlos; por ejemplo, las relaciones comerciales entre los países, los contratos jurídicos que se celebran empleando los medios de comunicación actuales, como el internet o fax, los procedimientos de extradición y el establecimiento de empresas transnacionales, indudablemente que son cuestiones que no se debatían en el México del siglo XIX.

Al presentar su informe, el señor Ministro Humberto Román Palacios, con todo tino afirmó: “…actualmente la sociedad requiere de un sistema de justicia moderno que conduzca al aseguramiento de una pronta, completa e imparcial administración de justicia…”. Estimamos por ende, que la prontitud debe ir ligada a la adecuación del tiempo justo, por lo que la ampliación del plazo para cumplimentar las ejecutorias, constituye una de las medidas que se deben observar para mejorar el juicio de amparo y para ajustare éste a la realidad imperante.

La facultad que proponemos para la autoridad de amparo, desde luego que no sería arbitraria pues su empleo estaría regulado por las siguientes consideraciones: 

a) LOS DAÑOS QUE SE LE CAUSEN AL QUEJOSO CON EL ACTO RECLAMADO.- El juzgador deberá atender no sólo al bien que lesiona el acto reclamado (libertad, patrimonio, etc.), sino también a la premura que realmente exista para devolver al gobernado al goce de su garantía violada. Como dejamos antes apuntado, bien puede acontecer que una lesión al patrimonio deba ser reparada apresuradamente, o bien que un ataque a la libertad no requiera una respuesta de esa manera, verbigracia, cuando se concede el amparo contra un auto de formal prisión, y resultare que el accionante de garantías no puede obtener su libertad por estar sujeto  a otros procesos.

b) LOS ACTOS QUE DEBA EFECTUAR LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA  DAR CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA.- Al respecto, no debe pasar desapercibido, que la cumplimentación de un amparo, implica un esfuerzo extra de las autoridades cuando el acto reclamado resulta complejo; a manera de guisa, nadie dudaría que resolver algún asunto relacionado con la delincuencia organizada, con las quiebras fraudulentas en agravio de ahorradores o socios, con los delitos bancarios o, los procedimientos para exigir la responsabilidad de los servidores públicos, es por demás complicado. A lo anterior se debe agregar el exceso de trabajo existente en las oficinas públicas y en concreto, en el Poder Judicial de cada una de las entidades federativas, que igualmente impiden dar una respuesta inmediata a las órdenes del Tribunal Federal, máxime cuando en un mismo momento, se notifican más de una sentencia, como llega a acontecer.

Para determinar las dos condiciones anteriores, la autoridad de control constitucional deberá atender a las circunstancias que se deriven del expediente y tendrá que motivar las razones que tenga para otorgarle el plazo correspondiente a la responsable. Cabe señalar que la propuesta que aquí se plantea, ciertamente rompe con la inercia de los tiempos, pero ayudaría a mejorar el sistema de cumplimiento de las ejecutorias de amparo, ya que el Tribunal Federal estaría obligado a analizar con mayor detenimiento, ya no sólo la constitucionalidad del acto reclamado, sino la prontitud necesaria para restituir al quejoso en el goce de sus garantías y los actos que debe de efectuar la responsable para acatar la ejecutoria, y con ello se suprimiría el concepto de “casos urgentes y notorios perjuicios para el quejoso”, que por lo impreciso que resulta, podría ocasionar injusticias a las partes; al quejoso, porque no se podría considerar como apremiante un caso que en verdad lo es, y a la responsable, en virtud de que se le obligaría, en esos términos, a dar respuesta a un asunto que no lo amerita.

Es incontrovertible que toda sentencia que declara la existencia de una transgresión a las garantías individuales debe obedecerse de inmediato, más aún, si reconocemos que todo Estado de Derecho tiene como principio fundamental la inviolabilidad de sus normas constitucionales;  sin embargo, no debe soslayarse que las autoridades responsables tienen encomendadas funciones que también emanan de la ley suprema y que deben cumplir de manera pronta, pues tan importante resulta ejecutar una sentencia de amparo, como resolver la situación jurídica de un indiciado, así como fallar los procedimientos sometidos a su jurisdicción, dentro del término legalmente establecido para ello; y es que deviene pertinente recordar que en un sistema federal como el nuestro, ningún fuero es superior al otro, puesto que ambos tienen la misma jerarquía y sólo se distinguen por las atribuciones que cada uno de ellos le son conferidas  por la Carta Magna, amén de que, tampoco debe olvidarse que las entidades federativas carecen en ocasiones de medios económicos para la creación de los órganos jurisdiccionales necesarios a fin de ventilar los asuntos con la rapidez y prontitud que los obliga el Pacto Federal, mientras que la autoridad de amparo ha demostrado que sí cuenta con los recursos suficientes para ese propósito.

Así como en la introducción del proyecto se dice, que es recomendable ampliar los plazos de presentación de la demanda, a fin de que las partes preparen con mayor cuidado las instancias y con ellos pueda lograrse una elevación en la calidad de los litigios, también sería conveniente otorgarle, por equidad, a la autoridad responsable, un plazo prudente para el acatamiento de las ejecutorias, cuenta habida de que con ello, se conseguiría una mejor fundamentación y motivación, es decir, eficiencia en los veredictos, evitándose así su defectuoso cumplimiento o la repetición del acto reclamado.

C O N C L U S I Ó N

En mérito de lo anterior, consideramos pertinente que debe modificarse el párrafo tercero del artículo 190 del Proyecto de la Ley de Amparo, del modo siguiente:

“En un plazo que no excederá de tres días y a su prudente arbitrio, la autoridad de amparo que corresponda, prevendrá a las responsables en el oficio o medio de comunicación que se emplee, para que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia”.

Presentada por el Licenciado Ramón Nuñez Álvarez, Magistrado de la Séptima Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán de Ocampo, en el “Congreso Nacional de Juristas, para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo”, en Mérida, Yucatán. Noviembre del año 2000.
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En virtud de la amable invitación que tuvo a bien formularme para el Congreso Nacional de Juristas que se llevará a cabo en la ciudad de Mérida, Yucatán, del seis al ocho de noviembre próximo, en el presente me permito elaborar la ponencia que someto a consideración de dicho Congreso.

Con sujeción a la Guía técnica para la presentación de Ponencias, señalo que este trabajo atañe fundamentalmente al TITULO SEGUNDO, que trata “DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO”, CAPITULO I, atinente a “EL AMPARO INDIRECTO”, SECCIÓN PRIMERA, relativa a “PROCEDENCIA Y DEMANDA”, específicamente en lo que concierne al numeral 106, fracción VI, del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo texto es el siguiente: “Artículo 106.- El amparo indirecto procede: … VI. Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas cuando la ley no prevea a su favor algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificar o revocar esos actos, siempre que no se trate de juicio de tercería;”.

El análisis de la anterior transcripción lleva a concluir, salvo mejor opinión, que para la procedencia del amparo bi-instancial, se obliga a los extraños a un procedimiento a respetar el principio de definitividad que, al igual que otros, rige el juicio de garantías; principio conforme al cual aquél, en atención a su naturaleza extraordinaria, por regla general no cabe contra actos de autoridad susceptibles de ser combatidos a través de algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos, revocarlos o nulificarlos.  En otras palabras, el repetido principio implica que solamente pueden someterse a la vía de garantías aquellas violaciones de la ley que ya no sean susceptibles de reparación por la propia autoridad que las cometió o por su superior jerárquico.

El problema surge porque, al parecer, la norma en examen no sólo va más allá, sino que contradice lo que establece actualmente la Constitución General de la República en torno al tema.

En efecto, el artículo 107, fracción III, de ese ordenamiento dice: “Artículo 107.  Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:  III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:  a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera.  Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversia sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.  b)  Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan; y,  c)  Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio”.

Como puede verse, en los dos primeros incisos de la disposición constitucional, la procedencia del juicio de garantías quedó supeditada al previo agotamiento de los recursos ordinarios establecidos legalmente para la impugnación de los actos de la autoridad, de ahí que en esas hipótesis se haya acogido expresamente el referido principio.

Sin embargo, cuando se legitima a las personas extrañas a juicio para ejercer la acción de garantías, ninguna referencia se hace a la definitividad del acto reclamado, como requisito de procedencia, de donde se concluye que la Carta Magna en ningún momento las constriñe a someterse al principio de mérito, sino que de forma equitativa y generosa les otorga un tratamiento privilegiado, excepcional, en el que basta y sobra con que tengan dicho carácter a fin de que estén en aptitud de acudir al juicio de garantías, sin necesidad de agotar recurso o medio ordinario de defensa alguna.

Para reforzar este punto se vista, téngase presente que el precepto que se examina es de contenido sustancialmente idéntico al 114, fracción V, de la Ley de Amparo vigente, que a la letra dice: "Artículo 114.  El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito:  V.  Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate de juicio de tercería”
Y en lo concerniente a esta disposición legal, en la tesis aislada publicada en la página dos mil ochocientos ochenta y ocho, Tomo LXX, Quinta Epoca del Semanario Judicial de la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentó el criterio, en esencia, de que rebasa la prevención constitucional que constituye su antecedente. Tal criterio es del tenor siguiente: “PERSONAS EXTRAÑAS AL JUICIO, AMPARO PEDIDO POR LAS, CONTRA LOS PROCEDIMIENTOS DE REMATE. Conforme a la fracción IX del artículo 107 constitucional, los terceros extraños al juicio pueden promover el amparo contra actos ejecutados fuera de juicio o después de concluido, sin estar obligados a agotar los recursos o medios de defensa que concedan las leyes comunes, y no obsta a lo anterior, lo prevenido en la fracción III del artículo 114 de la Ley de Amparo en el sentido de que en los casos de ejecución de sentencia, y especialmente en los de remate, el juicio de garantías debe promoverse contra la resolución final o el auto que apruebe o desapruebe el remate, pues esta disposición se refiere exclusivamente a las partes en el juicio, y no a los terceros extraños; y por lo que se refiere a la fracción V del artículo 114 citado, que establece que los terceros extraños pueden solicitar amparo por actos, dentro o fuera de juicio, que los afectan, siempre que la ley común no establezca recurso o medio de defensa, debe decirse que esta disposición está en pugna con el texto de la fracción IX del artículo 107 constitucional, que no impone dicha limitación a los terceros y, por lo mismo, no puede aplicarse”.

Conviene aquí recordar, que en la ejecutoria de cinco de noviembre de mil novecientos noventa, pronunciada en la Contradicción de Tesis 14/90, entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos, decidió reiterar la jurisprudencia ciento noventa y nueve, publicada en la página trescientos veintitrés, del Tomo Común al Pleno y a las Salas, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación correspondiente a los fallos emitidos por la Suprema Corte de Justicia de 1917 a 1985, que reza lo siguiente:  “PERSONA EXTRAÑA AL JUICIO, NO NECESITA AGOTAR RECURSOS ORDINARIOS PARA OCURRIR AL AMPARO.  Los terceros extraños afectados por determinaciones judiciales dictadas en procedimientos a que son ajenos, no están obligados a agotar recursos ordinarios o medios legales de defensa antes de ocurrir al amparo”
También sostuvo que en la fecha en que dictó la resolución, no había cambiado (ni en la actualidad) la norma constitucional que establece la procedencia del juicio de amparo contra actos que afecten a personas extrañas al juicio, y que por ello existen las mismas razones para excluirlas del principio de definitividad.

Asimismo consideró en resumen, que el artículo 107, fracción III, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no impone la obligación, previa a la promoción del juicio de garantías, a cargo de las personas extrañas al juicio, de agotar recursos ordinarios, como sí lo hace con las partes que intervienen en el juicio en el que se produzcan los actos reclamados, en el numeral y fracción mencionados, incisos a) y b); que la excepción al principio de definitividad que rige en el juicio de amparo, tiene por objeto no dejar en estado de indefensión al tercero extraño al juicio, pues los recursos ordinarios sólo pueden interponerse por las partes del contencioso a excepción de la tercería; que además existen términos dentro de los cuales no podría hacer valer su derecho el tercero extraño, por desconocer el acto procesal que le perjudique; aún más, aunque el tercero extraño pudiera interponer en tiempo algún recurso, no tendría los elementos necesarios para poder defenderse adecuadamente al no tener acceso al expediente del juicio.

Por otro lado, en la tesis 2ª. LVI/2000, visible en la página ciento cincuenta y seis, tomo XII, atinente a julio del año dos mil, novena época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, la Segunda Sala de la actual Suprema Corte de Justicia de la Nación reiteró a favor de las personas extrañas al juicio o al procedimiento del cual emanan los actos reclamados, la excepción al principio de definitividad, entre otros casos. El texto de la tesis se transcribe a continuación:  “DEFINITIVIDAD. EXCEPCIONES A ESE PRINCIPIO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.-  De la interpretación literal y teleológica del artículo 107, fracciones III, IV, VII y XII, de la Constitución Federal, así como de los artículos 37, 73 fracciones XII, XIII y XV y 114 de la Ley de Amparo y de los criterios jurisprudenciales emitidos al respecto por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, se deduce que no existe la obligación de acatar el principio de definitividad que rige el juicio de amparo indirecto, cuando se reclaman los siguientes actos:  I.  Los que afectan a personas extrañas al juicio o al procedimiento del cual emanan;  II.  Los que dentro de un juicio su ejecución sea de imposible reparación;  III.  Los administrativos respecto de los cuales, la ley que los rige, exija mayores requisitos que los que prevé la Ley de Amparo, para suspender su ejecución;  IV.  Los que importen una violación a las garantías consagradas en los artículos 16, en materia penal 19 y 20 de la Constitución Federal;  V.  Leyes, cuando se impugna con motivo del primer acto de aplicación;  VI.  Los que importen peligro de la privación de la vida, deportación o destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 constitucional;  VII.  Actos o resoluciones respecto de los cuales, la ley que los rige no prevé la suspensión de su ejecución con la interposición de los recursos o medios de defensa ordinarios que proceden en su contra;  VIII.  Los que carezcan de fundamentación;  IX.  Aquellos en los que únicamente se reclamen violaciones directas a la Constitución Federal, como lo es la garantía de audiencia; y X.  Aquellos respecto de los cuales los recursos ordinarios o medios de defensa legales, por virtud de los cuales se puede modificar, revocar o nulificar el acto reclamado, se encuentran previstos en un reglamento, y en la ley que éste regula no se contempla su existencia”.

En estas circunstancias, es evidente que la Ley Suprema releva a las personas extrañas a juicio del deber de agotar el principio de definitividad, antes de ejercer la acción de garantías, y el artículo que es motivo de esta ponencia no parece ajustarse a aquel ordenamiento.

Es cierto que en referencia al artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo vigente, la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria descrita líneas atrás, determinó que de la interpretación lógico jurídica de ese artículo, y en armonía con el precepto constitucional 107, fracción III, inciso c), de la Carta Magna, se advierte que aquél, sin contrariar a éste, no impone una limitación al principio de definitividad, sino establece una opción adicional, esto es, para que previamente a la interposición del juicio de garantías, el tercero extraño a juicio pueda interponer los recursos ordinarios o medios legales de defensa, contra las resoluciones que en éste se dicten, si ello conviene a sus intereses y resulta, a su juicio, mejor medio para obtener respeto a sus derechos, y una vez que se dicte la resolución correspondiente en ese recurso o medio legal, dispondrá de la acción constitucional contra esta última resolución; ello sin perjuicio de su derecho de acudir directamente al juicio de garantías.

Empero, a fin de que la situación quede perfectamente definida en la propia ley y no haya lugar a duda de la intención del legislador, sería conveniente que del numeral 106, fracción VI, del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se elimine la expresión que involucra el principio de definitividad, en los términos que se sugieren al final de este trabajo, con lo que se ajustaría cabalmente a la prevención constitucional que le da origen, en relación con la cual, por cierto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación no propone enmienda alguna; y de paso se armonizaría el contenido de aquel precepto con el del 59, fracción V, del mismo Proyecto, que a la letra dice:  “Artículo 59.  El juicio de amparo es improcedente:  XIV.  Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas. Se exceptúa de lo anterior:  c)  Cuando se trate de terceros extraños al procedimiento”.

En virtud de lo anterior, propongo que el artículo 106, fracción VI, del repetido proyecto se redacte de la siguiente manera:

“Artículo 106.  El amparo indirecto procede:

I…

II…

III…

IV…

V…

VI.  Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas; y,

VII.”
Deseo aprovechar este espacio para formular un comentario sobre tema diverso, que no constituye propiamente un planteamiento de fondo, sino que recae en lo que parece un simple error mecanográfico.

Está en el TÍTULO QUINTO, cuyo tema es:  “MEDIDAS DISCIPLINARIAS Y DE APREMIO, RESPONSABILIDADES Y SANCIONES”, CAPÍTULO II, relativo a “RESPONSABILIDADES Y SANCIONES”, del Proyecto al cual se refiere el presente escrito.

En efecto, el artículo 255 del documento reza lo siguiente:  “Artículo 255.  En el caso de los artículos 235, fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días”.

Mientras que los preceptos a que alude aquél dicen:  “Artículo 235.  Las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva”  “Artículo 236.  Para mantener el orden y exigir respeto los órganos jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, las siguientes medidas disciplinarias:  I.  Multa;  o,  II.  Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se celebre la audiencia. En casos extremos, la audiencia podrá continuar en privado”.

Nótese que el artículo 235, al que alude el 255, ninguna referencia hace a multa, ni tiene fracciones, lo que sí ocurre con el 236; pero estimo, salvo mejor opinión, que en realidad el precepto 255 pretende abarcar el citado 236 y el 237, este último que a la letra dice:  “Artículo 237.  Para hacer cumplir sus determinaciones los tribunales, bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio:  I.  Multa;  II.  Auxilio de la fuerza pública; y, III.  Ordenar que se ponga al infractor a disposición del ministerio Público por la probable comisión de los delitos que resulten, en caso de haber flagrancia; en caso contrario, levantar el acta respectiva y hacer la denuncia ante la propia representación social”.

En esta tesitura, la redacción del artículo 255 debería ser de la siguiente forma:  “Artículo 255.  En el caso de los artículos 236, fracción I, y 237, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días”.

Doy aquí por finalizada la presente ponencia.

Durango, Dgo., a 16 de octubre del año dos mil.

EL MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO DEL

VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.

LIC. HECTOR FLORES GUERRERO.
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Artículo:
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En acatamiento a los lineamientos establecidos para la celebración del Congreso Nacional de Juristas, el Honorable Tribunal Superior de Justicia del Estado de Hidalgo por mi conducto, presenta y somete a su consideración la siguiente ponencia:

“EL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE”

La Ley de Amparo como todos sabemos constituye la norma sustantiva y adjetiva federal que establece y regula el juicio de garantías, el cual representa en nuestro sistema jurídico la piedra angular para la defensa de nuestra Constitución y los derechos fundamentales de los ciudadanos, siendo  ésta la forma más elevada y perfecta de asegurar con su función la vigencia de la voluntad popular soberana en todo tiempo, forma y circunstancia; por ello la cotidiana labor del juez de amparo se erige como el principal eje a partir del cual se garantiza y afianza la eficacia del orden constitucional que conduzca al aseguramiento de una pronta, completa e imparcial administración de justicia.

La teoría clásica de la acción se ha definido como “el derecho de perseguir en juicio lo que nos es debido”, luego entonces el ejercicio de ese derecho ante autoridad competente, produce la actualización de las atribuciones del órgano del Estado que es la aplicación de las facultades jurisdiccionales de los tribunales con todas las consecuencias procesales de carácter legal, por lo que iniciado el juicio, fijado el debate en relación con lo que se pretende, las partes adquieren obligaciones procesales que deben satisfacer para mantener la vida jurídica del derecho de acción ejercitada, el juzgador al dictar sentencia va a determinar la trascendencia jurídica de la pretensión de las partes, vinculándolos con su acto de autoridad en el que materializaran los derechos y obligaciones impuestos a quienes fueron partes en el juicio.

En el artículo 103 de nuestra Constitución de manera clara  determina la facultad del Poder Judicial Federal  para resolver las controversias que surjan por leyes o actos de  autoridad, cuando se ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar en ejercicio del poder público y afectan o produzcan menoscabo en el ámbito jurídico de los particulares violentando las garantías individuales, entendidas éstas dentro del contexto del Derecho Procesal, como aquellos que inciden en la esfera jurídica del gobernado, ejercitando el derecho de acción de amparo que reclama el particular en defensa de su derecho de libertad, siendo también   petición de  justicia al Tribunal Constitucional  la afirmación del particular  que el acto que reclama afecta su  libertad por lo que demanda se le restituya en el ejercicio de su derecho.

Ahora bien una vez que la autoridad federal ha emitido su fallo, éste puede ser impugnado a través de los recursos que prevé la ley de la materia, mismos que se interponen precisamente por estar en contra del sentido de la resolución  pronunciada, impugnación presentada ante un superior jerárquico competente, a fin de que sea revisada y en su caso confirmar o revocar la resolución en virtud de que quien lo emite no esta facultado para ello por un principio de justicia y de orden social, que exige que tengan firmeza los procedimientos que se siguen en un juicio y estabilidad los derechos que por ellos se conceden a las partes.

Al tener a la autoridad responsable como parte en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto por el numeral 5 fracción II de la Ley de la materia vigente y ser precisamente su resolución la que dio origen al juicio de amparo, debe considerarse que la autoridad judicial del orden común al interponer el recurso de revisión de conformidad con lo previsto en el artículo 87 del ordenamiento legal antes invocado, así como en base a la Jurisprudencia que al respecto ha emitido la Suprema Corte de Justicia de la Nación titulada REVISION PENAL. ES DE ESTRICTO DERECHO SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE LA HACE VALER, registrada con el número 210,746; ésto lo hace con el único objeto de velar por la constitucionalidad de sus actos, estimando que la autoridad federal puede cometer al momento de emitir sus fallos el error in judicando  que es precisamente el que se reclama al interponer el recurso referido que en realidad constituye una verdadera apelación por denotarse una afectación al contenido del proceso, consistente en aplicar mal la ley o no aplicar la correcta, pudiendo ser también una impropia utilización de los principios lógico jurídicos, afectando de esta manera el fondo del asunto y estando en juego el derecho sustancial, por lo que conforme a los agravios expresados que son la base de la controversia y con los que se pretenden demostrar la ilegalidad de la resolución impugnada, resulta necesario que nuevamente se le reconozca legitimación a la autoridad responsable a fin de interponer la revisión, con la única y exclusiva finalidad de que la verdad jurídica sea encontrada en una autentica administración de justicia garantizando los derechos de la sociedad.

Si la Ley de Amparo es reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal y uno de los aspectos susceptibles de tutelarse a través  de él  son las Garantías Individuales, es incuestionable que en los Juicios de Amparo interpuestos contra la resolución de autoridades jurisdiccionales, su materia de estudio se concrete al pronunciamiento de la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, virtud a lo cual no es verdad que en el Juicio de Amparo Indirecto lo que se ventila es propiamente los intereses del quejoso y del tercero perjudicado, como se ha pretendido establecer con los diversos criterios jurisprudenciales que se han pronunciado en contra de la legitimación de las autoridades responsables en la interposición del recurso de revisión, advirtiendo en los mismos que la intervención jurisdiccional del orden común se agota al pronunciar la resolución reclamada y que por tales razones el fallo federal de garantías sólo afecta los intereses particulares del quejoso o del tercero perjudicado, sustentando estos criterios con tesis que corresponden a autoridades laborales, agrarias y con referencias a juicios de amparo directo,  ejecutorias de mérito que lejos de observar el principio de igualdad que debe prevalecer entre las partes reconocidas en el juicio constitucional, lo único que hacen es desconocer los derechos, negando a la vez los siguientes atributos y facultades:

1. Su carácter de parte en el Juicio de Amparo

2. La igualdad entre las partes de un proceso jurisdiccional

3. La igualdad de oportunidades procesales a las partes componentes del juicio

4. La oportunidad de defender la constitucionalidad del acto o resolución que el quejoso califica de violatorio de garantías.

Es pertinente distinguir el significado de la legitimación ad causam,  el interés jurídico y el interés social en el juicio de amparo, ya que doctrinal y jurisprudencialmente se ha establecido   que la primera corresponde a quien es titular del derecho deducido jurisdiccionalmente, es decir que quien inste la actividad jurisdiccional sea precisamente el titular del derecho que ostenta y por su parte el interés jurídico se traduce propiamente como el derecho reconocido por las leyes es decir como el derecho subjetivo que deducido en juicio sea verídico, resultando así que el interés social es la función impuesta de ajustar sus actos al contenido de los ordenamientos legales aplicables, cuya motivación y fundamentación constituyen el principio y a la vez el límite del arbitrio judicial con la finalidad de administrar justicia garantizando así la defensa de los derechos de la sociedad

Aplicados tales conceptos al Juicio de Garantías como presupuestos básicos del mismo, adquieren una dirección de acuerdo a los intereses que persigue cada parte integrante del Juicio Constitucional, pues mientras el quejoso y el tercero perjudicado deducen intereses de carácter personal, el de uno para obtener la anulación de la situación que le perjudica y el del otro para mantenerla subsistente, la Autoridad Responsable tiene únicamente el interés directo de sostener la legalidad del acto que ha realizado y que lo defiende por haber sido reclamado por el quejoso de violentar sus garantías, siendo a partir de ese momento cuando surge la legitimación de la autoridad para interponer los recursos permitidos por la Ley de Amparo, pues debe de pugnar esa responsable por defender con fundamentos la legalidad de sus actos.

Es verdad que para interponer la revisión no basta ser parte sino que es necesario tener un interés jurídico y social protegido, a fin de obtener el fallo revocatorio que se pretende, pero también es innegable que dicho interés, es el de mantener nuestro Estado de Derecho que tiene como principal función el de garantizar la justicia y el respeto a la persona humana, por lo que no debemos perder de vista que la Autoridad Judicial de la cual emano el acto reclamado tiene como premisa fundamental impartir justicia en los asuntos que se someten a su jurisdicción en los términos que la propia Constitución señala.

Para ejemplificar lo ya manifestado, como antecedente me permito exponer lo sucedido en un juicio de amparo indirecto en el cual como acto reclamado se señala la resolución mediante el cual se decreta el auto de formal prisión a un procesado por el delito de homicidio calificado, el juez federal después de haber efectuado de oficio un estudio a la prescripción, resuelve que toda vez que la pena mínima es de 10 años y la máxima de 20, y existiendo en autos que de la fecha en que se cometió el ilícito a la que se le tiene como formalmente preso han pasado diez años, es en consecuencia procedente decretar la prescripción de la acción penal por haberse cumplido el término medio aritmético de la pena privativa de libertad que señala la ley para el delito de que se trate, de inmediato el Juez del fuero común “Autoridad Responsable” interpone el recurso de revisión a fin de establecer que el término medio corresponde a quince años y no a diez, por lo que solicita sea revocado ese fallo, resolviendo al respecto que se carece de legitimación para interponer el recurso de revisión tomando en consideración diversas tesis relacionadas con amparos directos en materia agraria y laboral que nada tienen que ver con el asunto en estudio, obteniendo como resultado que a la fecha se encuentra gozando de  libertad, una persona que se tenía como probable responsable de un homicidio sólo por haber efectuado mal una operación aritmética, situación de impunidad que atenta en contra del estado de derecho, que los familiares de la ahora occisa no entienden y sólo se preguntan si eso es una correcta aplicación del derecho.

Bajo ese contexto como propuesta nos permitimos señalar que en el proyecto de la Nueva Ley de Amparo, la Autoridad Responsable como parte en el Juicio de Garantías conforme a lo establecido en el Título Primero, Capítulo II,  artículo 4 fracción II, pueda interponer el Recurso de Revisión, tal como lo dispone el Capítulo XI, artículo 78 y Sección Primera artículo 79, que en el numeral 85 del proyecto referido, sea reconocida la legitimación a la Autoridad Responsable que la Constitución le ha otorgado y no únicamente a quien ostenta la calidad de parte en el juicio o procedimiento del que se deriva el acto reclamado, estimando lo anterior como necesidad prioritaria  de la construcción de un Estado de Derecho que cuente con mejores leyes para garantizar la plena vigencia de nuestra Carta Magna y a la vez una mayor capacidad para aplicarlas, atendiendo a que actualmente la sociedad  demanda mayores garantías y controles frente al poder, que garanticen la justicia y la seguridad  tanto de quienes se encuentran sujetos a un procedimiento como de quienes resultan ofendidos por una conducta ilícita necesidad que al satisfacerse es lo único que impide que los particulares se hagan justicia por si mismos, permitiendo a la vez que su proceso se resuelva de manera cierta, legal, dentro de un justo equilibrio, asegurando que su expedición sea pronta, completa e imparcial.

POR LA  ATENCIÓN BRINDADA,  MUCHAS GRACIAS.

SILVIA VERGARA LLANO

Ponencia del Licenciado Pablo Zapata Zubiaga, Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Chihuahua, Chih., en relación con el artículo 117, segundo párrafo, inserto en el Título Segundo, Capítulo I, Sección Segunda, del Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La presente ponencia se encuentra enfocada al análisis de la parte final del segundo párrafo del artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo, en cuanto a que establece que para el desahogo de la prueba testimonial en el amparo indirecto, no son aplicables las reglas de la ley supletoria.

El tratadista Manuel Mateos Alarcón, en su obra doctrinaria denominada “Estudios Sobre Las Pruebas en Materia Civil, Mercantil y Federal”, Primera Edición, Cárdenas Editor y Distribuidor, página 171, expresa que:  “…El origen de la prueba "testimonial se remota a los más remotos tiempos de la "antigüedad; tenía entonces un gran valor, porque era el único "medio con el cual contaban los hombres para hacer constar los "actos jurídicos que celebraban o los hechos de los cuales "derivaban sus derechos,

“Inventando el arte de la caligrafía, disminuyó el prestigio de esa "prueba aunque sin perderlo totalmente, porque el conocimiento "de ese arte fue al principio el patrimonio de unos cuantos. Pero a "medida que progresó la civilización, se le dio mayor fe a los "instrumentos y documentos, porque las constancias en ellos "contenidas perduran y no están expuestas a los caprichos y a las "volubilidades de los hombres, debidas a la pérdida de la memoria "por el transcurso del tiempo, al interés y a las demás pasiones "que los pueden dominar…”.

Dada la íntima vinculación y a criterio del suscrito, la contradicción que existe entre el artículo 2º, y el artículo en comento (artículo 117, segundo párrafo, ambos del Proyecto de Ley de Amparo), considero, para una mayor claridad en mi exposición, transcribir el texto del primero de los citados artículos:

“Artículo 2º. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o "indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas "y procedimientos que establece esta ley. A falta de disposición "expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de "Procedimientos Civiles y, en su defecto, los principios generales "del derecho.”.

De la interpretación de dicho artículo, se colige que la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles en la substanciación de los juicios de amparo debe entenderse con la limitación que prescribe el precepto antes transcrito; es decir, sólo cuando en el Proyecto de Ley de Amparo, no exista disposición expresa respecto de aquellas instituciones establecidas por dicho ordenamiento, no reglamentadas, o reglamentadas deficientemente, en tal forma que no permita su aplicación adecuada.

Lo anterior encuentra sustento legal en el criterio contenido en la tesis sustentada por el H. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 240, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, relativo a los años 1917-1988, que textualmente expresa lo siguiente:

“SUPLETORIEDAD DEL CODIGO FEDERAL DE "PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY DE AMPARO. "REQUISITOS.- Dos son los requisitos necesarios para poder "aplicar como ley supletoria de la de amparo, el Código Federal "del Procedimientos Civiles; a) Que la Ley de Amparo contemple "la institución respecto de la cual se pretenda la aplicación "supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles y b) Que "la institución comprendida en la Ley de Amparo no tenga "reglamentación o bien, que conteniéndola sea deficiente.”.

Es verdad que dicho criterio resulta ser de fecha anterior a la elaboración del Proyecto de Ley de Amparo y que el mismo se refiere a la interpretación del artículo 2°, párrafo segundo, de la vigente Ley de Amparo, pero también es cierto que dada la similitud existente entre dicho precepto y la redacción (en la parte conducente) del artículo 2°, del Proyecto de Ley de Amparo, considero que tal criterio sigue vigente.

Asentado lo anterior, a continuación se procede al análisis de la parte final del segundo párrafo del artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo; el mencionado segundo párrafo del artículo en comento, textualmente expresa lo siguiente:

“Artículo 117.- …Las pruebas testimonial, pericial o inspección "judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado "para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el "del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, "exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los "interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los "testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre "que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres "testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las "reglas de la Ley supletoria…” (el subrayado es mío).

Ahora bien, del estudio comparativo de las disposiciones contenidas en los artículo 2° y 117, párrafo segundo, del Proyecto de Ley de Amparo, se advierte una franca contradicción entre ambos preceptos, pues mientras tanto el primero de dichos artículos (el 2°, del Proyecto de Ley de Amparo), establece la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos civiles en la substanciación del juicio de amparo, en aquellos casos en que no exista disposición expresa en la ley de la materia, el segundo de los citados artículos (o sea, el 117, párrafo segundo, del Proyecto de Ley de Amparo), dispone que para el desahogo de la prueba testimonial, no serán aplicables las reglas de la ley supletoria (el Código Federal de Procedimientos Civiles).

Se afirma que lo dispuesto por el artículo 117, segundo párrafo, parte final, del Proyecto de Ley de Amparo, resulta ser contradictorio con lo dispuesto por el artículo 2°, de dicho ordenamiento, en atención a que si no existe en el citado Proyecto de Ley de Amparo, disposición alguna respecto a de que forma o sobre qué bases legales se va a llevar a cabo el desahogo de la prueba testimonial, no se justifica la razón por la cual, permanezca inserta en dicho artículo, la prohibición expresa en el sentido de que para el desahogo de la prueba testimonial, no serán aplicables las reglas de la ley supletoria o sea, las del Código Federal de Procedimientos Civiles, habida cuenta de que tal prohibición (la de aplicar las normas de la ley supletoria en el desahogo de la prueba testimonial anunciada y ofrecida en el juicio de amparo), vendría a generar incertidumbre entre las autoridades que conozcan del juicio de amparo,  respecto a sobre que bases legales se va a llevar a cabo el desahogo de dicha probanza y, a efecto de evitar dicha incertidumbre y de la interpretación, quizás en algunos casos, contradictorias, de dicho precepto legal, se propone que para que dicho artículo mantenga congruencia con el artículo 2°, del Proyecto de Ley de Amparo, se modifique para que quede en los siguientes términos:

“Artículo 117.- …Las pruebas testimonial, pericial o inspección "judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del "señalamiento para la celebración de la audiencia constitucional, "sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia "audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las "partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deben ser "examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de "los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán "más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo resultan "aplicables las reglas de la ley supletoria, atento lo dispuesto por "el artículo 2°, de esta ley…”.

Muchas Gracias.

Chihuahua, Chih., a seis de octubre de dos mil.

MAGISTRADO PABLO ZAPATA ZUBIAGA.

T E M A:

PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO

TÍTULO SEGUNDO: DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPÍTULO II
AMPARO DIRECTO

SECCIÓN PRIMERA PROCEDENCIA

ARTÍCULO 168

Esta ponencia tiene como objeto proponer que las hipótesis de procedencia de amparo indirecto, contempladas en las fracciones IV y V del artículo 106 del Proyecto de Ley de Amparo, se trasladen al artículo 168 de la misma, para que sea su trámite mediante la vía directa.

Fundamento

El juicio de amparo nació como un medio para tutelar la Constitución de las posibles violaciones que cometan las autoridades del estado, en las diversas hipótesis de procedencia establecidas en el artículo 103 constitucional.

Ahora bien, en nuestro régimen dicha finalidad del juicio de amparo se ha ampliado no solamente a tutelar directamente la Constitución, sino que a través de la garantía de legalidad, consagrada en los artículos 14 y 16, se extiende a los ordenamientos legales secundarios; mismos que se pueden combatir tanto en vía directa o indirecta, según las diversas hipótesis que se prevén en los artículos 114 y 158 de la Ley de Amparo y que ahora se encuentran en los artículos 106 y 168 del Proyecto de Ley de Amparo. 

El amparo de legalidad puede tramitarse según sea el caso, en la vía indirecta, cuyo procedimiento consta de dos instancias, o en la vía directa, en la que el conocimiento del acto se hace en una sola instancia. Es aquí donde se advierte que es indispensable  se unifique la competencia para conocer de tales actos, pues suele suceder que tratándose de un mismo caso puede variar la forma de tramitación del juicio según las circunstancias, siendo en este punto donde se propone  que las fracciones IV y V del artículo 106 del Proyecto de Ley de Amparo se trasladen al artículo 168 del mismo, para que sea en la forma directa; que es en términos de economía procesal más expedita.

Lo anterior se pone a consideración, pues se estima que las hipótesis que contemplan las fracciones IV y V del artículo 106, de referencia, son cuestiones de mera legalidad, en las que ya está delimitado el problema a resolver y no se hace necesario se abra la instrucción para recabar y desahogar pruebas.  Por ende, si ya está en condiciones de resolverse, es preferible que ya no se tramite en la vía bi-instancial sino en una sola instancia.

En efecto, lo previsto en las multicitadas fracciones IV y V del artículo 106 del Proyecto de Ley de Amparo, son problemas claros de legalidad, pues se refieren a violaciones procesales o a derechos sustantivos  cometidas por actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, ocurridas fuera, dentro o después de concluido el juicio,  pero la materia a estudio, siempre será la aplicación e interpretación de normas secundarias con relación al artículo 14 de la Constitución, esto es, por violaciones al principio de legalidad.  Así podemos ver, como ejemplo, el caso de un auto de formal prisión, que si bien afecta derechos sustantivos como la libertad, también lo es, que esta afectación se da con relación al principio  de legalidad, pues lo que se estudia, es si el mismo está dictado conforme a las leyes aplicables.

Asimismo podríamos señalar algunos otros casos en los que el motivo a analizar sería si las normas específicas en que se fundan son las exactamente aplicables, pudiéndose citar en la especie, lo relacionado a todos aquellos problemas de personalidad en los juicios, la procedencia de la vía, la sentencia que confirma un remate, el auto que desecha parcialmente una demanda, la reconvención y otros más que sería innecesario mencionar.

Ahora bien, podemos advertir que algunos de los ejemplos que enunciamos en el párrafo anterior, pueden ser analizados no sólo en la vía indirecta sino también, en la directa, cuando se dan determinadas condiciones.  Así tenemos que en materia de personalidad la resolución que la desestima se combate en forma indirecta, y la que tiene por no acreditada la personalidad del actor, como ya se considera que es una resolución que puso fin a juicio, es impugnable por la vía directa; como ese caso podríamos enumerar muchos, como el desechamiento total de una demanda que es directo, mientras que el desechamiento parcial es indirecto, etc.

Como se ve, el juicio de amparo en materia de legalidad no es congruente, pues para algunos  casos, de características  similares establece dos vías  distintas, según las circunstancias en que ocurran estos,  abriéndose en unos  instrucción para reunir pruebas y dejarlo en estado de sentencia, como lo es en el amparo indirecto,  y en el otro no, que es el amparo directo;  surgiendo la duda, por qué en un caso es necesario abrir una instancia para que se agote la instrucción, como lo serían las resoluciones que tienen por reconocida la personalidad al actor; y en esa misma hipótesis de personalidad, pero cuando se desconoce la misma, se acude directamente al juicio de amparo.  ¿Qué no en las dos se analizó la personalidad, a través de las normas que la rigen?, entonces, ¿era necesario abrir un juicio a prueba y dejarlo en estado de resolución?  La respuesta a la primera interrogante es SI, es el mismo problema, y a la segunda NO, pues no se considera necesario, dado que las constancias ya estaban integradas; por ende, se propone que el amparo judicial de legalidad que contemplan las fracciones IV y V del artículo 106 del Proyecto de Reformas de la Ley de Amparo, sean trasladadas a las hipótesis de procedencia que contempla el artículo 168 de la misma ley, para que estas sean analizadas en la vía directa y así resolver el juicio en forma más ágil y menos engorrosa, y con las siguientes ventajas:

a) Ahorro de una instancia.

b) Estudio de los conceptos de violación en forma directa, y no a través de los agravios.

c) Cuando se reclame una ley, no será necesario llamar a juicio a las autoridades que la emitieron.

d) Al ser más ágil el proceso se provocaría que ya no fuera utilizado para entorpecer los juicios.

Adviértase que no se hace referencia a la fracción VI del artículo 106 del Proyecto de la Ley de Amparo, pues en ésta se habla del tercero extraño o cuando la ley o acto reclamado no establezcan ningún recurso, pues en este caso estamos ante una violación directa a la Constitución, como es la garantía de audiencia, en la que es necesario que el procedimiento de amparo se vea en forma de juicio, por ende la vía indirecta es la adecuada.  En este caso también hay que contemplar al tercero extraño por equiparación.

TEMA:  COMPETENCIA AMPARO DIRECTO.

TITULO SEGUNDO: DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPITULO II             AMPARO DIRECTO

SECCION PRIMERA PROCEDENCIA

ARTICULO 168.

La presente Ponencia está dirigida a proponer una adición al segundo párrafo del artículo 168 del Proyecto de  Ley de Amparo, en relación a lo que se debe entender por resoluciones que pongan fin al juicio.

El texto del proyecto de Ley de Amparo, en la parte que interesa, dice:

"...por resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal, lo den por concluido."

La adición que se propone es en el siguiente sentido:

"...por resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal, lo den por concluido, así como aquellas en las que se deseche una demanda, ya sea total o parcial, o bien la acción reconvencional."

FUNDAMENTO:

Con anterioridad a las reformas de la Ley de Amparo, que entraron en vigor el día 15 de enero de 1988, del amparo directo en contra de resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, debía intentarse sólo cuando se reclamaran sentencias definitivas o laudos, entendiéndose por las primeras aquellas que decidieran el juicio en lo principal y respecto de las cuales las leyes comunes no concedieran recurso o medio de defensa ordinario  gracias  al cual pudieron ser revocadas o modificadas, las resoluciones pronunciadas por dichos tribunales que no correspondieran a esta descripción debían ser combatidas a través de la vía indirecta.

Sin embargo, este sistema de competencia sufrió una variación cuando por virtud del decreto de reformas a la Constitución de 29 de julio de 1987, en vigor a partir del día 15 de enero del año siguiente en términos de su artículo único transitorio, se adicionó la fracción III del artículo 107, para establecer en su inciso a) la procedencia del amparo en la vía directa en contra de las resoluciones que ponen fin al juicio.

El concepto así introducido por el constituyente, fue recogido y reglamentado por el autor de la Ley de Amparo, en sus artículos 44 y 46 que a la letra se transcriben.

Artículo 44. El amparo contra sentencias definitivas o laudos, sea que la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, o contra resoluciones que pongan fin al juicio, se promoverá por conducto de la autoridad responsable, la que procederá en los términos señalados en los artículos 167, 168 y 169 de esta Ley.

Artículo 46. Para los efectos del artículo 44, se entenderán por sentencias definitivas las que decidan el juicio en lo principal, y respecto de las cuales las leyes comunes no concedan ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modificadas o revocadas.

Con arreglo a estas prevenciones, procede el juicio de garantías en la vía directa ante los Tribunales Colegiados y por conducto de la autoridad responsable, si se reclaman resoluciones pronunciadas por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que pongan fin al juicio, entendiendo por ellas las que sin decidirlo en lo principal, lo dan por concluido, según la interpretación del Legislador ordinario sobre el concepto jurídico introducido en la Ley Fundamental.

Como se puede ver, el amparo directo contra resoluciones que pongan fin al juicio, tiene la finalidad de eliminar la instancia del Juez de Distrito. El legislador buscó con esto que, todas las resoluciones jurisdiccionales o judiciales, salvo aquellas que requieran una instrucción, deben ser de una sola instancia.

Si bien resultó evidente que las sentencias de sobreseimiento que dictaban las Salas de los tribunales Administrativos, Judiciales o del Trabajo, son resoluciones que ponían fin al juicio, se discutió si los desechamientos que dictaban dichas autoridades no eran resoluciones que pusieran fin al juicio, entablándose en ese entonces la discusión si contra las mismas no era procedente el amparo directo, sino el indirecto, es decir, el que se promueve ante el Juez Federal. La anterior discusión  quedó dilucidada al pronunciar la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la jurisprudencia que a  continuación se transcribe: Octava Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII-Noviembre. Tesis:2ª./J.5/91. Página:47.- DEMANDA FISCAL, DESECHAMIENTO DE LA. EL AMPARO DIRECTO PROCEDE CONTRA LA RESOLUCION QUE LO CONFIRMA. La resolución de una Sala del Tribunal Fiscal de la Federación que confirma el auto que desecha una demanda es de aquellas a que se refiere el tercer párrafo del artículo 46 de la Ley de Amparo, que si bien no deciden el problema plateado por el actor en su demanda, dan por terminado el juicio relativo. Por tal motivo, su reclamación debe hacerse en amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, de conformidad con lo establecido en los artículos 107, fracción III, inciso a), constitucional, así como 44 y 158 de la Ley citada, de acuerdo con sus textos reformados vigentes a partir del 15 de enero de 1988, y no en amparo indirecto como procedía antes de las referidas reformas. Esto es así, porque, para los efectos del amparo, el juicio se inicia con la presentación de la demanda ante el órgano correspondiente, pues independientemente de las concepciones doctrinarias del concepto genérico de juicio, éste debe entenderse atendiendo a la intención de las reformas constitucionales y legales citadas. Cuando no se requieren pruebas no allegadas a la responsable para determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto procesal proveniente de tribunales administrativos, no se justifica la promoción de un amparo que admite hasta dos instancias y supone la celebración de una audiencia con un periodo probatorio, sino la de un juicio constitucional que normalmente se tramita en una sola instancia y que no requiere de la celebración de una audiencia con términos para el ofrecimiento y desahogo de pruebas. Lo anterior, por motivos de economía procesal. En el caso de la resolución que confirma el desechamiento de la demanda, los elementos para juzgar si ésta estaba o no en condiciones de ser admitida, ya debieron ser aportados ante la autoridad de primera instancia o ante la responsable". 

Contradicción de tesis, Varios 10/89. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo, cuarto y Sexto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del mismo Circuito. 18 de febrero de 1991. 5 votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Jesús Antonio Nazar Sevilla.

Como se puede ver en la contradicción de tesis, la sala se inclinó por considerar que los desechamientos de demanda constituyen resoluciones que ponen fin al juicio. Por lo que ahora se propone que ese concepto quede plasmado en el proyecto de reforma a la Ley de Amparo, pero además se considera que el mismo debe ser un poco mas amplio y abarcar casos de igual entidad, como los comprendidos cuando se desecha una demanda parcialmente y el desechamiento de la acción reconvencional, ya que tales resoluciones gozan de las mismas características de las que ponen fin al juicio; pues es evidente que tratándose de un desechamiento parcial de una demanda o de la reconvención, esa parte de la petición del accionante, ya recibió una respuesta terminal de la autoridad jurisdiccional, y agotado el recurso correspondiente, si lo hay, ya no existe posibilidad de que en la sentencia que se llegue a dictar respecto de la parte de la demanda que si se admitió, se  aborden  esos temas.

Ahora bien, se insiste en que es necesario dejar claro que tanto el desechamiento, ya sea total o parcial de una demanda o de la acción reconvencional, son resoluciones que ponen fin al juicio y debe quedar así determinado en la Ley de Amparo, para que no haya dudas en su interpretación. Pues una de las razones que se tuvieron, para incorporar a la vía del amparo directo no solo las sentencias o laudos definitivos, sino las resoluciones que pusieron fin al juicio, fue la de que no era necesaria una instancia ante el Juez de Distrito para que se abra una instrucción, o sea para la reunión de pruebas, procedimientos y formalidades para poner un asunto en estado de sentencia. Lo que acontece evidentemente con las demandas desechadas, total o parcialmente, o bien las de la acción reconvencional.

Si bien con lo anterior se estima suficiente para considerar que se incorpore al concepto de resoluciones que ponen fin al juicio, aquellas que desechan total o parcialmente una demanda o la acción reconvencional, también se pueden argumentar motivos de lógica y equidad que se explica con el siguiente ejemplo.

Si dos personas, en forma separada, intentan sendas demandas y les son desechadas, procedería Amparo Directo. Ahora bien, si estas dos personas intentan su acción en un mismo escrito y respecto de uno de ellos, se admite la demanda y por el otro se desecha, tendríamos una demanda parcialmente desechada, contra la cual, si se considerara que no puso fin a juicio, habría que remitirla a un Juzgado de Distrito a que agotara un juicio bi-instancial, lo que a la luz de la perspectiva de la cual esta ponencia está partiendo, resulta contrario a la lógica, pues existiendo dos problemas semejantes se les darían soluciones distintas, ahorrando en un caso trámites innecesarios, y obligando en otro, de iguales características, a recorrer un camino que a otro ya se le allanó. 

Esta propuesta atiende por demás, a una tendencia legislativa dirigida a transformar el sistema de impugnación en amparo, que ya se vislumbraba desde la iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución formulada para el período extraordinario de sesiones del Congreso de la Unión del mes de abril de mil novecientos ochenta y siete, en que se lee la siguiente exposición de motivos:

"Se propone la reforma del inciso a) de la fracción III del artículo 107 para que el amparo proceda contra sentencias definitivas o laudos, como se encuentra en el precepto vigente, pero además respecto de resoluciones que pongan fin a los juicios que se ventilen ante tribunales judiciales, administrativos y del trabajo, pues la experiencia forense ha demostrado que existen resoluciones que ponen fin al juicio sin que constituyan sentencias definitivas o laudos; resulta contrario a la economía procesal que si la resolución pone fin al juicio, se deba recurrir a un amparo indirecto, cuando para efectos del amparo dichas resoluciones tienen la misma entidad que las sentencias definitivas o laudos".

Por su parte, las Comisiones Unidas Primera de Gobernación y de Puntos Constitucionales de la Cámara de Senadores señalan en su dictamen:

"1o.- Se reforma el inciso a) de la fracción III y la fracción V en su primer párrafo y en su inciso b), para hacer procedente el amparo contra cualquier resolución que ponga fin al juicio, sea o no una sentencia definitiva o laudo. Esta modificación aparece como correcta, dado que existen resoluciones jurisdiccionales que sin tener el carácter de sentencias, o laudos, resuelven en definitiva la controversia y ponen fin al proceso. La manera de combatir estas resoluciones ha sido la de acudir al amparo indirecto. La iniciativa señala que en atención a la economía procesal y dado que las mencionadas resoluciones tienen efectos equivalentes a las sentencias definitivas, o a los laudos, debe proceder contra ellas el amparo directo, lo cual parece pertinente a estas comisiones".

De un tenor similar es el dictamen de la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados, en la parte del documento enseguida transcrita:

"Y por último, por lo que respecta a la reforma al artículo 107 en la fracción III y la fracción V, se adiciona el término "resoluciones que pongan fin al juicio", con esta reforma se introduce un nuevo caso de procedencia del juicio de amparo directo, ya que hasta la fecha éste sólo procedía contra sentencias definitivas o laudos definitivos, pero no contra resoluciones definitivas por lo que actualmente para hablar de amparo directo es necesario que previamente haya una sentencia o laudo definitivos, sin embargo, en muchas ocasiones en los juicios que se siguen ante tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, se dictan resoluciones que tienen el mismo efecto de una sentencia definitiva, es decir, resuelven el juicio sin posibilidad posterior de remedio alguno. Con la reforma se quiere que resoluciones de una misma naturaleza cuenten con el mismo procedimiento de defensa y con eso hacer menos técnico el juicio de amparo, en beneficio de quienes acuden a interponer sus demandas de amparo ante los Tribunales de la Federación".

En el mismo orden de ideas se desarrolló el proceso legislativo en torno a las mencionadas reformas a la Ley de Amparo, según puede advertirse de las ideas expuestas en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial y en los dictámenes de las Comisiones Unidas de Justicia y Segunda Sección de la de Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores y de la de Justicia de la Cámara de Diputados; del primer documento interesa reproducir lo siguiente:

"En el primer apartado, se incluyen las reformas de los artículos 22, fracción III, primer párrafo, 44, la adición de un tercer párrafo al artículo 46 y la reforma de los artículos 158, 161, primer párrafo, 163, 166, fracciones IV y V, 173 y 174 primer párrafo, a efecto de incluir a las resoluciones que ponen fin al juicio, como aquellas resoluciones que junto a las sentencias definitivas y laudos, pueden ser materia de amparo directo, en los términos que lo ordena la reforma de la fracción V del artículo 107 constitucional.

Por economía procesal y mejor técnica judicial, la fracción V del artículo 107 constitucional asimila las resoluciones que ponen fin al juicio a las sentencias definitivas o laudos, puesto que todas ellas participan de la naturaleza procesal de concluir con el juicio, aunque con diversos efectos y consecuencias jurídicas; resultaba conveniente, como lo aprobó el Constituyente Permanente al reformar esta fracción constitucional, que el amparo directo fuese también procedente en contra de las resoluciones que ponen fin al juicio, además de las sentencias y laudos, sin dejar que las primeras fuesen atacables por medio del amparo indirecto. Dentro de este apartado, destaca la adición del tercer párrafo al artículo 46, a efecto de definir lo que debe entenderse por resoluciones que ponen fin al juicio, y esta iniciativa propone que se consideren como tales aquellas que sin decidir el juicio en lo principal, lo dan por concluido, y respecto de las cuales las leyes comunes no concedan ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modificadas o revocadas".

Como se ve en las exposiciones transcritas se observaban los factores de orden real y actual que determinan el nuevo concepto de "juicio", así como una tendencia a una justicia mas rápida y expedita, que vaya acorde al artículo 17 Constitucional, en la que se evite la tramitación de juicios en dos instancias cuando solo requieren de una sola, por no ser necesaria la etapa probatoria y de instrucción.

JOSE MANUEL DE ALBA DE ALBA

TITULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPITULO I

Disposiciones Fundamentales

ARTÍCULO 1º.

En este artículo se establece que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la constitución y derechos humanos que protegen los tratados internacionales que ahí se precisan. Con lo anterior, se amplia su procedencia a la protección de los derechos humanos que consagran los tratados internacionales celebrados y que se han ratificado, cuando podría cuestionarse que su jerarquía es diversa; en todo caso, bastaría con referir que abarca a tales derechos , sin hacer la enumeración de los tratados, para evitar que la ley no comprenda a los que con posterioridad se celebren y que se requiera una reforma legislativa para adaptar su contenido.

CAPITULO II

Capacidad y personería

ARTICULO 12.

En este precepto se contempla la figura de la representación común, exigencia legal por la cual las partes o el juzgador nombran a uno de entre dos o más personas, que ejercitaron la acción constitucional y que se instituye por economía procesal, para evitar que se multipliquen los tramites, retardando el procedimiento, pudiendo entenderse con el representante común todo lo concerniente a las demás, amén de que evita la confusión que se podría producirse si cada uno de los sujetos, que integran una parte procesal, pudiese obrar independientemente de los otros, lo que además propiciaría el surgimiento de conflictos procesales de difícil solución. Sien embargo, hay quien sostiene que la representación común no puede eliminar el derecho de las personas que integran una parte plural para actuar en juicio y que sólo sirve para que el órgano jurisdiccional entienda sus actuaciones y notificaciones 

ARTICULO 13.

En el texto de este precepto se señala que para la admisión de la demanda en materia penal, bastará con que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar en un plazo de cinco días, y si  no lo hace, el órgano jurisdiccional lo hará del conocimiento del señalado como quejoso, para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda y si no lo hace se sobreseerá el juicio. Pero como en muchos de los casos el quejoso desconoce la trascendencia de su determinación y con objeto de evitar limitaciones en ejercicio de sus derechos, sería pertinente establecer que dicha ratificación podrá hacerse en el momento de la diligencia o en el término de tres días, con objeto de permitirle, entre otros, la consulta a su abogado, asesor o familiares, para adoptar la determinación más adecuada a sus intereses; pues no es raro que en esos casos el interesado manifieste “que no sabe, que consultará a su abogado”.

En todo caso, parece muy exigente establecer un plazo de cinco días para que el defensor acredite su personalidad y entratándose de las otras materias, pueda hacerlo hasta la audiencia constitucional, ya que en el artículo 10 del proyecto se establece que cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto, en nombre del quejoso o del tercero interesado, afirme bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida, siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.

CAPITULO III 

Plazos

ARTICULO 16.

En forma novedosa se establece un término para la reclamar en amparo una sentencia condenatoria o para promoverlo contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios, a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal; sin embargo, el término de noventa días podría ser reducido y por ende inadecuado. Lo anterior se sostiene, ya que, en muchos casos, el agraviado se encuentra interno,  obtiene copia de la sentencia varios días después de que fue notificada; cuando es visitado por alguno de sus familiares, le encarga que busque un abogado o se entreviste con el de oficio; tiempo después, con la persona que lo patrocinaría, toma la determinación de interponer la demanda, pero para que esto se vuelva realidad, en varios de los casos, requiere allegarse de recursos económicos para pagar el patrocinio, lo que le ocupa algún tiempo. Entratándose de los amparos promovidos por los núcleos de población sujetos al régimen ejidal o comunal, los representantes del núcleo a veces tardan en reunirse, en emitir las convocatorias a asamblea, en celebrarse éste y en ella o en una posterior, se determina la conveniencia de contratar a un abogado, después se define a la persona física que lo será y con posterioridad se reúnen los recursos y la documentación necesaria para su entrega al profesionista a quien se encomienda su elaboración. Por ello, de establecerse un término para su interposición, considero no debería ser menor al de seis meses, es decir, ciento ochenta días.

ARTICULO 18. 

En este precepto se establecen los días hábiles e inhábiles para la substanciación y resolución de los juicios de amparo, estableciéndose que, entre otros, serán inhábiles aquéllos en que por disposición de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la Judicatura Federal, se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramita el juicio de amparo, pero como en ocasiones queda a discreción de los tribunales de circuito y de los juzgados la determinación de ello, sería conveniente sólo indicar que serán inhábiles también, aquéllos en los que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional, sin exigir que se deba a una disposición de los órganos superiores antes invocados.

ARTICULO 22.

En este precepto debe substituirse la palabra jurisdicción por residencia, dada la amplitud de aquélla, es decir, debe contemplarse la posibilidad de que el quejoso presente su demanda y la primera promoción del tercero perjudicado en la oficina de correos que corresponda al lugar de su residencia o en la más cercana, si no radica en el lugar en donde se encuentra el tribunal.

CAPITULO IV

Notificaciones

ARTICULO 26.

En la fracción IV de éste artículo se ordena notificar personalmente al interesado la providencia que mande ratificar el desistimiento de la demanda o de algún recurso, estableciéndose que si no consta en autos domicilio para oír y recibir notificaciones, la petición será reservada hasta que el interesado llene la petición, notificándose el tramite por lista. Lo anterior implica la desestimación de tal petición y en consecuencia, el trámite y posible solución de asuntos en los que el promovente ya no tenga interés, por lo que podría ser más saludable establecer que la consecuencia de reservar tal petición sería suspender el procedimiento y que transcurridos tres meses sin que se apersone en el juicio la parte quejosa o recurrente para manifestarse sobre el particular, se tendrá por ratificada tal petición y se decretará el sobreseimiento del juicio (ver criterio contenido en la parte final del artículo 13 del proyecto).

CAPITULO V

COMPETENCIA

SECCION SEGUNDA

Conflictos competenciales

ARTICULO 46.

En este precepto se establece que cuando se presente una demanda de amparo ante un juzgado de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación y estimen carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus anexos, al juez o al tribunal  que estimen competente, sin decidir sobre la admisión ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que se trate de aquéllos actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, sin precisarse si la salvedad se refiere a la admisión o a la suspensión, siendo que respecto de esta última también debería proveerse cuando ello sea necesario para la subsistencia de la materia del amparo.

CAPITULO VII

Improcedencia

ARTICULO 59.

En su fracción IV, deben incluirse las resoluciones o declaraciones de las Legislaturas de los Estados en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político, ya que no existe razón para su exclusión.

En las excepciones al principio de definitividad, contenidas en el inciso b) de la fracción XIV, se establece, entre otros, que procederá el amparo cuando el acto reclamado sea la resolución que establezca los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, cuando sería mas correcto indicar que procederá respecto de aquellas resoluciones que establezcan los requisitos para su disfrute, ya que, en respuesta a la petición de tal beneficio, primero se establece el derecho o no a ella y en su caso los requisitos que deben satisfacerse para alcanzarlo, y posteriormente se otorga, es decir, en un diverso proveído y una vez satisfechos tales requisitos, se decreta la libertad bajo caución del solicitante, ordenándose su excarcelación.

CAPITULO VIII

Sobreseimiento.

ARTICULO 62.

Con objeto de darle agilidad a la tramitación de los juicios de garantías, debe establecerse que cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, lo cuminicarán de inmediato al órgano jurisdiccional de amparo, y de ser posible, remitirán las constancias pertinentes.

Capitulo x

Sentencias

ARTICULO  75. 

El último párrafo de este precepto, estimo, debe redactarse en diversa forma, ya que en la forma propuesta pudiera llegar a interpretarse en el sentido de que en todas las sentencias que se pronuncien en el juicio de garantías deberán precisarse sus efectos, cuando en realidad, al concederse la protección constitucional solicitada, en ocasiones se otorga el amparo de manera lisa y llana y en otras para efectos, y al establecerse que deberá ser en esta última forma, pudieran originarse algunos conflictos, sobre todo cuando el amparo se otorga de manera total, ya que al indicarlos pudieran no abarcarse todos los aspectos, con lo que se produciría un efecto contrario al buscado. Razón por la cual se propone que este último párrafo quede redactado de la siguiente forma:

“En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo para efectos, el juzgador deberá precisarlos, para su estricto cumplimiento.”

ARTICULO 77.

Al parecer existe un error en su último párrafo, pues al establecerse los casos en que opere la suplencia de la deficiencia en la queja, aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, no incluyen aquellos en que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en materia penal y en materia agraria; y abarca otros supuestos cuya inclusión resulta discutible.

TITULO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPITULO I

EL AMPARO INDIRECTO

SECCION PRIMERA

Procedencia y Demanda

ARTICULO 108.

Con objeto de que no se considere que existe una contradicción entre lo dispuesto por este precepto y el artículo 14, deberá precisarse que la hipótesis a que alude parte del supuesto de que el promovente del amparo sea el directo quejoso. Si es otra la intención, deberá concordarse lo establecido en él y en el aludido artículo 14, ya que en éste último se establece que se abrirá cuaderno de antecedentes y sólo si se ratifica la demanda de amparo por el interesado, se tramitará el juicio y que en caso contrario se tendrá por no presentada.

SEGUNDA SECCIÓN

Substanciación

ARTICULO 117.

En este artículo se establece que no son aplicables las reglas de la Ley supletoria para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial o inspección ocular, pero no se precisa, entonces, cuales serían las que rigen su recepción.

SECCION TERCERA

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO

PRIMERA PARTE

Reglas generales

ARTICULO 126.

En la fracción III quizá fuera más conveniente establecer el requisito para al efecto establece la constitución en su artículo 107, fracción X, es decir, que se tome en cuenta la naturaleza de la violación alegada, y que, en todo caso, de proceder, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.

Articulo 135.

En este precepto se establece que no se requiere el otorgamiento de una garantía para que surta efectos la suspensión en los casos que se refiere en el artículo 125, en su fracción II, pero se excluyen aquellos en que también procede de oficio y que contempla la fracción I de ese precepto, con lo que la imposibilidad que tuviere el quejoso para otorgar la garantía exigida le vedaría el acceso al juicio de garantías, pues no se suspenderían los actos que reclama y que de llegar a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado.

ARTICULO 136.

En su fracción II, se establece que la audiencia incidental deberá afectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas.

Al efecto es pertinente indicar que la rapidez con que ha de celebrarse la audiencia incidental no debe constituir un subterfugio que sirva para maniobras dolosas o para burlar la ley, ni por ello debe hacerse inaccesible o ineficaz. No es conveniente  que la tramitación del incidente de suspensión del acto reclamado se someta a reglas tales que originen determinaciones que, por carecerse de elementos, indebidamente perjudiquen a alguna de las partes en el juicio de garantías.

De interpretarse el referido artículo 136, en el sentido de que la audiencia incidental deberá verificarse en setenta y dos horas, sean a partir de que se presentó la demanda o de que se admitió, se dejara en completo estado de indefensión al quejoso, pues no se le podrá dar vista con el informe previo y no tendrá oportunidad de desvirtuarlo o de ofrecer pruebas relacionadas con él, y menos aún, de formular alegatos, en especial, en aquellos casos en que se controvierta la procedencia de la suspensión definitiva.

Así, por ejemplo, si la demanda se presenta en día lunes y se acuerda en la misma fecha, la medida suspensional normalmente se notificará a la autoridad responsable hasta el día martes, transcurriéndole las veinticuatro horas para rendir su informe al miércoles siguiente, con lo que ya hubieren transcurrido cuarenta y ocho horas; y si el juez de Distrito considera que debe darse vista al quejoso con el informe previo para no dejarlo en estado de indefensión, en el mejor de los casos, dictará auto relativo el referido miércoles, lo cual se notificará por lista al día siguiente, notificación que conforme al artículo 29, surtirá efectos el viernes, momento en el cual ya hubieren transcurrido las setenta y dos horas; más aún, si le considera un término mínimo para ofrecer pruebas sobre el particular, en especial, si tendrá que desvirtuar la negativa de la autoridad responsable respecto a la existencia del acto reclamado, para hacer procedente el otorgamiento de la suspensión definitiva.

SEGUNDA PARTE 

En materia penal

ARTICULO 166.

Atendiendo a que ciertos juicios de amparo podrá concederse la suspensión para el efecto de que el quejoso obtenga su libertad personal, con objeto de evitar que ello cause perjuicios a terceros, sería conveniente establecer que en aquellos casos en que a pesar de las garantías otorgadas y las medidas de aseguramiento decretadas no se evite que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia, la garantía pueda remitirse al juez natural, para que de proceder y en su momento oportuno sirva para pagar la reparación del daño al ofendido.

TITULO CUARTO

JURISPRUDENCIA Y DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O DE INTERPRETACIÓN CONFORME.

CAPITULO I

Disposiciones generales.

ARTICULO 215.

En este artículo se propone establecer que la jurisprudencia que establecen los tribunales colegiados de circuito de amparo, es obligatoria para los órganos mencionados en el primer párrafo del precepto, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pero tratándose de la relativa a leyes federales y que la correspondiente a ordenamientos de la entidad o entidades de su jurisdicción, sólo será obligatoria en ella, con objeto de evitar que algunos órganos jurisdiccionales apliquen tales criterios, a pesar de que las leyes locales correspondientes no regulan de la misma forma el caso de que se trata. Lo anterior a pesar de que el requisito que ahora se establece en el artículo 216, fracción II, en pro de su claridad, pues no debe olvidarse que la misma es aplicada por tribunales ajenos al amparo, a los que se les debe expresar lo anterior de manera más clara y contundente.

CAPITULO III

Jurisprudencia por contradicción de tesis

En este capitulo se propone incluir un precepto que establezca que en aquéllos casos en que hubiere sido denunciada una contradicción de tesis ante la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, cualquiera de las partes en los juicios en los que pueda tener aplicación alguno de los criterios que dieron origen a la contradicción, pueda pedir la suspensión de la vista del asunto, hasta en tanto se resuelva ésta, ya que se antoja injusto que su asunto se resuelva con el criterio que al fallarse la contradicción se estime no era el adecuado.

“En los juicio de amparo directo, cuando alguna de las cuestiones debatidas sea materia de una contradicción de tesis ya denunciada ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cualquiera de las partes en el juicio podrá solicitar la suspensión de la vista del asunto hasta en tanto se resuelva”.

TITULO QUINTO 

CAPITULO II

Responsabilidades y sanciones.

Se propone que en este capítulo se atemperen las sanciones y se eliminen algunos de los casos en los que se estima que las partes o el juzgador de amparo incurre en la comisión de un delito, ya que ello podría originar que los afectados mediante actos de autoridad que violen sus derechos, que no se encuentren perfectamente definidos, tengan recelo de acudir al juicio de amparo y que los jueces actúen con temor, por ejemplo, al otorgar o negar una suspensión y al celebrar o diferir alguna audiencia constitucional; toda vez que actualmente existe un órgano encargado de corregir las deficiencias en el desempeño de tan difícil encomienda y de imponer, cuando ello procede, alguna sanción administrativa  ante las faltas en que incurre el titular de un órgano jurisdiccional.

Con los anteriores comentarios, se pretende contribuir, aunque de manera modesta a la formación del Proyecto de Ley de Amparo, que, sin duda, es motivo de satisfacción para los miembros del Poder Judicial de la Federación y que servirá para una buscar el anhelado estado de derecho al que todos aspiramos.

GERARDO DAVILA GAONA

ministro humberto román palacios.

coordinador general de la comisión 

de analisis de propuestas para una 

nueva ley de amparo.

mexico, d.f.

Observaciones o propuestas al proyecto de la Ley de Amparo que realiza el LIC. JOSE MARIO GARCIA Y LINARES Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Puebla, con residencia en la ciudad de Puebla.

TITULO 1º.

1.  Consideró que el artículo 1º debe ser más explícito en cuanto a los actos de autoridad que violen los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia pues siento que así como está redactado el precepto propiciaría abusos en el ejercicio de la acción constitucional, relacionándolo además con los artículos 106 y 168.

2.  En cuanto al capítulo dos que trata de la capacidad y personería, considero que sus artículos que lo componen deben prever la suspensión o interrupción del juicio de amparo, en casos de fallecimiento del quejoso o tercero perjudicado – porque el artículo 9º no es muy claro a ese respecto, es decir se debe precisar cuando procede la interrupción y cuando la suspensión.

3.  En cuanto al capítulo tres, considero que los plazos que se proponen para la presentación de la demanda de amparo son muy largos, de tal manera que propiciaría el letargo o adormecimiento en la administración de  la Justicia Federal, que como es sabido por mandato constitucional debe ser pronta y expedita.

Ello se explica, porque como también es sabido a veces por acuerdos intrascendentes dictados en un procedimiento, los abogados que asesoran al quejoso, las más de las veces deliberadamente promueven el amparo hasta el último día en que fenece el término actual para la presentación del amparo, para retardar más el asunto en su beneficio (juicios ejecutivos mercantiles), por lo que de accederse al término que propone, como se dijo propiciaría el alargamiento tal vez injustificado de la solución de los conflictos que la sociedad reclama su pronta solución.

4.  En cuanto al capítulo séptimo, siento que son muy pocas las causales de improcedencia que se regulan, por ejemplo deben existir mas causales de improcedencia en las que se apoye el juez al dictar el auto inicial del juicio, esto es, si el juez observa y se tiene acreditado con documentales que recabe oficiosamente o por la certificación en la demanda por parte de la Oficialía de Partes que existe otro juicio de amparo similar promovido por el quejoso, que está en trámite o ya se desistió con la deliberada intensión que su nuevo amparo se tramite ante el juzgador al que acude por segunda ocasión, de entrada debe sobreseer y así en casos análogos pues no es jurídico que estos juicios de amparo se continúen con su tramitación dado que sólo solapa la malicia de los litigantes y provoca el exceso de amparos con el consiguiente retardo en la administración de justicia.

5.  Por lo que se refiere al capítulo nueve sección primera que trata de la nulidad de notificaciones, considero que debe fijarse un término perentorio para la promoción de ese incidente.

6.  Por lo que se refiere al capitulo once, debe precisarse determinadamente en su articulado, los actos contra los que proceden los recursos de revisión, queja, revisión adhesiva y reclamación para una fácil localización en beneficio de la sociedad ya que no se explica porque en distintos capítulos se hace referencia a la procedencia de determinado recurso y en cambio en otro aspecto, por ejemplo no se dice que recurso procede contra la resolución de un incidente de nulidad de notificaciones, etc.

TITULO 2º.

7.  Por lo que se refiere al capítulo I, que trata de la procedencia de la demanda y pruebas, considero que debe legislarse sobre la admisión de otras pruebas aparte de las tradicionales, por ejemplo las fotografías, las cintas o fonográficas, etc., legislar sobre las objeciones de las partes sobre las mismas, pues al respecto no se dice nada.

En cuanto a los requisitos para la admisión de la demanda de garantías, consideró que debe exigirse al quejoso acompañe a la misma copia del acto reclamado cuando exista, pues las más de las veces no lo señalan correctamente ni precisan cuando tuvieron conocimiento del mismo con la deliberada intención de no incurrir en la extemporaneidad.

8.  Considero igualmente que la procedencia del juicio de amparo en las materias civil, laboral, agraria y aún en la penal, debe condicionarse a una sentencia interlocutoria o a una sentencia definitiva, porque ello impediría hacer inacabable un juicio o proceso con la tramitación de innumerables juicios de amparo, que proceden contra simples actos de procedimiento que se han considerado irreparables, ya que ello lejos de propiciar una administración de justicia pronto y expedita, sólo lo retarda en perjuicio de la sociedad, lo que no es congruente con los principios rectores de la constitución y aún del juicio de amparo.

Así deben separarse las etapas del procedimiento por ejemplo propongo que durante la etapa inicial, pruebas y alegatos no debe proceder el amparo, sino hasta la sentencia, asimismo la etapa de ejecución de sentencia no debe dividirse en ejecución propiamente dicha y remate, pues consideró que ambas etapas forman parte de ese periodo, el juicio de amparo debe proceder  hasta la última etapa del periodo de ejecución, precisando cual es, o que acto de autoridad lo hace surgir así se acabaría con el abuso que se hace del juicio de amparo; sin embargo para que éste cumpla su función de controlador de las garantías individuales en un procedimiento, propongo que debe proceder contra sentencias interlocutorias de naturaleza indistinta que se dicten en ambos periodos, incluyendo la orden de aprehensión y autos de formal prisión dictados en un proceso penal.

Considero que la nueva Ley de Amparo deberá tener un capítulo especial sobre la presentación de las demandas de término y análogas, en su presentación deberá fijarse un limite de tiempo propongo que la Oficialía de Partes que es la que tiene a su alcance el reloj fechador oficial, sea la encargada de recepcionar, las demandas de término, las promociones y consignaciones con los instrumentos del delito del ministerio público, para lo cual dicha oficialía debe permanecer abierta al público hasta las veinticuatro horas, debiendo remitir tales actuaciones a la autoridad correspondiente a primera hora hábil (9 horas) del día siguiente.

Puebla, Pue., a 18 de octubre de 2000.

A T E N T A M E N T E .

LIC. JOSE MARIO GARCIA Y LINARES.

Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo.

Ponencia que presenta el Licenciado Jesús R. Sandoval Pinzón.

Magistrado del Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito.

Antecedentes.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el conjunto normativo en que el pueblo de México ha cristalizado directa e inmediatamente sus aspiraciones, tendencias y forma de gobierno.  Es la expresión del pensamiento popular, titular de la soberanía y contiene todos aquellos caracteres que implican seguridad para los miembros de la colectividad, en el sentido de que sus derechos sean respetados  por las diversas autoridades del Estado.

Por consiguiente,  la Constitución es la expresión de la Soberanía, y el orden normativo que la contiene está por encima de todas las leyes y todas las autoridades, tienen la obligación ineludible de respetarla, sus características son entonces, la supremacía por ser emanación de la más alta fuente de autoridad y la primacía porque ocupa el primer lugar en todas las leyes.

La sola inserción en nuestra Constitución de todos estos aspectos, sería nugatoria o vana si la propia Ley Suprema no estableciera su propia  defensa.  Así pues, históricamente surgió la necesidad de encontrar un medio jurídico de hacer respetar  los derechos consagrados en ésta.

En efecto, el juicio de amparo surgió a la vida jurídica de México merced al impulso social, que tiende primordialmente a garantizar, tanto la supremacía de la Constitución, como la integridad y observancia de sus preceptos, los cuales se verían expuestos a ser violados impunemente sin su existencia. Sin embargo, no basta que se revista a la Ley Fundamental con el carácter de ser la primera y suprema ley del Estado, como lo creían los primeros revolucionarios franceses, para que el régimen por ella instituido  prevalezca en la realidad, sino que existe la imprescindible necesidad de que haya un medio jurídico para hacerla respetar, para tutelar el orden de derecho por ella establecido y para reparar los perjuicios ocasionados por las violaciones cometidas contra sus preceptos.

De esta manera, surge el juicio de amparo como consecuencia pragmática de la tendencia protectora de la Constitución, y su existencia, tiene necesariamente que fundamentarse en principios lógico-jurídicos acordes a su desenvolvimiento histórico, y armonizarlos  con los tiempos y circunstancias, y desde luego, enriquecerlos con las experiencias de tantos años.

Por eso, hoy es el momento en el que hay que armonizar esos principios rectores del juicio de amparo, pues  estamos casi en el umbral del tercer milenio, y ya presenciando la consolidación de la democracia de nuestro país; la conformación de uno de los Congresos más plurales en la historia; instituciones republicanas fortalecidas; cada día mexicanos mas preparados, con pensamiento maduro; los avances tecnológicos, en la informática, en las comunicaciones; Pero también, la inseguridad e injusticias.

El diccionario Larousse describe la palabra seguridad como: “Confianza, tranquilidad de una persona procedente de la idea de que no hay ningún peligro que temer”.  ¡Este tipo de seguridad es el que reclama hoy en día el pueblo de México!

Un árbitro que no es independiente propicia la desconfianza. Más aún, alienta la inseguridad. No sólo la de quienes están a punto de invertir sus recursos financieros en México, esperando que se respeten los términos de sus convenios sino, particularmente, la de quienes, día a día, esperan que nuestras autoridades actúen con apego al Derecho. Alejandro A. Chafuen y Eugenio Guzmán en su obra intitulada “Libertad económica y Corrupción”  señalan que: “ la verdadera libertad económica sólo es posible en un sistema de gobierno limitado con un fuerte estado de derecho. La libertad económica tiene poco significado si la corrupción gubernamental significa que solo unos pocos podrán disfrutar de ella.”  Por ello, concluyen los autores en cita: “ La supremacía de la ley, con un gobierno limitado, es la esencia de una sociedad justa, una sociedad en la que se respeten los derechos de las personas y en la que los individuos tienen la libertad de mejorar su vida personal y social por medio de su propio esfuerzo y de acuerdo a las leyes justas, sin interferencias de la acción corrupta del gobierno”. 

En ninguna época se ha hablado tanto de la impartición de justicia como en la actualidad; nunca se había clamado por la equidad con tanta fuerza como en nuestros tiempos; jamás se había cuestionado tanto la actividad jurisdiccional como en nuestros días. Por lo mismo, pocas veces la figura del juzgador se había sometido a tan rigurosa vigilancia.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos encomienda al Poder Judicial de la Federación,  mediante el juicio de amparo, la función de control de constitucionalidad.  La solución de los conflictos se realiza interpretando leyes, aplicándolas a casos concretos durante los juicios, con el único compromiso de velar por la Constitución.  La tarea no es sencilla, pues exige toda una vida de trabajo: vocación, experiencia, conocimientos especializados, dedicación y, sobre todo, una honestidad a carta cabal.

El Poder Judicial de la Federación está a la altura de las circunstancias que campean en los tiempos que nos ha tocado vivir, pues por un lado, ha crecido creando nuevos órganos con el objeto de que la justicia sea pronta y expedita cumpliendo un mandato constitucional, y por otra, capacitando a sus funcionarios y empleados, con conferencias, cursos y becas al extranjero; se apoya la función con equipo y sistemas avanzados de computo con tecnología de punta para contar con las herramientas necesarias e indispensables para los fines indicados.  Por último, se  vigila la conducta de sus servidores buscando la eficiencia, honestidad y profesionalismo y otorga se a los litigantes, autoridades y  público en general la posibilidad de quejarse, si a su juicio,  es indebida la conducta de los servidores del Poder Judicial de la Federación. Las estadísticas reflejan que hay confianza en el juicio de amparo porque se ha a visto su ingreso aumentar, pero también es patente el abatimiento a esas demandas con nuevos tribunales y, en algunos casos, se han visto sancionados  sus funcionarios, llegando inclusive al cese.

Breves comentarios al Proyecto de la Ley de Amparo

Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Al revisar el proyecto en su primera parte, relativa a la presentación, evidentemente se capta en las palabras del Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, un noble propósito al señalar: “la sociedad mexicana actual demanda mayores garantías y controles frente al poder, por lo que constantemente se empeña en arbitrar y perfeccionar instrumentos de preservación de los derechos y de limitación al poder, como el juicio de amparo.”

Consciente de que el proyecto que ahora tengo en mis manos, fue el producto de largas jornadas de trabajo por parte de los integrantes de la Comisión, de análisis profundos y discusiones técnicas sobre las mil cuatrocientas propuestas recibidas, que afectaron prácticamente a la totalidad del ordenamiento vigente, por parte de distinguidos y reconocidos juristas, no pretendo ante este meritorio e invaluable trabajo, mas que  elogiarlo, sumarme con jubilo con el proyecto de una nueva Ley de Amparo que hoy se presenta, y participar en el Congreso Nacional de Juristas, con el fin de comentar algunas inquietudes que pudieran, en mi humilde percepción, aclarar y mejorar el proyecto, y así, obtener un texto definitivo que  como se menciona como propósito final, es hacerlo llegar posteriormente al Congreso de la Unión para que este órgano representativo se pronuncie al respecto.

Como puede apreciarse, en el proyecto, encontramos cuestiones interesantes desde la estructura, con aspectos definidos y ordenados; derogación de la fórmula Otero, ampliación del  de interés jurídico, se actualizó el concepto de autoridad responsable, se establecen los mecanismos que hacen más accesible el juicio de amparo y se establecieron sanciones para inhibir su abuso, se simplifican los medios para exigir el cumplimiento de las sentencias que conceden el amparo, se quita el carácter de parte al Ministerio Público Federal y se otorga la calidad de tercero perjudicado al ofendido en materia penal, se suprime o elimina el sobreseimiento por inactividad  procesal y la caducidad de la instancia, se introducen reglas claras para el trámite de incidencias en general y sobre impedimentos, desaparece  el libro segundo  y  se incluyen, dentro del objeto a resolver por el juicio de amparo, las controversias contra actos que violen los derechos humanos que protegen los tratados internacionales.

Los temas señalados, entre otros, evidencian la intención de ajustar la ley de amparo al tiempo en que vivimos, protegiendo ahora, mediante el juicio constitucional, los derechos  humanos.  Por otra parte, las reformas propuestas  hacen  este instrumento, de control a la Ley Fundamental, ágil, dinámico y sencillo.  Desaparece por fin, el sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, figuras jurídicas contrarias al momento histórico que demanda administrar justicia con prontitud, creando nuevos órganos.

Empero, la más importante de todas las propuestas en el proyecto a la ley de amparo, es sin duda, en mi opinión, el tratar de romper, por decirlo así, la camisa de fuerza que reprime al juicio de amparo, con la desaparición de la “fórmula Otero” que restringe el principio esencial de la supremacía constitucional, menoscaba la eficiencia jurisprudencial y libertad del Poder Judicial de la Federación como vigilante y protector de la Ley Fundamental, e impide que el juicio de amparo alcance verdadera dimensión nacional.

En la conferencia pronunciada en el Palacio de Justicia de Roma, el once de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, publicada en el Boletín de Información Judicial año XI, número ciento diez de primero de octubre del año señalado, el maestro Piero Calamandrei señaló:  “la cuestión de ilegitimidad constitucional no puede ser decidida más que de una manera: una vez para siempre y una vez para todos”.  Esto sólo puede llevarlo a la práctica el Constituyente permanente  a través de una valerosa reforma constitucional y legal, en concordancia con los grandes progresos de  la justicia constitucional en el mundo y con nuestros tiempos.

Primera propuesta al Proyecto de la ley de Amparo.

En el TÍTULO PRIMERO.- Reglas Generales.- Capítulo I.- Disposiciones Fundamentales.

Planteamiento del problema.

En la práctica, existe la tendencia cada día mas generalizada, de las partes en el juicio de amparo, para criticar en sus escritos severamente la actuación del funcionario jurisdiccional, del juez de amparo, de la contraparte e inclusive al Ministerio Público de la Federación, llegando a expresiones  que denotan falta de respeto.

Desarrollo del Tema.

La noble labor de impartir justicia, realizada por los funcionarios que Integran el Poder Judicial de la Federación, en sus diversos órganos, lleva implícito un alto sentido de responsabilidad y vocación jurisdiccional, necesarios por consecuencia, para que se cumpla con el mandato contenido en el artículo 14 de la Norma Fundamental, que tutela celosamente la observancia de la garantía de seguridad jurídica, vinculada además, al diverso artículo 17, protector del derecho que tiene toda persona a que se le administre justicia, por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijan las leyes, de manera pronta, completa e imparcial.

Lo anterior, obliga al juzgador a entregar liberalmente, en aras de cumplir con la encomienda, el tiempo y esfuerzo, que sean menester, sin importar generalmente, porque esa es la realidad, los efectos que el desarrollo de una actividad jurisdiccional, responsable y completa generan, con relación a los aspectos familiares y de convivencia social del funcionario, los que, obviamente, se ven limitados, ante el propósito primordial consistente en el cumplimiento del deber.

Ante esa perspectiva, considero conveniente y necesario, que se establezca en la nueva Ley de Amparo, la obligación de las partes, tanto en las promociones que formulen o en sus intervenciones, de observar el respeto debido al juzgador, que decide las controversias que le plantean, absteniéndose de emitir frases denostativas en contra de éste o de las partes, para evitar de esa manera que, sin coto alguno, se emplee el juicio de amparo como un medio en el cual, al margen de sus altos propósitos, se permita o tolere la práctica frecuente,  de expresar manifestaciones subjetivas sin el respeto debido, que sin motivo o razón alguna, atentan contra el honor y la persona de los funcionarios encargados de administrar justicia, y en suma, contra la institución jurídica instituida en favor de los gobernados, que lo es, el juicio amparo. Pues no debe perderse de vista que, si bien los gobernados gozan del derecho de petición establecido en el artículo octavo de la Constitución General de la República, y los funcionarios y empleados públicos están obligados a respetar el ejercicio de tal derecho; esto se encuentra imprescindiblemente ligado, a que la petición se formule por escrito, y de manera pacífica y respetuosa.
En el título quinto del proyecto de la Ley de Amparo,  relativo a las medidas disciplinarias y de apremio, responsabilidades y sanciones, capítulo I, se esboza en el artículo 236, que para mantener el orden y exigir respeto, los órganos jurisdiccionales de amparo, podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, multa o expulsión del recinto judicial donde se celebre la audiencia.  En los artículos siguientes, que culminan en el 268, se regulan diversos supuestos relativos a las responsabilidades y sanciones. 

Sin embargo, en ninguno de los preceptos mencionados, del 236 al 268, se establece sanción al promovente o promoventes de escritos, que acusen falta de respeto a la autoridad judicial a quien se dirigen.  Partiendo del contenido del artículo 236, que textualmente informa:

“Artículo 236. Para mantener el orden y exigir respeto los órganos "jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los "asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, las "siguientes medidas disciplinarias:

"I.- Multa; o

"II.- Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se "celebre la audiencia. En casos extremos, la audiencia podrá "continuar en privado.”
Se puede interpretar, válidamente, que está dirigido a la observancia del orden y respeto, que deben guardar las partes o asistentes a los órganos judiciales, en su conducta personal, al encontrarse presentes en tales órganos, sin aludir el precepto en comento, u otro diverso, a las promociones por escrito.

Primera conclusión.

Bajo ese tenor, considero que en el artículo 3° del proyecto de la Ley de Amparo, que dice:

“Artículo 3° - En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse "por escrito.  Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones "y comparecencias autorizadas  por la ley."

"Las copias certificadas que se expidan para la "substanciación del juicio de amparo, no causarán "contribución alguna."
Podría adicionarse su primera frase para quedar como sigue:

“ARTICULO 3° . - En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito y, con respeto a las partes y funcionarios a quienes están dirigidas. Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y comparecencias autorizadas por la ley.

“Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del "juicio de amparo, no causarán contribución alguna.”

Por consecuencia, de estimar conveniente la adición propuesta, legalmente se podría aplicar el artículo 236 del proyecto de la Ley de Amparo, en aquellos casos en que se promoviera sin el respeto correspondiente, imponiendo multa de acuerdo a los parámetros que se establecen para tal efecto en el diverso artículo 255 del propio proyecto; sin perjuicio de que, eventualmente, se diese vista al Ministerio Público de la Federación, con relación a aspectos de los que pudiese derivar responsabilidad penal. 

Segunda Propuesta al Proyecto de la Ley de Amparo.

Adición  al TÍTULO TERCERO.- Cumplimiento y Ejecución.

Capítulo I.- Cumplimiento e Inejecución y al artículo 190.

Planteamiento del Problema.

Para que una sentencia de amparo se encuentre en estado de exigir  su cumplimiento  se requiere, o que se trate de una pronunciada por un órgano jurisdiccional contra cuyos fallos no proceda ningún recurso o que, habiendo en su contra medio de impugnación, éste no se haga valer, como en los emitidos por los Jueces de Distrito y, en  algunos casos, por los Tribunales Colegiados.

Ahora bien, en estos últimos casos,  la Ley de amparo no tiene disposición que reglamente cuándo debe tenerse ejecutoriado el fallo de un Juez Federal y en los casos de excepción, por los Tribunales Colegiados, por lo que, con fundamento en el artículo 2º de este ordenamiento se apoyan para tal efecto en los  preceptos 356 y 357  del Código Federal de  Procedimientos Civiles,  que son del tenor siguiente: 

“ARTICULO 356. - Causan ejecutoria las siguientes sentencias:

 I.- Las que no admitan ningún recurso;

 II.- Las que, admitiendo algún recurso, no fueren recurridas, o, habiéndolo sido, se haya declarado desierto el interpuesto, o haya desistido el recurrente de él, y

 III.- Las consentidas expresamente por las partes, sus representantes legítimos o sus mandatarios con poder bastante.

 ARTICULO 357. - En los casos de las fracciones I y III del artículo anterior, las sentencias causan ejecutoria por ministerio de la ley; en los casos de la fracción II se requiere declaración judicial, la que será hecha a petición de parte. La declaración se hará por el tribunal de apelación, en la resolución que declare desierto el recurso. Si la sentencia no fuere recurrida, previa certificación de esta circunstancia por la Secretaría, la declaración la hará el tribunal que la haya pronunciado, y, en caso de desistimiento, será hecha por el tribunal ante el que se haya hecho valer.

 La declaración de que una sentencia ha causado ejecutoria no admite ningún recurso.”

Desarrollo del Tema.

 La aplicación supletoria no es del todo afortunada, a mi juicio,  pues realmente son aspectos diversos los que se contemplan que no son aplicables del todo al juicio de amparo y, en aras de una sana  y correcta  armonía debe desvincularse en su aplicar supletorio y  crearse en la propia Ley de Amparo un apartado que reglamente cuándo y cómo debe declararse ejecutoriada una sentencia constitucional pronunciada por un juez de Distrito y en que casos, también, por los Tribunales Colegiados.

El breve plazo que la Ley establece para que se dé cumplimiento a la sentencia de amparo, ocasiona que las autoridades responsables, en cuanto reciben testimonio de la misma, procedan con premura a tomar providencias en aras del cumplimiento inmediato del fallo protector. Sin embargo, no se atiende con precisión a los supuestos en que la sentencia de amparo directo admite recurso de revisión, en términos del artículo 84, fracción II, de la Ley de Amparo [79, fracción II, inciso a), del Proyecto] y, en ocasiones, en la práctica, se dan casos en que se procede al cumplimiento de una sentencia en la que se otorgó el amparo, cuando la misma era revisable por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, obteniéndose el cumplimiento de un fallo que aún se encuentra sub judice. De ahí la necesidad de incluir de manera expresa reglas aplicables al juicio de amparo, según las diversas hipótesis que se pueden presentar, en aras de la seguridad jurídica y con el objeto evitar que, por errores de apreciación, se den situaciones al margen de la imperatividad de un fallo en que se otorgó amparo. 

Por lo anterior, se propone una adición al artículo 190 y al rubro del TÍTULO TERCERO.-Cumplimiento y Ejecución.-Capítulo I.- Cumplimiento e Inejecución

El Artículo 190 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo señala   textualmente lo siguiente: “Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.”

Segunda Conclusión.

Se sugiere quede así:

TÍTULO TERCERO

Sentencia Ejecutoria, Cumplimiento y Ejecución.

Capítulo I

Sentencia Ejecutoria, Cumplimiento y Ejecución.

Artículo 190. Las sentencias dictadas por los jueces de Distrito y por los Tribunales Colegiados de Apelación en los juicios de amparo de su competencia causan ejecutoria si no fueron recurridas. Previa certificación de esta circunstancia por la Secretaría, el juez o tribunal harán la declaratoria correspondiente.

Las sentencias pronunciadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por los Tribunales Colegiados de Circuito, causan ejecutoria por ministerio de ley, con excepción de las sentencias dictadas por estos últimos, en los casos a que se refiere  la fracción II inciso a) del artículo 79 de esta ley, las que necesitaran de no ser recurridas  la declaratoria respectiva en los términos del párrafo que antecede.

En los casos señalados o cuando se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.

En casos urgentes......

Conclusiones.
Primera.- Es necesaria  hoy, una valerosa reforma constitucional y legal, con una nueva Ley de Amparo en consonancia con los grandes progresos de la justicia constitucional del mundo y con nuestros tiempos.

Segunda.- La formula Otero convierte en letra muerta el principio esencial de la supremacía constitucional, menoscaba la eficiencia jurisprudencial del Poder Judicial de la Federación, como único órgano revisor de la constitucionalidad de las leyes e impide que el amparo alcance su verdadera dimensión.

Tercera.- El proyecto de una nueva Ley de Amparo, que se analiza, motivo de este Congreso de Juristas, cumple con los reclamos de la sociedad y se ajusta a los tiempos y circunstancias en que vivimos.

Cuarta.- En este trabajo se presentan algunas inquietudes que pudieran, en mi humilde percepción, aclarar y mejorar el proyecto, por lo que considero lo siguiente: 

Quinta.- Debe adicionarse el artículo 3º. Del TÍTULO PRIMERO.- Reglas Generales.- Capítulo I.- Disposiciones Fundamentales, en su artículo 3º.,  Primer párrafo,  como antes se expuso. 

Sexta.- Debe adicionarse también, como antes se expuso, el TÍTULO TERCERO.-Cumplimiento y Ejecución.-Capítulo I.-Cumplimiento e Inejecución y dos párrafos del al artículo 190. 

SINTESIS

Antecedentes.

Los derechos básicos de los ciudadanos, se encuentran contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como expresión del pensamiento popular titular de la soberanía y, ese orden normativo constituye la Ley Suprema.  Sin embargo, si en el Máximo Pacto Federal no se estableciera un medio jurídico confiable y eficiente, como lo es el juicio de amparo, para velar por el respeto ineludible a  los derechos elementales de los gobernados, se estaría en presencia de un conjunto de normas carentes de eficacia, para cumplir con el alto propósito por el que fueron creadas.

En el presente momento histórico, en el que se advierte la consolidación de la democracia, la integración de un congreso plural, y aunado a ello, por otra parte, inseguridad pública e injusticias; la sociedad reclama que los servidores públicos encargados de administrar justicia cumplan cabalmente con su cometido y ésto, corresponde prioritariamente al Poder Judicial de la Federación, quien cuenta con los recursos personales  y materiales suficientes, para saciar la anotada exigencia social, con un alto sentido de responsabilidad y vocación jurisdiccional, imprescindibles por ende, para la debida observancia de la garantía de seguridad jurídica, estrechamente vinculada al derecho que tiene toda persona, a que se le administre justicia, por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que prevengan las leyes, de manera pronta, completa e imparcial.  Por lo que es menester, que el juzgador en aras de cumplir con la encomienda, entregue liberalmente el tiempo y esfuerzo necesarios, que el desarrollo de una actividad jurisdiccional responsable y completa genera, sin importar los aspectos familiares y de convivencia social de los funcionarios que integran el Poder Judicial de la Federación, pues la vocación exige generalmente, que tales aspectos se vean limitados.

Por consecuencia, partiendo de la premisa de que es un deber del juzgador cumplir cabal y honestamente con sus funciones, en beneficio de la sociedad y de manera directa, de las partes que ante éste someten sus controversias; se considera necesario en correspondencia a lo anterior, que los litigantes, en concreto, en sus promociones por escrito guarden el respeto debido, absteniéndose de emitir frases denostativas en contra del juzgador o las partes; por lo que se considera conveniente incluir en la Ley de Amparo una adición al artículo 3° del proyecto.

Por otra parte, también se considera conveniente al no advertir en la Ley de Amparo, alguna disposición que reglamente cuándo debe tenerse ejecutoriado el fallo de un Juez Federal o de los Tribunales Colegiados de Circuito, que se tome en cuenta esta situación, para que se encuentre expresamente regulado este punto.

PROPUESTAS:

ADICIÓN A LOS ARTÍCULOS 3º Y 236 DEL PROYECTO.

Se estima conveniente que en la nueva Ley de Amparo se establezca la obligación de las partes de observar debido respeto al juzgador, no sólo en las audiencias o comparecencias personales de los litigantes, sino también en las promociones por escrito, sancionando en su caso la inobservancia de tal obligación.

Por ello se plantea la adición al artículo 3º del proyecto, para incluir tal obligación de respeto, así como prever la aplicación de la primera medida disciplinaria establecida en el artículo 236 propuesto. 

ADICIÓN AL ARTÍCULO 190 DEL PROYECTO

Se considera que la Ley de Amparo debe desvincularse de la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles en el aspecto relativo a la ejecutoriedad de las sentencias, de modo tal que se contemplen disposiciones concretamente aplicables al respecto, estableciendo los supuestos en que aquéllas causan ejecutoria, y que se hagan extensivos, con su correspondiente delimitación, al supuesto específico que se da en tratándose de las resoluciones de amparo directo pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, que admiten el recurso de revisión en términos del artículo 79, fracción II, inciso a), del Proyecto, pues al contemplarse en amparo directo, en algunos casos específicos, la procedencia del recurso de revisión, resulta conveniente precisar en qué casos las sentencias causan ejecutoria por ministerio de Ley y cuándo requieren declaración expresa.

JESUS R. SANDOVAL PINZON

ANALISIS DEL ARTICULO 171, FRACCION XIII, PARRAFO SEGUNDO, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

Miguel Angel Aguilar López

Magistrado del Segundo Tribunal Unitario en

Materia Penal del Primer Circuito.
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I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

El procedimiento jurisdiccional, como instrumento del Estado para conducir la solución de controversias, presenta características generales que han permitido sistematizar una teoría general del proceso, la cual adquiere connotaciones propias en cada una de las ramas del derecho, sin embargo, en todas es posible distinguir una sucesión de actos que se vinculan cronológica, lógica y teleológicamente, pues no sólo se verifican en forma progresiva, sino que se relacionan entre sí como presupuestos y consecuencias, enlazados en razón de un objetivo mediato: la solución del litigio; por ello, la doctrina mayoritaria sostiene que el proceso, en general, se integra con las etapas denominadas instrucción y juicio.

A su vez, en la instrucción se distingue una primera etapa en la que las partes precisan sus pretensiones y resistencias, narran los hechos, exponen lo que a sus intereses conviene, aducen los fundamentos de derecho que consideran les son favorables, para así determinar la materia sobre la cual habrá de probarse, alegarse y, posteriormente, dictar sentencia; por ello, recibe el nombre de etapa postulatoria, que es sucedida por las llamadas probatoria y preconclusiva, antes de llegar al juicio propiamente dicho. Etapas que pasan de lo general a lo particular en cada una de las ramas jurídicas.

Así, verbigracia, en un litigio de naturaleza privada, el actor plantea las pretensiones que demanda de su contrario, emanadas de una acción que estima le asiste, en el escrito que da inicio al proceso; de cuyo contenido se hace sabedor al demandado, para el efecto de que a su vez exponga lo que a su interés conviene e, incluso, puede reconvenir del primero; una vez determinada la postura de las partes, el litigio ha quedado delimitado, es decir, se conoce con precisión la controversia y se cierra la posibilidad de incluir, en etapas futuras, diversas pretensiones a las que ya tuvieron oportunidad de plantear las partes en el litigio; en consecuencia, las etapas subsiguientes: probatoria, preconclusiva y el juicio, deberán versas, exclusivamente, sobre la litis determinada en la etapa inicial; de tal forma que la autoridad jurisdiccional, al dictar sentencia definitiva, no puede pronunciarse respecto de cuestiones que no fueron materia de la controversia; de lo contrario, se trastocaría el principio de congruencia que deben observar todas las resoluciones, pues no es posible emitir juicio respecto de cuestiones que las partes no plantearon en el litigio y, por ello, no controvirtieron.

Ahora bien, en materia penal, el Código Federal de Procedimientos establece los siguientes procedimientos:

Averiguación

Previa
Preinstrucción
Instrucción
Primera

Instancia
Segunda

Instancia
Ejecución
Relativo a

inimputables y consumidores

de narcóticos



De los cuales, integran el proceso penal la preinstrucción, instrucción, primera y segunda instancias, dentro de la cual corresponde a los órganos jurisdiccionales resolver si un hecho es o no delito, determinar la responsabilidad o irresponsabilidad penal de las personas acusadas ante ellos e imponer las penas o medidas de seguridad que procedan, con arreglo a la ley; procedimientos que mantienen simetría con las etapas del proceso en general, a virtud de que se cuenta también con una etapa de instrucción, previa al juicio; sin embargo, por su naturaleza misma, el proceso penal adquiere características especiales, dada la trascendencia del fallo que se pronuncie, el cual necesariamente incide en la libertad personal de los enjuiciados; razón por la cual se ha enmarcado en una amplia gama de garantías para el procesado y la víctima, en aras de que no se les cause perjuicio alguno durante la tramitación procedimental.

II. DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES.

En efecto, la Constitución Federal consagra derechos fundamentales a favor de quien es sujeto de un proceso penal, a fin de limitar la posibilidad de que se restrinja su libertad personal; por ello, se exige a la autoridad cumplir con requisitos substanciales, formales y temporales establecidos en las normas fundamental y secundaria; ello sin perjuicio de que, en tratándose de delitos no considerados graves, el inculpado pueda disfrutar de su libertad provisional; se le reconoce también el derecho a contar con una defensa adecuada; a declarar si así lo desea; a ofrecer pruebas en su defensa y, que no se prolongue la prisión más allá de los plazos establecidos en la ley, entre otras garantías de seguridad jurídica, legalidad y debido proceso, que deben observarse estrictamente en el proceso penal federal.

En esta tesitura, el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece un derecho público subjetivo de todo gobernado, que doctrinariamente se conoce como garantía de debido proceso; a virtud de la cual existe el imperativo de tramitar un procedimiento previo a la imposición de una pena privativa de la libertad, el cual debe seguirse ante un tribunal establecido con anterioridad al hecho y atendiendo a las formalidades esenciales del propio procedimiento, es decir, deben respetarse el conjunto de actos, diligencias y resoluciones relativas a las diversas etapas de la secuela procedimental; las normas y reglas impuestas por la ley para dar forma a la función de juez, las partes en el ejercicio y aplicación del derecho. Lo cual implica necesariamente que los procedimientos jurisdiccionales seguidos ante las autoridades respectivas, deben tramitarse conforme a las disposiciones procesales exactamente aplicables al caso específico. Concretamente en materia penal federal, el artículo 1° del código adjetivo, establece que en la preinstrucción, deben realizarse las actuaciones para determinar los hechos materia del proceso, la clasificación de éstos conforme al tipo penal aplicable y la probable responsabilidad del inculpado o bien, en su caso, su libertad por falta de elementos para procesar; una vez determinada la materia procesal, sobre ésta versarán las actuaciones procesales de instrucción, primera y segunda instancia.

Dada la importancia de la preinstrucción, el artículo 19 constitucional establece diversas garantías de seguridad jurídica que delimitan su tramitación, a efecto de que con ella no se irrogue perjuicio alguno al indiciado; a saber:

1. la detención ante autoridad judicial no podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de formal prisión;

2. el auto de formal prisión debe expresar: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución; los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer la probable responsabilidad del indiciado;

3. el plazo constitucional puede prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en los términos en que señala la ley procesal penal (relativas, substancialmente, al ofrecimiento y desahogo de pruebas en su defensa);

4. en caso de que la autoridad responsable del establecimiento en el que se encuentre internado el indiciado, no reciba copia autorizada del auto de formal prisión o de la solicitud de prórroga, dentro del plazo constitucional o, en las tres horas siguientes, se dejará en libertad al indiciado;

5. todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso; si en la secuela de un proceso apareciere que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto de averiguación separada, sin perjuicio de que después pueda decretarse la acumulación, si fuere conducente;

6. la ley corregirá y las autoridades reprimirán todo abuso, maltratamiento en la aprehensión o en las cárceles, molestia inferida sin motivo legal, gabela o contribución en las cárceles;

En este contexto garantista del artículo 19 constitucional, también confiere seguridad jurídica al indiciado el artículo 18, a virtud del cual, el auto de formal prisión se dicta sólo por delitos sancionados con pena corporal; además de rendirse dentro del plazo de setenta y dos horas o, a petición de aquél, su dúplico, cuya falta origina su liberación; destacadamente, debe satisfacer requisitos de fondo y forma: los primeros relativos a la expresión del delito atribuido, en atención a sus elementos constitutivos; las circunstancias de ejecución, tiempo y lugar de los hechos delictivos; y, los datos recabados durante la averiguación previa; los segundos, es decir, los requisitos de forma, consistentes en la comprobación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, lo que constituye la materia del proceso, por ello la disposición constitucional contiene la determinación enfática de que si en la secuela de un proceso aparece que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, debe ser objeto de averiguación separada; luego, de una correcta interpretación de este dispositivo, se concluye que el juicio debe versar precisamente respecto del delito establecido en el auto de formal prisión y no en otro diverso.

Motivaron la previsión de esta garantía constitucional, las graves violaciones que en el desarrollo histórico del procedimiento penal eran frecuentes, de las cuales no escapan a la memoria que las cartas del rey en Francia durante el medievo, eran motivo para la detención de personas, quienes eran recluidas en la Bastilla, sin conocer el motivo por el cual se les privaba de su libertad; en los sistemas inquisitorios predominó la delación anónima y durante el enjuiciamiento, era recomendable no precisar al procesado la incriminación ni los nombres de sus acusadores, los cuales se intercalaban con los de personas diversas para que aquél no pudiera conocerlos; en otros casos, el ilícito materia del procesamiento no era el mismo por el que se dictaba sentencia, en consecuencia, se condenaba al inculpado por un delito respecto del cual no se le daba oportunidad a defenderse, en claro perjuicio a su esfera jurídica; violaciones graves que el constituyente de mil novecientos diecisiete, propugnó evitar, como reflejo del reclamo nacional de que las instituciones de derecho cumplieran realmente con el fin de justicia, sin detrimento de los derechos fundamentales de los procesados que, en múltiples casos, se afectaron, ante la determinación de formal prisión, no obstante no se hubiera cometido delito alguno, lo que implica la privación de la libertad personal durante la substanciación del proceso.

Circunstancias graves que determinaron el establecimiento de diversas limitantes al poder punitivo del Estado, entre ellas, la ya mencionada determinación del delito por el que se seguirá el proceso en el auto de formal prisión; pues sólo de esta manera se cumple con el objetivo de la preinstrucción: determinar los hechos materia del proceso, su clasificación conforme al tipo penal aplicable y, en su caso, la probable responsabilidad penal del indiciado; en esta tesitura, los artículos 161 a 167 del Código Federal de Procedimientos Penales, regulan la actuación judicial en tratándose del auto de término constitucional, el cual sólo podrá dictarse después de recibida la declaración preparatoria del indiciado, en los términos legales; previa comprobación del cuerpo del delito que tenga señalada sanción privativa de libertad, en tratándose de auto de formal prisión o, con penal alternativa a ésta, en caso de sujeción a proceso; así como la probable responsabilidad del inculpado; en consecuencia, deberá acreditarse que no se encuentra plenamente comprobada a su favor alguna circunstancia eximente de responsabilidad o que extinga la acción penal.

El precepto 163 del código en comento, prevé que el auto se dictará por el delito que realmente aparezca comprobado, en consideración sólo de los hechos materia de la consignación y la descripción típica legal, aun cuando con ello se modifique la clasificación hecha en promociones o resoluciones anteriores, tal como el ejercicio de la acción penal y, en su caso, la orden de aprehensión; luego, es incontrovertible jurídicamente que constituye un requisito sine qua non, el acreditamiento del delito por el que se seguirá el proceso; ello es así, para determinar con precisión la materia del procedimiento siguiente: la instrucción; congruentes con lo anterior, deberá hacerse un minucioso análisis de los hechos consignados, para el efecto de establecer el tipo penal que actualizan, a través del correspondiente estudio del cuerpo del delito que, conforme al artículo 168 del propio ordenamiento, se entiende como el conjunto de elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley señala como delito, así como los normativos, en el caso de que la descripción típica los requiera.

Esto es, deben establecerse y acreditarse los elementos del delito en particular por el que se sujeta a formal procesamiento al indiciado; no es ocioso recordar que, conforme a la doctrina penal, el cuerpo del delito se integra con elementos generales comunes a las figuras típicas particulares; a saber:

· conducta, en sus diversas modalidades (acción, omisión propia e impropia)

· bien jurídico tutelado y su lesión o puesta en peligro;

· sujetos del delito: activo y pasivo;

· objeto material;

· resultado (material o formal)

· relación de atribuibilidad entre la conducta y el resultado material;

· circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión;

Elementos que desde luego se caracterizan en forma específica en atención al contenido de la descripción típica legal particular de que se trate; de esta manera, en el auto de término constitucional deben exponerse los elementos constitutivos del cuerpo del ilícito por el que se dicta, el cual incluso puede variar respecto de las clasificaciones anteriores y, acreditar que el activo, mediante una acción, esto es, conformando el verbo núcleo del tipo penal, lesione o ponga en peligro el bien jurídico tutelado; en su caso, precisar cuál es el objeto material, el resultado y, si éste es de naturaleza material, su atribuibilidad a la conducta; las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión que en su caso se requieran, así como los elementos normativos.

Lo anterior permite concluir que si bien es cierto todos los delitos contienen una estructura genérica, sus elementos son específicos en atención a la figura típica de que se trate en el caso particular; luego, de no acreditarse alguno de sus integrantes, deja de comprobarse el cuerpo del delito específico. Esto se explica fácilmente, pues es claro que los delitos patrimoniales cuentan con elementos diversos a los de aquellos que atentan contra la vida y la integridad corporal; éstos difieren de los que corresponden a los delitos de naturaleza sexual; y, a su vez, no son los mismos que integran los delitos contra la salud. Más aun, dentro de una misma clasificación de delitos, verbigracia los de carácter patrimonial, cada tipo difiere de los otros que integran el mismo grupo; pues de lo contrario, resultaría indistinto que se consignaran hechos que, a criterio del ministerio público constituyen un delito contra el estado civil, sin embargo, el juzgador sujetara a formal procesamiento por un ilícito contra la seguridad nacional y, finalmente, impusiera sanción por genocidio.

Ejemplo aberrante que se sugiere en la mente imposible, pues en los estudios penales no existe discusión respecto de que cada delito cuenta con elementos genéricos y propios, a virtud de los cuales, estos últimos precisamente, es posible distinguir cada una de las conductas tipificadas en nuestros ordenamientos sustantivos penales; y, para el caso hipotético de que no se compruebe alguno de ellos, genéricos o particulares, se actualiza la causal de exclusión del delito a que se refiere el artículo 15, fracción II, del Código Penal Federal, denominada en la técnica jurídico penal: atipicidad.

Sin embargo, lo anterior tampoco se aparta de la realidad, pues ha ocurrido, pese a la disposición constitucional, que el auto de formal prisión se dicta por un delito determinado y, no obstante que éste constituyó la materia del procedimiento (esto es, sobre éste se desarrolló la instrucción, se fundó la acusación y se estableció la defensa), se condena por ilícito diverso, a virtud de que en el juicio final se estima inacreditado alguno de los elementos del delito por el cual se siguió la instrucción, se acusó formalmente y se estableció la defensa, pero, con los mismos hechos se acredita un tipo distinto.

III. DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO.

Modificación o reclasificación del delito que, equivocadamente, pretende encontrar fundamento en el artículo 160, fracción XVI, párrafo segundo, de la Ley de Amparo vigente, cuyo contenido se propone reproducir en el dispositivo 171, FRACCION XIII, PARRAFO SEGUNDO, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO y, es del tenor literal siguiente, desde la publicación de la ley, en mil novecientos treinta y cinco:

“artículo 160. En los juicios del orden penal, se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso:” 

“…”

"XVI. Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.”

"No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal;”

De cuya adecuada interpretación se colige que es una violación al procedimiento penal, dictar sentencia por delito diverso al que quedó determinado en el auto de formal prisión y, por ello, fue materia del proceso; no obstante, existen excepciones al caso, es decir, no se considera que el delito es distinto en las siguientes hipótesis:

1. el delito expresado en la sentencia sólo difiere en grado del que fue materia del proceso;

2. el delito motivo de la sentencia se refiere a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación;

Hipótesis última que sólo se actualiza cuando previamente se acreditan los siguientes requisitos acumulativos:

a) el Ministerio Público cambie la clasificación del delito al formular conclusiones acusatorias; y,

b) el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio.

Esto es, una vez determinado el delito en el auto de plazo constitucional, sea de formal procesamiento o de sujeción a proceso, el titular de la acción penal y el indiciado conocen con perfección la materia del proceso y, conforme a la teoría general del proceso, se establece la base para las siguientes etapas; así, a semejanza del juicio civil, la litis debe constreñirse únicamente a este ilícito, pues se dicta dentro de la etapa de preinstrucción, la cual, conforme al código Federal de Procedimientos Penales, tiene por objeto precisamente determinar los hechos materia del proceso, su clasificación conforme al tipo penal aplicable y la probable responsabilidad del indiciado; lo cual significa que los hechos materia del ejercicio de la acción penal, deben ser clasificados en atención al tipo penal que resulte aplicable al caso concreto; luego, los intereses contradictorios de la acusación y la defensa se centran en éste y, consecuentemente, debe ser el exclusivo objeto del juicio, en donde se determinará, definitivamente, si se acreditan todos y cada uno de los elementos de la figura típica, para tener por acreditado el antijurídico; ahora bien, cabe la posibilidad de que durante la instrucción, las pruebas desahogadas permitan fundadamente pensar que el delito que se acredita en definitiva, es diverso al que se estableció en el auto de término constitucional, en cuyo caso, la ley faculta al titular de la acción penal para que modifique la clasificación en el momento mismo de precisar su acusación, es decir, en las conclusiones acusatorias; lo que se explica jurídicamente, pues con ello se permite al encausado defenderse respecto del nuevo ilícito, el cual conoce hasta ese momento y, por ello, no ha dirigido las acciones de su defensa hacia él; sólo de esta forma resulta incólume la garantía de defensa que el constituyente consagró a favor del encausado y, en consecuencia, es legal variar la clasificación del delito hecha en el auto de término constitucional; fuera de este caso, únicamente se autoriza cuando lo que varía es el grado del delito, pero, evidentemente, se trata del mismo ilícito. En esta tesitura, existe disposición en la ley de amparo respecto a que cuando el titular de la acción penal varía la acusación, en cuyo caso hipotético, podría pensarse que la garantía de defensa se respeta, pues el procesado tiene la oportunidad de defenderse respecto de dicha acusación formal e, incluso, llegado el caso, debieran admitírsele nuevas pruebas respecto de este delito, a pesar de que los hechos sean los mismos, pues es claro que los tipos penales cuentan con elementos propios que los distinguen entre sí y, al no acreditarse uno de ellos, técnicamente la resolución debe ser de inacreditación del delito. Lo contrario sería retroceder a las situaciones que se vivían previo a la norma constitucional, es decir, revivir antecedentes de inseguridad jurídica que trató de subsanar el constituyente permanente.

Precisado lo anterior, es incuestionable jurídicamente que la ley no faculta a variar en sentencia el delito por el que se siguió el proceso, en el caso de que, al analizarse las pruebas allegadas a juicio, se advierta inacreditado un elemento del delito, pues ello jurídicamente determina una causa de atipicidad, cuya única consecuencia es excluir el delito; pero de ninguna manera puede fundamentarse en ello una reclasificación del ilícito, pues ésta se construiría en un silogismo falso. Lo anterior es así, en atención a las siguientes premisas verdaderas que rijen en materia penal:

Premisa mayor:

La ley establece los elementos de cada delito en particular;

Premisa menor:

las pruebas del procedimiento permiten tener por acreditados todos y cada uno de los elementos con que se construye el delito previsto en abstracto;

Lo cual permite arribar a la conclusión siguiente:

Se excluye el delito y, en consecuencia, debe ordenarse la libertad del procesado.

Sostener un criterio diverso, implica modificar los elementos silogísticos, en los términos erróneos que a continuación se refieren:

Premisa mayor:

La ley establece los elementos de cada delito en particular;

Premisa menor:

las pruebas del procedimiento no acreditan todos y cada uno de los elementos con que se construye el delito previsto en abstracto;

Conclusión:
Se acredita un delito diverso y, en consecuencia, se condena por un ilícito que no fue materia del proceso, por el cual no acusó el ministerio público y respecto del cual no tuvo oportunidad de defenderse el procesado.

Lo cual infringe claramente el principio de congruencia que deben observar todas las resoluciones jurisdiccionales, pues no es posible resolver respecto de cuestiones que las partes no plantearon en el juicio y no controvirtieron; principio que con mayor claridad se aprecia vulnerado en el proceso penal, en el cual, la acción se encuentra monopolizada por un órgano técnico, a quien se encomienda la representación de las víctimas del delito y, en general, de la sociedad, en la persecución de los delitos, precisamente porque es un perito en Derecho, lo que le permite determinar cuál es el delito, previsto en abstracto en la norma, que se actualiza con los hechos probados durante la secuela procesal. Luego, si el órgano de acusación se refirió a un delito determinado, la autoridad jurisdiccional se conduce parcialmente al variar la clasificación en sentencia, toda vez que ésta no fue invocada por el ministerio público.

Existen opiniones que favorecen este criterio, fundamentadas en la confusión de los términos “delito” y “hechos”, pues sostienen que la sentencia no debe basarse en hechos diferentes de los que hubiesen integrado el cuerpo del delito por el que se dictó el auto de formal prisión, aun cuando sí puede variar la clasificación delictiva; en otras palabras, explican que la expresión “Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión”, se refiere a los hechos delictuosos en él determinados pero no a su clasificación legal. Sin embargo, en la dogmática jurídico penal no existe discusión alguna en este sentido, pues se entiende claramente la distinción entre ambos términos:

Refiérese el primero (hechos) a los ocurridos en el mundo fáctico, conforme a las pruebas recabadas, que son puestos en conocimiento de la autoridad judicial por el representante social; en tanto que por delito, se entiende, conforme al artículo 7 del Código Penal Federal, el acto u omisión que sancionan las leyes penales.

Ahora bien, como ya se apuntó, el auto de formal prisión, debe satisfacer los requisitos de fondo y forma establecidos en el artículo 19 constitucional y, si faltan los primeros, es opinión unánime que debe concederse el amparo, por violar claramente las garantías del gobernado; luego, existe una clara distinción legal entre los términos (hechos y delito), que impide confundirlos como para entender justificada la variación de la clasificación del delito en sentencia

No es inadvertido que cuando se ha llegado a reclasificar el delito en sentencia, se ha argumentado que ello es en beneficio del justiciable, pues, al no acreditarse el delito por el que fue formalmente procesado, se le condena por un delito que tiene prevista una sanción menor; en lo que se dice advertir una situación benéfica para el procesado; lo cual no es sino un sofisma, pues a nadie beneficia que, al no acreditarse el delito por el que se le acusó, se le condene por otro, a virtud de que, técnicamente, la consecuencia de la incomprobación del delito es la libertad; luego, no resulta benéfico para ningún gobernado que en vez de ordenarse su libertad, se le imponga una pena, aun cuando fuere menor a la señalada en el ejercicio de la acción penal.

IV. CONCLUSIÓN (PROPUESTA).

Modificar la disposición de la ley de amparo en que se basan las anteriores determinaciones, ayudaría a evitar violaciones a la esfera jurídica de los gobernados, pues armonizaría la ley secundaria al contenido constitucional, lo cual es signo de un estado en el que realmente se aplica justicia. Es necesario borrar el anterior sofisma bajo el falso argumento de que se favorece la impunidad, pues, como es corriente mayoritaria en la modernidad, las penas de prisión altas no son la solución a la delincuencia.

Por ello, se propone que se elimine el contenido del párrafo segundo de la fracción XIII, del artículo 171, del proyecto de Ley de Amparo, que establece como excepción de violación al procedimiento penal, se dicte sentencia por delito diverso al que quedó determinado en el auto de formal prisión y constituyó la materia del proceso. Y para el caso de que no prospere el proyecto, se pugne por derogar el actual párrafo segundo de la fracción XVI del artículo 160 de la vigente ley de amparo.

México, Distrito Federal, octubre de 2000.

MIGUEL ANGEL AGUILAR LOPEZ
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CONTENIDO: I.- Planteamiento del Problema. II. El juicio de amparo en materia penal. III. Improcedencia del juicio constitucional. IV. Conclusión. Propuesta.

I.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Mediante el juicio de amparo se preservan el derecho y la constitución, pues su finalidad es hacer respetar las garantías individuales consagradas en beneficio de los gobernados; por ello, la acción constitucional es la facultad conferida al gobernado por el derecho objetivo para reclamar la prestación del servicio jurisdiccional, al considerar que se vulneran en su perjuicio garantías individuales y someter el acto de autoridad a la controversia constitucional, con la pretensión de que se le respeten en sus garantías o se le restituya en aquellas que le fueron violadas. Sin embargo, el juicio de controversia constitucional puede resultar improcedente, a virtud de lo cual, el órgano de control constitucional se encuentra impedido para analizar el fondo del asunto; cuando la acción constitucional es improcedente, no existe posibilidad jurídica de que alcance su objetivo.

El artículo 73, fracción X, de la Ley de Amparo vigente y, el propuesto artículo 59, fracción XIII,  del proyecto de ley de la materia, previenen como  causa de improcedencia, cuando se trata de actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo, deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

El texto de la ley vigente incluye un segundo párrafo (que en el proyecto se ha omitido): “cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga del juicio de amparo pendiente.”

El supuesto de irreparabilidad del acto reclamado que se contempla en este dispositivo, es de carácter jurídico y no físico como acontece en la fracción IX del propio artículo 73 en comento, el cual se refiere a los actos consumados de un modo irreparable, pues si el acto impugnado en la vía de amparo fue ejecutado y físicamente no resulta reparable, ello imposibilita volver las cosas al estado en que se encontraban antes de su realización; sin que se pierda de vista que la irreparabilidad debe ser absoluta. En este contexto el juicio de amparo carece de objeto, toda vez que su finalidad práctica es resarcir al quejoso en la lesión sufrida, pero si la reparación no es factible, el juicio constitucional pierde su razón de ser.

Ahora bien, en relación a la disposición de improcedencia del juicio de amparo cuando ha operado el cambio de situación jurídica, cabe precisar que en materia penal, el conjunto de normas jurídicas que condicionan y rigen la restricción de la libertad personal, se denomina “situación jurídica”, la cual varía de un supuesto procesal a otro; esto es, la libertad personal puede ser restringida por diversas causas, como lo son: la orden de retención, ratificación judicial de la detención, orden de aprehensión y sentencia; cada una de ellas cuenta con características peculiares, toda vez que su naturaleza es diversa; motivo por el cual, resulta incorrecto sostener que con el sólo cambio de situación jurídica, cesaron los efectos de la situación jurídica anterior.

Concretamente, la hipótesis normativa se presenta en el ámbito penal cuando se combate, a través del juicio de garantías, el auto de ratificación judicial de la detención o, el que libró una orden de aprehensión; y, en tanto se tramita la controversia constitucional, en el proceso penal es resuelta la situación jurídica del inculpado quejoso, mediante el dictado del auto de término constitucional; supuesto en el que existe una situación jurídica posterior a la reclamada; es decir, la restricción de la libertad personal del quejoso ahora se rige, formalmente, por los efectos de una norma individualizada que se contiene en el auto de formal procesamiento, sin embargo, es claro que éste es consecuencia jurídica de las resoluciones anteriores, a virtud de que el proceso penal es dinámico y cada etapa es supuesto necesario para la siguiente, aun cuando se modifique la situación del inculpado; luego, el auto de formal prisión es consecuencia necesaria del auto que ratificó judicialmente la detención o bien, del que libró la orden de aprehensión y, a su vez, es el antecedente indispensable para la emisión de la sentencia de primera instancia.

Sin embargo, a virtud de la reforma publicada en el diario oficial de la federación el ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, cuando se impugna, por vía de amparo, el auto de formal prisión, sólo se considera que existe cambio de situación jurídica cuando se dicta la sentencia de primera instancia; por ello, el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 que se analiza, impone a la autoridad judicial que conoce del proceso, la obligación de suspender el procedimiento en lo que corresponde al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que se notifique de la resolución de amparo; con ello, se busca evitar la reparación de un acto de autoridad cuando se ha cambiado la situación jurídica del impetrante de garantías.

Esto es, por disposición legal, no opera el cambio de situación jurídica hasta sentencia, por violaciones a los artículos 19 y 20 constitucional; sin embargo, el juicio constitucional es improcedente cuando se reclama la protección federal de garantías establecidas en el dispositivo 16 de la norma fundamental. No debe soslayarse que previo a la reforma indicada (mil novecientos noventa y nueve), no existía la procedencia de esta causal en tratándose de la petición del amparo en contra de la orden de aprehensión o la ratificación judicial de la detención, por tanto, era obligación de los jueces de amparo estudiar el fondo del asunto, no obstante se hubiere resuelto ya la situación jurídica del inculpado. Lo anterior lleva a concluir que la reforma a la ley de la materia limitó la garantía de seguridad jurídica de los gobernados, pues, al operar el cambio de situación jurídica cuando se dicta el auto de plazo constitucional, en aquellos casos en que se pide amparo contra violaciones al artículo 16 Constitucional en materia penal, (orden de aprehensión y ratificación de la detención), procede el sobreseimiento del juicio de garantías, luego, se hace nugatorio el medio de defensa constitucional.

II. EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL.
En efecto, el sobreseimiento es un acto procesal que pone fin al juicio de amparo sin resolver la controversia de fondo, esto es, no se determina la constitucional o inconstitucionalidad del acto reclamado; simplemente las cosas se dejan tal y como se encontraban antes de la interposición de la demanda de garantías; el artículo 74 de la Ley de Amparo prevé cinco causales de sobreseimiento, entre ellas, cuando durante el juicio apareciera o sobreviniera alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 73.

Determinación que debe evitarse en los juicios de amparo en materia penal, pues por su naturaleza, eminentemente tutelar de la libertad personal, reviste características especiales, a fin de preservar derechos públicos subjetivos altamente susceptibles de conculcarse; es por ello que en el juicio constitucional, en tratándose de violaciones penales, no se atiende la regla temporal genérica para la interposición de la demanda, la cual puede presentarse sin límite de tiempo, a cualquier hora del día o de la noche e, incluso, los encargados de las oficinas de correos y telégrafos están obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados, ni para el gobierno, los mensajes en que se demande el amparo de la justicia federal.

En la misma tesitura, bajo el principio de instancia de parte agraviada, el amparo sólo puede promoverse por quien perjudique la ley o el acto reclamado; sin embargo, en materia penal, puede hacerlo el defensor en el proceso; además, si el acto importa peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional y, el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, puede hacerlo cualquier otra persona en su nombre, no obstante que pueda ser un menor de edad. Aun cuando la demanda de amparo debe ser por escrito, cuando se trata de estos casos, puede formularse por comparecencia ante el Juez de Distrito y, en los casos en que no se admita demora, la petición puede hacerse al juez a través del uso del telégrafo. En tratándose de violaciones a los preceptos 16, en materia penal, 19 y 20 constitucional, la demanda puede presentarse además de ante el juez de Distrito, ante el Superior del Tribunal que haya cometido la violación, a esta competencia la doctrina la llama “concurrente”. Habrá también “competencia auxiliar” cuando se impugnen actos que importen peligro de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional y no resida juez de Distrito en el lugar en el que se encuentre el quejoso; para este supuesto, se podrá presentar la demanda ante el juez de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad responsable, la cual al recibir la demanda, tiene la facultad de mandar suspender provisionalmente el acto reclamado.

Mas aun, debe tenerse presente que son cinco los principios que rigen el juicio de amparo, a recordar: iniciativa o instancia de parte; existencia de agravio personal y directo; relatividad de la sentencia; definitividad del acto reclamado; y, de estricto derecho; sin embargo, en tratándose de la materia penal, los dos últimos principios no subsisten, pues la demanda de amparo procede, contrario a la definitividad del acto reclamado, no obstante que éste admita un recurso ordinario, pues se impugna un acto que atenta contar la libertad personal, como acontecería con el auto de formal prisión; incluso, en contra de la determinación judicial que ratifica la detención ministerial. El principio de estricto derecho tampoco opera en materia penal, en el que se debe suplir la deficiencia de la queja; expresión que alcanza su máximo ante la ausencia de conceptos de violación o agravios del impetrante de garantías.

Otra característica distingue el amparo penal: cuando el juez de Distrito que recepciona la demanda de amparo, advierte que no se surten los supuestos legales de competencia a su favor para conocer del juicio, pero se reclaman actos de los previstos en el artículo 17 de la ley de amparo ó, 22 constitucional, debe proveer sobre la suspensión provisional y, una vez cumplido que sea, remitir la demanda al juez competente.

Distinciones que no resultan casuales, por el contrario, reflejan el alto valor que la libertad personal representa en la ideosincracia nacional, por ello se reconoce en su orden jurídico interno y se tutela con especial esmero en cada una de las etapas que integran el proceso penal, pues éstas se suceden progresivamente y concatenan, a virtud de lo cual, una precede a la otra; esto es, la constitucionalidad de un acto no garantiza la de todo el proceso, pues los actos procesales de cada estadío son independientes entre sí; esto se entiende a partir del contenido del artículo 1° del Código Federal de Procedimientos Penales, en donde se reconocen diversos procedimientos, de los cuales, el proceso penal se integra con la preinstrucción, instrucción, primera y segunda instancias, en las cuales corresponde a los órganos jurisdiccionales resolver si un hecho es o no delito, determinar la responsabilidad o irresponsabilidad penal de las personas acusadas ante ellos e imponer las penas o medidas de seguridad que procedan, con arreglo a la ley, de conformidad con el artículo 4 del propio ordenamiento; objetivo que lógica y teleológicamente sólo se alcanza a partir de la constitucional realización de cada una de las etapas que lo componen; ahora bien, como éstas son dinámicas, esto es, no permanecen inamovibles en el tiempo, sus efectos modifican constantemente la situación jurídica del inculpado; sin embargo, los efectos de la nueva situación son clara consecuencia de la precedente, esto es, la determinación de una etapa procedimental determina la nueva situación jurídica, por ello en el juicio de amparo no deben considerarse irreparablemente consumadas las violaciones reclamadas, aun cuando deriven de una situación que ya no corresponde con la actual del quejoso, precisamente porque son consecuencia de aquella.

Clarifica lo anterior recordar que a partir de la noticia criminal, el ministerio público debe observar las disposiciones legales que norman el procedimiento de averiguación previa, hasta resolver el ejercicio de la acción penal; en caso de realizarse con detenido, el juez debe calificar la constitucionalidad de la detención y, para el supuesto de que la ratifique, será éste el acto bajo cuyos efectos se encuentre jurídicamente el indiciado y, no la original detención de que haya sido objeto ni la posterior retención ordenada por el órgano ministerial; ahora bien, en tratándose de consignación sin detenido, a virtud de la cual se libre orden de aprehensión, cuando se cumpla el mandamiento de captura, será éste el acto de autoridad que determine la situación jurídica que rige al indiciado. Uno y otro caso pueden implicar violaciones a las garantías individuales y por ello deben ser susceptibles de impugnarse a través del juicio de amparo; en efecto, no existe razón jurídica para que otros actos de autoridad que atentan contra la libertad personal sean recurribles constitucionalmente, por conculcar una garantía de tan elevado valor y, sin embargo, determinaciones de la misma naturaleza (privativas de la libertad), violatorias de las disposiciones penales contenidas en el artículo 16 constitucional, no son tuteladas por el juicio de amparo, a virtud del cambio de situación jurídica que lógicamente opera, en atención a que el trámite del juicio constitucional requiere un plazo mayor al de setenta y dos horas en que el juez debe resolver la nueva situación jurídica del consignado, a través del auto de formal prisión; luego, éste es el acto que regirá la más reciente situación legal de la misma persona, sin embargo, deriva directamente de las actuaciones precedentes; entonces, ¿qué sucede si éstas fueron violatorias de garantías?; no es posible concluir que el último acto convalide la constitucionalidad de los anteriores, pues ello conduciría a sostener, equivocadamente, que su legitimidad obedece a un criterio meramente progresivo, en claro soslayamiento del orden jurídico que propugna proteger a las personas sujetas a procedimiento penal de la posible violación de sus garantías; máxime que, aun cuando se dicte auto de formal prisión, no puede estimarse que han cesado los efectos de la ratificación de la detención judicial o, en su caso, de la orden de aprehensión reclamadas, por el contrario, subsisten tales efectos, consistentes precisamente en el auto de formal prisión y todo el procedimiento penal que de éste deriva, en cada caso.

Esquematizado gráficamente, se tendría un equivocado silogismo:

Premisa mayor:
violación de garantías en la detención
violación de garantías al dictar la orden de aprehensión



Premisa menor:
ratificación judicial de la detención


auto de formal prisión

Conclusión:


se convalidan las violaciones, a virtud del cambio de situación jurídica



III. IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONSTITUCIONAL.

Tan es así que en el decreto que reformó la Ley de Amparo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro, se estableció que en los asuntos del orden penal, sólo la sentencia de primera instancia haría que se consideraran irreparablemente consumadas las violaciones a los artículos 16, 19 y 20 constitucionales, para los efectos de la improcedencia del juicio de amparo; regulación acertada, en cuya exposición de motivos, de veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y tres, se expuso la necesaria actualización de la legislación penal para ajustarla a las reformas de los artículos 16, 19 y 20, constitucionales, con las cuales se propuso dar eficaz soporte y agilidad a la lucha contra la delincuencia organizada, en un marco de respeto a los derechos públicos subjetivos de los gobernados; entre las diversas estrategias a seguir, se estimó imprescindible la relativa al área procesal, a virtud de que el adecuado procedimiento penal es el que permite una mayor funcionalidad de los órganos encargados de aplicar la Ley y, consecuentemente, que los objetivos previstos en la legislación penal sustantiva se logren efectivamente; por tal razón, manteniendo la atención en las reformas constitucionales y sin descuidar puntos en los que se proteja de mejor modo el derecho de acceso a la jurisdicción de todos los gobernados, se propuso entre otras reformas, la que finalmente integró el texto del párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, para asegurar que los derechos fundamentales establecidos en los dispositivos 16, 19 y 20 constitucionales, frente a autoridades judiciales o administrativas quedaran protegidos, aun cuando hubiese cambiado la situación jurídica del quejoso, mientras no se hubiera dictado sentencia.

Con ello, realmente se protege la garantía de seguridad jurídica en beneficio de los gobernados, pues no significa sino preservar la materia del amparo, esto es, no debe sobreseerse el juicio constitucional, a virtud de que el auto de formal prisión no es sino consecuencia de la orden de captura reclamada o bien, en su caso, de la ratificación judicial de la detención; de lo contrario, se torna nugatorio lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de Amparo, de acuerdo con el cual, la sentencia que concede el amparo tiende por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que tenían antes de la violación reclamada.

No obstante lo anterior, en la posterior reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, se suprimió la característica de no consumadas irreparablemente las violaciones al artículo 16 constitucional, por disposición legal; ello bajo el argumento de la EXPOSICION DE MOTIVOS, de nueve de diciembre de mil novecientos noventa y siete, relativo al sensible incremento de la delincuencia que determinó realizar reformas sustantivas y adjetivas en materia penal e incluso a la Ley de Amparo, a fin de contar con los instrumentos jurídicos necesarios para enfrentar con eficacia el fenómeno de criminalidad; entre ellas, se propuso y, posteriormente aprobó, derogar el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la ley citada en último término, toda vez que en la iniciativa se estimó que producía confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilitaba y aún interrumpía la función jurisdiccional, tanto al Juez constitucional como al Juez natural, al permitir que los procedimientos transcurrieran hasta que se dictara sentencia definitiva en el juicio de amparo, al mismo tiempo que se seguía el proceso penal pero con la incongruencia de que el hecho de que se concediera el amparo en estos casos, produciría el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y traería, como consecuencia la libertad del encausado, no obstante que la privación de la libertad que éste sufre, ya no tiene como base la orden de aprehensión que se combatió en el amparo, sino un auto de formal prisión que con posterioridad le fue dictado, con la circunstancia de que para el momento de la concesión del amparo, pudieran haberse recabado nuevos elementos probatorios que hacen mayormente probable la responsabilidad penal del quejoso, de la comisión del delito que se le atribuye.

Argumento erróneo, pues como se ha expuesto, si bien es cierto el auto de formal prisión es el que rige la última situación jurídica del inculpado, cierto resulta también que éste deviene del acto precedente, es decir, es consecuencia de la ratificación de la detención o, en su caso, de la orden de aprehensión reclamadas en la vía de amparo; luego, si esto es así, no resulta más que un sofisma estimar una incongruencia la tramitación del amparo contra violaciones al artículo 16 constitucional, pues la concesión de la protección federal en esos casos efectivamente trae como consecuencia la libertad del encausado, sin embargo, contrario a los argumentos que motivaron la reforma, ello no produce confusiones ni duplicidad de procedimientos, menos aun imposibilita o interrumpe la función jurisdiccional, sino que garantiza a los gobernados un juicio plenamente constitucional; esto es, garantista de que en él se han respetado el mínimo de derechos humanos reconocidos por todo orden jurídico moderno; en consecuencia, es inoperante la circunstancia de que al momento de la concesión del amparo, se hubieran recabado nuevos elementos probatorios, pues éstos no justifican la constitucionalidad con que se ratificó la detención o se ordenó la aprehensión de una persona, pues los medios de prueba recabados posteriormente, es sabido jurídicamente, no justifican los actos reclamados. Es un imperativo profesional y moral destacar que la libertad de una persona, cuando se comprueba que han sido conculcadas sus garantías individuales, no puede estimarse como incongruente y, menos aun, que produzca confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilite y aún interrumpa la función jurisdiccional; por el contrario, denota respeto por los derechos fundamentales de todo individuo; sostener lo contrario es demeritar la protección constitucional de estos derechos.

Sin embargo, la reforma estableció el texto actual del ARTÍCULO 73, fracción X, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, a partir de cuya vigencia, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la ratificación judicial de la detención o la orden de aprehensión y, durante su substanciación se comunica que ya se pronunció auto de formal prisión en contra del quejoso, se estima que ha operado un cambió de situación jurídica, pues los efectos de la detención se derivan, a partir de ese momento de la prisión preventiva, esto es, se considera, erróneamente, que han cesado los efectos de la situación jurídica anterior, 

En la realidad, los efectos de la última reforma no son otros sino la limitación de la garantía de defensa que asiste a todo sujeto de procesamiento penal, así como sustentar procedimientos en la inseguridad jurídica; más aun, la improcedencia del juicio constitucional vuelve nugatorio cualquier reclamo de justicia para quien la clama ávidamente desde la situación jurídica, cualquiera que sea, que violenta su esfera de derechos individuales; con ello se olvida que en México se sigue un sistema acusatorio y no inquisitorio, cuyo propósito es brindar el mayor número de garantías a quienes se encuentran sujetos a un procedimiento penal. Más aun, la reforma a la ley de amparo no denota un avance en la defensa de los derechos de los gobernados, por el contrario, presentó una tendencia de claro retroceso; incluso, contradictoria con la legislación procesal, en la que se admite impugnar a través del recurso ordinario de apelación, las resoluciones de ratificación judicial de la detención y orden de aprehensión; lo que lleva a determinar que la legislación procesal es más tutelar de las garantías previstas en el artículo 16 constitucional, en materia penal, que la ley de amparo, al establecer su revisión en segunda instancia, sin que sea procedente, en la realidad fáctica, el análisis de su constitucionalidad.

No es dable considerar, conforme a la teleología del juicio de amparo, instrumento eficaz que tutela las garantías individuales, resulte un obstáculo, para que los gobernados a través de la improcedencia, por cambio de situación jurídica, principalmente, su libertad, una vulneración irreparable, que potencialmente podría resultar inconstitucional. No se olvide que el derecho busca en sus fines la seguridad jurídica, justicia y bienestar común, en su conjunto de normas jurídicas que regulen la conducta de hombres en sociedad. Por ello, el Estado de Derecho, debe sustentarse en la justicia.

IV. CONCLUSION

Congruentes con lo anterior, se propone que el texto del párrafo segundo, de la fracción XIII, del artículo 59, del proyecto de Ley de Amparo, prevea, como se hizo en el pasado, las violaciones a los artículos 16, 19 y 20 constitucionales, como hipótesis que adquieren, por disposición legal. característica de no consumadas de manera irreparable, a virtud del cambio de situación jurídica, pese al dictado del auto de formal prisión.

Y para el caso de que no prospere, que se incluyan en el actual texto del artículo 73, FRACCION X, PARRAFO SEGUNDO de la vigente ley de amparo, las violaciones al artículo 16 constitucional, en materia penal.

México, D.F., octubre de 2000.

MIGUEL ANGEL AGUILAR LOPEZ

PONENCIA PRESENTADA POR EL MAGISTRADO

ENRIQUE ARIZPE NARRO, EN EL

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

“ALGUNAS MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO.”

Tengo el honor de comparecer ante este distinguido auditorio, integrado por destacados juristas representantes de tan diversos lugares del País, para hacer llegar el mensaje de los siete Magistrados que conforman el Noveno Circuito, con sede en la Ciudad y Estado de San Luis Potosí.

Nosotros nos congratulamos de que se haya ya elaborado un proyecto de la que llegará a ser la Nueva Ley de Amparo, porque ello significa un paso de gran importancia a la modernidad. Existe la necesidad imprescindible e insoslayable de contar con una herramienta funcional que permita aplicar con mayor precisión y eficacia la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República. Una ley que reúna en su contexto los criterios establecidos por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Una ley que  pueda enfrentar las nuevas necesidades jurídicas de un País en constante evolución. Una ley que sea el soporte para mantener el Estado de Derecho.

Nuestra propuesta contiene la opinión de diversos Magistrados del Noveno Circuito que hemos sentido la necesidad de adecuar a las exigencias de la sociedad actual, una Codificación que por razón de nuestros cargos debemos aplicar cotidianamente.

Estamos conscientes del enorme esfuerzo que ha desarrollado la Comisión encargada de elaborar el Proyecto, pero estimamos que el mismo puede enriquecerse y mejorar con las modificaciones que habremos de proponer, tomando siempre en consideración que toda obra humana, aún cuando  obviamente no puede ser perfecta,  siempre será perfectible.

Las propuestas que presentamos son las siguientes:

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES.

CAPITULO V. Competencia, Sección Primera. Reglas de Competencia.

Artículo 38.

El citado artículo del Proyecto dice:

“El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá "ejercer la facultad de atracción para conocer  de un amparo "directo o en revisión, que corresponda resolver a los "tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su "interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento: "I.- Planteado el caso por "cualquiera de los ministros, el pleno acodará si procede "solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de "amparo, en cuyo caso, previa suspensión del "procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días "siguientes a la recepción de la solicitud; II. Recibidos los "autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para "que dentro del plazo de quince días formule dictamen a "efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad; y  III.-  "Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por "el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes. Si el "Pleno decide ejercer la facultad de atracción se abocará al "conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al "tribunal de origen.”

Según se advierte, existe un procedimiento para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión  que en principio corresponde  a un Tribunal Colegiado de Circuito, cuando su interés y trascendencia lo ameriten.

Sin embargo, en el procedimiento señalado en el Proyecto,  no se contempla la posibilidad de que dichos Tribunales Colegiados, cuando conozcan de un juicio de amparo, directo o en revisión, puedan solicitar o plantear al Máximo Tribunal del País  que ejerza tal facultad de atracción, en algún  caso determinado que los propios tribunales consideren  está en la hipótesis de referencia.  Este derecho de los Tribunales Colegiados sí existe actualmente en el artículo 84 fracción III de la Ley de Amparo vigente.

El mismo derecho de proponer lo prevé el artículo 182 fracción III de la propia  Ley de Amparo, vigente.

Es de  gran importancia otorgar a los Tribunales Colegiados de Circuito, el derecho de solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejerza la facultad de atracción en tal supuesto, porque si ante un tribunal de los mencionados se presenta o se está promoviendo un recurso de revisión o un juicio de  amparo directo que ostenta las  aludidas características, el órgano judicial  se vería precisado,  a tener que resolverlo, por no disfrutar del derecho de plantear a la Suprema Corte  lo dirima, aún cuando sea claro que el Supremo Tribunal del País, debería conocer del mismo, o bien tendría que   suspender el procedimiento y  enviar la petición, sin tener facultad para ello y con riesgo de incurrir en responsabilidad por suspender el procedimiento en un caso que la ley no autoriza.

Por tanto, se pide la reforma al artículo 38 del Proyecto.

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES.

Capítulo VII. Improcedencia, Artículo 59, fracción XIV, inciso b).

En esta fracción se previene el principio de definitividad del acto reclamado y en los apartados a). b) y c),  se establecen distintas excepciones al mismo, concretamente, el apartado b), previene como excepción a la obligación de agotar recursos ordinarios, cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión o de sujeción a proceso, resolución que establezca los requisitos por el otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva pronunciada en el proceso penal.

Se considera pertinente proponer que también se exceptúe de la obligación de agotar recursos ordinarios, cuando se reclame la resolución que niegue la libertad por desvanecimiento de datos, considerando que igual perjuicio resiente el quejoso cuando se pretende afectarle su libertad, por ejemplo, con una orden de aprehensión o de arresto que cuando se trata de actos que mantienen la afectación de esa libertad;  se toma en cuenta además que no se trata de una sentencia definitiva pronunciada en el proceso penal.

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES.

Capítulo X, Sentencias. Artículo 77, fracción V.

Dicho precepto legal dice:

“Artículo 77.-……V. En materias civil o administrativa, cuando "se advierta que ha habido en contra del quejoso o del "particular recurrente una violación relevante de la ley que lo "haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos "en el artículo 1º. En este caso la suplencia sólo operará en lo "que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder "afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el "que se dictó la resolución reclamada.- En los casos de las "fracciones I, inciso b), IV y V  la suplencia se dará  aún ante "la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

Se sugiere adicionar al texto de dicha fracción V, la obligación de suplir la deficiencia de la queja a favor de la parte patronal quejosa, cuando el acto reclamado sea un laudo condenatorio de pago de prestaciones líquidas o liquidables que en su conjunto no rebasen el importe de cinco mil salarios mínimos vigentes en la fecha del dictado del laudo. Lo anterior porque en materia laboral el patrón no siempre disfruta de capacidad económica suficiente que le permita cubrir los gastos de los servicios de una asesoría jurídica excelente. Por ello, no debe ignorarse  que el patrón dueño de un modesto negocio, está limitado en el aspecto económico para invertir gran parte de su patrimonio en ese tipo de servicios profesionales a fin de  lograr una adecuada defensa jurídica en los juicios laborales, en los que se le demanda por el trabajador.

El importe que se sugiere de cinco mil salarios mínimos, obedece a que el pequeño empresario sostiene un negocio con cinco o menos trabajadores. Por ello, cabe suponer que los cinco empleados lo demandan laboralmente, y que de resultar procedentes las condenas al pago de la acción derivada de despido injustificado, más el monto de salarios caídos, éstas giran sobre la cantidad de entre tres mil y cinco mil salarios mínimos, cuantificados en la fecha en que se dictó un laudo en un juicio laboral que ordinariamente duran un año en su tramitación ante los tribunales laborales.

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES.

Capítulo XI. Medios de Impugnación. Artículo 80.

En la primera parte del artículo 80 del Proyecto, se establece que quien obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión  interpuesta por la contraria dentro del plazo de 5 días, contados a partir del día siguiente al  en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes.

Se propone modificar la parte subrayada a efecto de que dicho término se compute a partir de que se notifique por parte del Organo Jurisdiccional que conoció del juicio de amparo, el acuerdo mediante el cual se tuvo por presentado el  escrito de interposición del recurso. Lo anterior, porque se considera que de esta manera el Tribunal de Alzada recibiría los autos debidamente integrados, ya que el órgano los enviaría transcurrido el término a que se refiere el mismo precepto legal, con el escrito relativo a la revisión adhesiva, si acaso fue interpuesta, asegurando, por una parte, que quien obtuvo resolución favorable pueda adherirse a la revisión de la parte contraria, conociendo que se hizo valer el recurso principal, ya que en ocasiones el Tribunal de Alzada tiene residencia distinta del órgano jurisdiccional respectivo: y por otra, se propiciaría la celeridad en el despacho del asunto.

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES.

Capítulo XI. Medios de Impugnación. Artículo 97.

El citado numeral dice:

“Artículo 97, El recurso de queja deberá presentarse por "escrito ante la autoridad que conozca del juicio de amparo. "En el caso de que se trate de actos de la autoridad "responsable, el recurso deberá plantearse ante el órgano "jurisdiccional de amparo que deba conocer o haya conocido "del juicio”.



Se sugiere un párrafo adicional, para establecer que cuando el recurso se interponga ante autoridad distinta a la indicada en el párrafo anterior, se declarará improcedente, salvo en los casos en que se advierta que de tal error solo puede originarse por  una demora de la tramitación del recurso en exclusivo perjuicio del recurrente, por lo que habrá de presumirse que obró de buena fe.

Esta sugerencia se hace con motivo de la tesis de jurisprudencia visible en la página 371, del volumen 97-102, Sexta Parte del Semanario Judicial de la Federación, cuyo rubro dice:

“QUEJA, FUNDADA EN LAS FRACCIONES I, V, VI, VII, VIII Y "IX DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE AMPARO, "IMPROCEDENCIA DE LA, INTERPUESTA ANTE LA "RESPONSABLE.”

Este criterio rigorista puede ser atemperado si se toma en cuenta que en ocasiones el error de presentar el escrito del recurso de queja ante una autoridad distinta a la señalada por la ley de amparo, sólo causa perjuicio al propio recurrente, y ello revela que no obra de mala fe sino, sólo con base en una incorrecta interpretación de la ley.

TITULO SEGUNDO. DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO.

Capítulo I. El Amparo indirecto. Artículo 106 fracción VII.

En los artículos 106 fracción VII y 4º., fracción III, inciso d), del proyecto de Ley de Amparo, se establece, en el primero, que el juicio de amparo indirecto procede: 

“contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o "desistimiento de la misma dictadas por el ministerio "público”

Y, en el segundo, se considera que puede tener el carácter de tercero interesado:

“el indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el "desistimiento o el no ejercicio de la acción penal”

Ahora, sobre ese particular debe considerarse lo siguiente: a propósito de la reforma constitucional que se publicó en el Diario Oficial de la Federal del 31 de diciembre de 1994, en que se adicionó el artículo 21, el párrafo relativo a que “las “resoluciones del ministerio público sobre el no ejercicio y "desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas "por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley”.   Se tiene entendido que en los Estados se ha legislado al respecto. Así tenemos que en el Estado de San Luis Potosí, en la Ley de Justicia Administrativa que se publicó en el Periódico Oficial, del miércoles 30 de abril de 1997, para entrar en vigor al día siguiente de su publicación, se previene en el artículo 19 fracciones IX y X que las Salas del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado son competentes para conocer de los juicios que se promuevan en contra: “De las “resoluciones del "Procurador de Justicia del Estado que confirmen las “determinaciones de no ejercicio de la acción penal del "ministerio público,”  y,  “De las resoluciones del ministerio "público en las que se determine el desistimiento de la "acción penal.”

En el Código de Procedimientos Penales del Estado de Coahuila, publicado en el Periódico Oficial número 42, del 25 de mayo de 1999,  se establece en su artículo 8, que:  “El ministerio público "determinará el no ejercicio de la acción penal o se desistirá "de ella según corresponda, solo en los casos siguientes:…”   Luego en el artículo 529 se previene: “Son resoluciones "impugnables a través del recurso de inconformidad las "determinaciones del ministerio público que decidan en "forma definitiva el no ejercicio de la acción penal”,  recurso del cual conoce el Tribunal Unitario de Distrito que corresponda.

En todas las legislaciones que se consulten, se podrá constatar que el desistimiento, lo mismo que la formulación de conclusiones no acusatorias, conducen a la conclusión del proceso por sobreseimiento, con el que se pone término a la instancia con absolución del inculpado; ello porque los efectos del sobreseimiento son los mismos que los de la sentencia definitiva absolutoria e igualmente se establece en los diversos ordenamientos procesales que procede el recurso de apelación, en efecto devolutivo, esto es, sin efecto suspensivo, contra los autos que sobresean o nieguen sobreseer el proceso.

Por otra parte, debe considerarse que el desistimiento de la acción penal no es un acto de  autoridad, sino de la parte acusadora en un proceso en trámite y su diferencia con la formulación de conclusiones no acusatorias sólo radica en que aquél puede producirse en cualquier momento de la instrucción, mientras  que ésta precisamente en el periodo procesal correspondiente, esto es, una vez que se declaró cerrada la instrucción y se dio vista al ministerio público para que formulara conclusiones, pero en un caso y en el otro la manifestación de la parte acusadora queda sujeta a una resolución del órgano jurisdiccional, en la que se decreta o no el sobreseimiento, hecho lo cual y transcurrido el plazo que la ley establece para impugnar la resolución  respectiva, por el medio de defensa ordinario que establecen las leyes, causa estado y adquiere la calidad de cosa juzgada.

Debe entonces reflexionarse sobre la pertinencia de lo que se propone al respecto, y también debe analizarse lo que se ha legislado al respecto en los diversos Estados de la República.

Artículo 117 del Proyecto.

En dicho artículo 117, se establece que para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial, no son aplicables las reglas de la ley supletoria. ¿Entonces qué reglas se aplicarán?.

Se propone modificar  éste precepto legal, a fin de precisar cuál sería la ley supletoria, o de qué modo se procedería en caso de insuficiencia de la Ley de Amparo.

TITULO SEGUNDO. DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO.

Capítulo II. El Amparo Directo. Artículo 177.

El artículo citado dice así:

“El presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo, "deberá resolver en el plazo de veinticuatro horas si desecha, "previene o admite la demanda por encontrar motivo "manifiesto e indudable de improcedencia.”

Se estima que debe decir:

“…deberá resolver en el plazo de veinticuatro horas si debe "prevenirse al quejoso, admitir la demanda o desecharla por "encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia.”

Por tanto, se propone la modificación del precepto legal.

TITULO SEGUNDO. DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO.

Capítulo II. El Amparo Directo. Artículo 180.

El artículo 180, párrafo primero, del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo dice:

"La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá "promover amparo en forma adhesiva al que promueva su "contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su "presentación y trámite se regirá, en lo conducente, por lo "dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma "suerte procesal.”

Como puede verse, no se establece en el numeral un término preciso para adherirse al amparo principal, sino solo se asienta que: “Su presentación y trámite se regirá, en lo conducente, "por lo dispuesto para el amparo principal,..”. Es decir, el término para promover el amparo adhesivo sería el mismo que el fijado para el amparo principal y comenzaría a correr simultáneamente con éste.

Se estima  que la base esencial que rige la adhesión al amparo, estriba en que quien pudiera promover un juicio de amparo en contra de la resolución respectiva, puede abstenerse de hacerlo, si obtuvo lo esencial, y solo conserva la alternativa de promoverlo, en el supuesto de que su contraparte haya acudido al juicio constitucional. De manera que, en la forma que está redactado el precepto, dá a entender  que quien quiera adherirse al amparo de su contrario tiene el mismo término que la ley concede a éste, y que el  plazo  empezaría a correr, al igual que el de su contrario, a partir de que surta efectos la notificación de la resolución que pudiera impugnarse en amparo. Habida cuenta de que se trata solo de una adhesión que depende de que la contraparte interponga o no el juicio de amparo, el término para adherirse al amparo, debe empezar a contar, a partir de que surta efectos la notificación que se haga al posible quejoso, del auto en el cual se tuvo por presentado a su contrario, interponiendo el juicio de amparo, sin que el término para adherirse deba ser el mismo que el de  su contraparte,   porque se supone que el interesado ya conoce la resolución que podría reclamar y puede contemplar la posibilidad de hacerlo en el caso de que su contrario promueva el juicio  constitucional. Se considera que  el término para la adhesión podría ser de diez días.

Por tanto se solicita la reforma correspondiente.

TITULO CUATRO. JURISPRUDENCIA Y DECLARACION GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O  DE INTERPRETACION CONFORME.

Capítulo III. Jurisprudencia por Contradicción de Tesis. Artículo 231.

El citado precepto legal, dice:

“Si a juicio de alguno de los ministros existen razones "fundadas para ello, podrá solicitar al pleno o a las salas de "la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la "sustitución de la jurispudencia por contradicción.”

Un medio auxiliar para los Ministros en cuanto al ejercicio de esa facultad, sería el de que los Magistrados de los Tribunales Colegiados o Unitarios de Circuito, les sugieran por escrito, opinión fundada y motivada derivada del análisis de los casos judiciales ya resueltos bajo su respectiva jurisdicción que pudieran contener elementos importantes para generar una reflexión seria para modificar los criterios jurisprudenciales señalados en el párrafo anterior; pero sin la obligación de ser contestada tal opinión en forma alguna. Sin embargo tales opiniones podrán, según la importancia que tengan a juicio de las Salas o el Pleno, ser publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Ciertamente, la revisión de la jurisprudencia por contradicción de tesis, es facultad exclusiva de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pero los Magistrados de Circuito pueden  con motivo de sus funciones emitir opiniones derivadas de los casos judiciales concretos que les haya tocado resolver y que  pudieran ser útiles para generar reflexiones sólidas para la revisión aludida.

Por tanto se sugiere adicionar el precepto legal de referencia, estableciendo que los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito y Unitarios de Circuito, puedan formular ante e Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, opiniones, debidamente fundadas y motivadas que deriven del análisis de los asuntos judiciales en cuya resolución hubiesen intervenido y propongan la sustitución de las tesis de jurisprudencia establecidas por contradicción de tesis.

De conformidad con lo antes expresado, esperamos que las reformas que proponemos al Proyecto de Ley de Amparo, sean útiles para el enriquecimiento, mejoría y superación de ésta, incrementando su eficacia como escudo que proteja y restablezca en su caso, la vigencia de la Constitución General de la República, a fin de mantener incólume el estado de derecho.

Muchas Gracias.

San Luis Potosí, S.L.P., Noviembre del Año 2000.

MGDO. ENRIQUE ARIZPE NARRO.

Coordinador de Magistrados del Noveno Circuito.
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